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“Mientras los pueblos sufrimos con más violencia que 
nunca la guerra del capital, el mal gobierno junto con sus 
grupos armados militares, policiales, paramilitares, guar-
dias blancas y grupos de choque, extienden en nombre 
del dinero la destrucción sobre todo el territorio nacional.
 
Pueblos, naciones y tribus anunciaron: Seguiremos cui-
dando y defendiendo las semillas de resistencia y rebeldía 
en medio de la muerte, construyendo un camino que per-
dure en medio de la oscuridad”

Ejército Zapatista de Liberación Nacional, Congreso Nacio-
nal Indígena, 20 de diciembre de 2019

Este texto está dedicado a la memoria del líder Walter Enri-
que Rodríguez Palacio, presidente de la Junta de Acción Co-
munal de la vereda San Miguel e integrante de la Asociación 
Campesina del Bajo Cauca, quien fue asesinado en el Bajo 
Cauca un día antes de celebrarse el Tribunal Internacional 
de Opinión en la ciudad de Medellín. 



11Walter Enrique Rodríguez Palacio
1971 - 2019
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Los Tribunales Internacionales de Opinión (TIO)

El Tribunal Internacional de Opinión es un mecanismo de ca-
rácter extrajudicial impulsado por sectores de la sociedad pre-
ocupados por la impunidad sobre los crímenes de Estado y la 
vulneración de los derechos individuales, colectivos y de los pue-
blos. Se inspira en el Tribunal Permanente de los Pueblos (TPP), 
organismo internacional no gubernamental instaurado en 1979, 
que tiene como objetivo transformar en permanente la función 
iniciada por el Tribunal Russell en 1966 y 1967. Estos Tribunales 
no tienen carácter coercitivo y sus decisiones no son vinculan-
tes, ya que no hacen parte del ordenamiento jurídico nacional, ni 
internacional. Por el contrario, apelan a la conciencia ética de la 
humanidad para que juzgue las situaciones de injusticia, barba-
rie o desconocimiento de los derechos por parte de los Estados o 
las grandes corporaciones que controlan los territorios, los bie-
nes comunes y los propios Gobiernos. 

Desde su nacimiento el TPP ha juzgado varios Estados, dictadu-
ras y empresas transnacionales como: las políticas del Fondo Mo-
netario Internacional y del Banco Mundial (Berlín 1988; Madrid 
1994); las corporaciones transnacionales y las industrias textiles 
del vestido y de la indumentaria deportiva por sus impactos sobre 
los derechos laborales y el medioambiente (Bruselas, 1998); las 
malas prácticas de las corporaciones transnacionales (Warwick, 
2001); las políticas neoliberales y transnacionales europeas en 
América Latina (Viena, 2006; Lima 2008), entre otras. Colom-
bia ha sido objeto de examen y enjuiciamiento en dos ocasiones: 
entre 1989 y 1991 se enjuicio la impunidad de los crímenes de 
lesa humanidad, en un ciclo de audiencias que involucró a doce 
países de América Latina y que tuvo la sesión final deliberante 
en Bogotá, del 22 al 25 de abril de 1991. La segunda ocasión fue 
entre los años 2006 y 2008 cuando se enjuicio a empresas trans-
nacionales responsables de violación a los derechos humanos. 
Tuvo la sesión final en Bogotá entre el 21 y 23 de julio de 2008.

Desafortunadamente, la grave, permanente y sistemática vulne-
ración de los derechos humanos, de la naturaleza y de los pue-
blos en todo el mundo, ha llevado a que el TPP tenga solicitudes 



Tribunal Internacional de Opinión 2019
Por la defensa de los bienes comunes en Antioquia

16

permanentes en varias partes del mundo, las cuales no siempre 
puede atender por factores de tipo político y económico ya que 
depende exclusivamente de la voluntad de ciudadanos, ciudada-
nas y organizaciones sociales que lo impulsen. Por esta razón se 
ha creado un mecanismo intermedio conocido como el Tribunal 
Internacional de Opinión (TIO), impulsado por organizaciones so-
ciales que juzgan situaciones particulares en sus territorios. En 
Colombia se han impulsado varios Tribunales Internacionales de 
Opinión para juzgar temas como la desaparición forzada, el des-
plazamiento forzado, el despojo de los territorios, las masacres y 
ejecuciones extrajudiciales, entre otros. 
 

Tribunal Internacional de Opinión “Por la Defensa de los
Bienes Comunes en Antioquia1”

El departamento de Antioquia tiene una amplia historia de resis-
tencia social y política. Cuenta con organizaciones campesinas, 
indígenas, afrodescendientes, de mujeres, víctimas, ambientalis-
tas, barriales, comunitarias, de derechos humanos, entre mu-
chas otras. En parte, ello explica la concentración de la violencia 
social y política, además de la violencia derivada del conflicto ar-
mado en este territorio. La élite política, económica y militar que 
tiene grandes intereses sobre el territorio y los bienes comunes, 
han acudido a formas legales e ilegales de persecución y vulne-
ración de los derechos contra los líderes, lideresas sociales, las 
comunidades y los procesos organizativos. Miles de personas han 
sido asesinadas, desaparecidas, desplazadas, torturadas, judi-
cializas, o sometidas a otras modalidades de agresión para evitar 
las trasformaciones sociales, políticas y económicas impulsadas 
desde los procesos organizativos.  

La mayoría de estos crímenes se encuentran en la impunidad 
pese a que existen certezas o evidencias de la responsabilidad en 
los mismos por parte de agentes estatales, instituciones guber-
namentales o particulares que actúan arropados por el manto de 
dicha impunidad. 

1	 En este Tribunal se invitó a participar a la Mesa Minera del Carmen de Atrato, Chocó
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Por ello, las organizaciones sociales y de derechos humanos que 
hacen presencia en el territorio han decidido impulsar esta ini-
ciativa del TIO para llamar la atención de la sociedad nacional e 
internacional sobre el riesgo que en la actualidad sufren los terri-
torios y las comunidades y pueblos que la habitan. 

La privatización de los territorios y los bienes comunes con fines 
comerciales constituyen una política que no solo pone en riesgo 
la existencia de las comunidades, sino de la humanidad misma. 
Buscamos llamar la atención sobre la importancia de reconocer 
los derechos de la naturaleza como actualmente lo han venido 
haciendo las Altas Cortes, al otorgar derechos específicos a varios 
ríos del país: el Atrato, el Amazonas y el Cauca. 

Carácter del Tribunal Internacional de Opinión “por la
Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia: 

El Tribunal Internacional de Opinión realizado en Medellín, An-
tioquia, tuvo un carácter independiente, no vinculante desde el 
punto de vista legal, sin funciones judiciales, que actuó desde los 
principios humanísticos y éticos que inspiran la conciencia de la 
humanidad, recogiendo la voz de las víctimas, las organizaciones 
sociales, y las comunidades como la fuente principal de su inves-
tigación y sus pronunciamientos. 

El TIO “por la Defensa de los Bienes Comunes” tuvo una dura-
ción de cuatro meses comprendidos entre julio y noviembre de 
2019, y terminó con una Audiencia final el 21 y 22 de noviembre 
de 2019. Durante los meses previos a la Sesión final se realizaron 
las siguientes acciones: 

•	 Presentación de la propuesta a las organizaciones y comu-
nidades en los territorios de las cuatro regiones del departa-
mento de Antioquia. 

•	 Definición de los casos que se presentaron en la Audiencia. 
•	 Revisión de fuentes documentales, judiciales, testimoniales, 

sobre el contexto, responsables, víctimas y daños ocasiona-
dos en los territoritos.  
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•	 Elaboración de fichas y documento final por cada uno de los 
casos elegidos y presentados en la Audiencia. 

•	 Realización de talleres y jornadas de trabajo con las comu-
nidades y organizaciones de cada uno de los territorios afec-
tados cuyos casos se presentaron en la Sesión final del TIO.

Finalmente se realizó una jornada de evaluación y devolución 
de los resultados del TIO con las comunidades y organizaciones 
participantes. 

Este Tribunal de Opinión tenía los siguientes objetivos: 

Determinar la responsabilidad, por acción u omisión, del Estado 
colombiano, empresas públicas o privadas, o agentes estatales 
comprometidos en la comisión de violaciones a los derechos hu-
manos, los derechos de los pueblos, o crímenes contra la natura-
leza ocurridos en el departamento de Antioquia, particularmen-
te en las regiones del Bajo Cauca, Nordeste, Suroeste y Oriente 
antioqueño. Además, se analizó el caso de la mina El Roble en el 
Carmen de Atrato, Chocó. 

Establecer si el asesinato de las lideresas y líderes sociales co-
metidos en estas regiones están relacionados con planes para 
favorecer intereses políticos, económicos, militares o sociales en 
los territorios, particularmente la explotación y comercialización 
de los recursos naturales. 

Develar las estructuras criminales involucradas en la comisión 
de los crímenes contra la naturaleza y los beneficiarios de dichos 
crímenes. 

Acompañar y respaldar a los líderes y lideresas sociales, defen-
sores/as de derechos humanos y organizaciones sociales que si-
guen apostándole a la defensa del territorio, la implementación 
del Acuerdo de Paz, y luchan por el reconocimiento de sus dere-
chos a la verdad, la justicia, la reparación integral y las garantías 
de no repetición, propiciando medidas para su seguridad e inte-
gridad personal y colectiva.
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Composición: 

El Tribunal Internacional de Opinión estuvo compuesto por un 
juez internacional y dos jueces nacionales, reconocidos como per-
sonas de intachable condición ética y humana, con una tradición 
de trabajo a favor de los derechos humanos y los derechos de los 
pueblos. Independientes en cuanto a ideologías y credos religio-
sos. También participaron dos personas expertas en el tema de 
derechos de la naturaleza y los bienes comunes que actuaron 
como peritos para brindar elementos de conocimiento y decisión 
a los jueces.  

Jeces:

Coordinador de la ONG Paz con Dig-
nidad-Euskadi e investigador en el 
Observatorio de Multinacionales en 
América Latina (OMAL) – Paz con 
Dignidad. Su última investigación 
desarrolla las alternativas al poder 
corporativo. Participa activamen-
te en la plataforma vasca de soli-
daridad internacional Elkartasuna 
Eraldatuz, así como en el grupo de 

investigación Parte Hartuz Amerika Latina de la UPV/EHU.

Sacerdote Jesuita. Defensor de De-
rechos Humanos. Investigador de 
Derechos Humanos del Banco de 
Datos del CINEP. El Padre Javier ha 
sido integrante del Tribunal Perma-
nente de los Pueblos. Ha dedicado 
su vida a la defensa de los derechos 
humanos, los derechos de los pue-

blos y los derechos de las víctimas. En los últimos años ha estado 
acompañando la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. Ha 
escrito libros y artículos sobre la responsabilidad del Estado en 
los crímenes de lesa humanidad cometidos por la fuerza pública 
en el país.

Gonzalo Fernández Ortiz de Zárate  

Padre Javier Giraldo Moreno  
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Líder indígena, descendiente del 
pueblo Yanacona, integrante del 
Concejo Regional Indígena del Cau-
ca (CRIC). Psicóloga social, defen-
sora de los derechos humanos y los 
derechos de los pueblos indígenas. 
Ganadora en el año 2015 del Premio 
Nacional a la Defensa de los DDHH 
en la categoría larga trayectoria. Es 
secretaria general del pueblo Yana-

cona, coordinadora del Programa de Mujeres del CRIC y de la Co-
misión Política del Movimiento Social de Mujeres, y del equipo de 
la Consejería de Mujeres, Familia y Generación de la Organización 
Nacional Indígena de Colombia (ONIC). Integra la Mesa Departa-
mental de Participación de Víctimas del departamento del Cauca 
en representación de los indígenas.

Experto y experta:

Indígena perteneciente al Pueblo 
Embera Chamí. Abogada y defenso-
ra de derechos humanos. Es asesora 
de la Organización Indígena de An-
tioquia (OIA). Hace parte de la Mesa 
Interjurisdiccional de Antioquia, es-
cenario que permitirá la coordina-
ción entre la Justicia Ordinaria y la 
Justicia Especial Indígena. Ha sido 
investigadora de temas relacionados 
con la explotación de recursos natu-
rales en los territorios ancestrales de 

pueblos indígenas. Como Coordinadora de Territorio y Medio Am-
biente de la OIA estuvo al frente del caso del cerro Careperro en 
el municipio de Murindó y Carmen de Darién, donde se otorgaron 
permisos a la empresa minera estadounidense Muriel Mining Cor-
poration. Participa en el programa Licenciatura de la Madre Tierra 
de la OIA y la Universidad de Antioquia. 

María Ovidia Pelechor Anacona 

Nury Estela Yagarí González
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Activista de derechos humanos y 
constructor de reformas de polí-
ticas de drogas. Estudió ciencia 
política, administración pública 
y actualmente estudia leyes. Fue 
Alcalde de San José del Guaviare 
y Representante a la Cámara por 
ese departamento ante el Con-
greso de la República. Ha sido 
invitado como conferencista a los 
Estados Unidos, Europa, Asia y 
América Latina. Es cofundador 

de la Corporación Viso Mutop, una organización sin ánimo de lu-
cro que monitorea la evolución de la política sobre coca, amapola, 
y marihuana en Colombia, y los derechos humanos. Estudió con 
el Transnational Institute de Amsterdam y con la Organización de 
Estados Americanos (OEA). Fue invitado a contribuir con el proce-
so de paz y acompañar los foros ciudadanos para la construcción 
del punto 4 del Acuerdo de Paz entre el gobierno y las FARC–EP. 
Ha sido miembro del Observatorio Global de cultivos y cultivado-
res declarados ilícitos en Colombia desde 2014. Es investigador 
asociado de Indepaz. 

Pedro José Arenas García
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Ponencias de contextualización en la celebración 
del TIO

Ponencia inaugural y de apertura del TIO, a cargo de Adriana 
Arboleda, directora de la Corporación Jurídica Libertad

Quiero saludar y agradecer la presencia de la compañera María 
Ovidia Palechor Anacona, lideresa indígena, descendiente del pue-
blo Yanacona, integrante del Consejo Regional Indígena del Cauca 
(CRIC). Ella es psicóloga social, defensora de derechos humanos 
y de los derechos de los pueblos indígenas. Saludar también a 
Gonzalo Fernández, coordinador de la ONG Paz con Dignidad en 
Euskadi e investigador en el Observatorio de Multinacionales para 
América Latina (OMAL). Y al padre Javier Giraldo, defensor de de-
rechos humanos, conocido por todos y todas acá, quien por años 
ha liderado el banco de datos del CINEP, y que ha acompañado y 
luchado por los derechos de las víctimas, entre ellas la comunidad 
de paz de San José de Apartado. A María Ovidia, Gonzalo y Javier, 
quiero agradecerles que generosamente hayan aceptado participar 
de esta iniciativa del Tribunal Internacional de Opinión, en calidad 
de jueces, para hacer un juicio ético a los casos que se presenta-
ran el día de hoy y mañana. De igual manera quiero saludar a la 
compañera Nury Yagary, lideresa indígena y abogada de la Or-
ganización Indígena de Antioquia, y a Richard Sierra, Licenciado 
en Pedagogía de la Madre Tierra en la Universidad de Antioquia, 
consejero indígena de la OIA y defensor de derechos humanos. 
También a Pedro José Arenas García, exalcalde de San José del 
Guaviare y miembro de la Corporación Viso Mutop del Consorcio 
Internacional para Políticas de Drogas (IDPC), quienes van a com-
partir en este Tribunal sus investigaciones y reflexiones sobre el 
tema de los megaproyectos, los proyectos minero energéticos, los 
cultivos de uso ilícito en el territorio y su relación con la violación 
de los derechos humanos. Asimismo, quiero dar un saludo espe-
cial a todas las lideresas, líderes sociales, defensores y defensoras 
de derechos humanos y de víctimas que hoy están con nosotros, 
provenientes del Bajo Cauca, Nordeste, Suroeste, Urabá, norte 
y oriente de Antioquia, y del Área Metropolitana de Medellín, de 
igual manera, a los compañeros de la Mesa Social y Ambiental del 
municipio del Carmen de Atrato, Chocó. Ustedes son la evidencia 
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de la esperanza en este país, representan la resistencia y la lucha 
campesina, indígena, afrodescendiente, y urbana por la defensa de 
los derechos humanos, los derechos de los pueblos y los derechos 
de la naturaleza. Gracias a todos y todas por apoyar esta iniciativa 
del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes 
Comunes.

Como todos y todas saben, nos reunimos hoy, día especial para 
este país2, en el que está convocado el paro nacional. Hoy el movi-
miento social sale a la calle a movilizarse para protestar y recha-
zar las políticas de un Gobierno Nacional que sigue haciendo de 
la guerra, la represión y la violación sistemática de los derechos 
humanos y de los derechos de los pueblos, su forma de gobernar. 
Pese a la campaña de estigmatización, persecución y generación 
de miedo, miles van a gritar y exigir que debe haber transformacio-
nes políticas, económicas, sociales y militares, si queremos vivir de 
verdad en una democracia. 

Parece extraño e inconsecuente que justo estemos hoy acá, reuni-
dos y reunidas en medio de esta jornada de protesta, sin embargo, 
este Tribunal Internacional de Opinión tiene todo que ver con las 
acciones del paro nacional. Los casos que aquí abordaremos evi-
dencian como la paz sigue siendo esquiva en sus territorios, pese 
al acuerdo suscrito entre el Gobierno colombiano y la ex guerrilla 
de las FARC. El conflicto armado se mantiene, el paramilitaris-
mo se ha fortalecido y los territorios están completamente mili-
tarizados. Asistimos a un nuevo ciclo de violencia que se nutre 
del incumplimiento por parte del Gobierno Nacional de todos los 
acuerdos suscritos. Sea por eso el momento de recordar y hacer 
memoria de la vida y lucha del compañero Walter Enrique Palacio, 
miembro de ASOBAC, presidente de la Junta de Acción Comunal 
de la vereda San Miguel, corregimiento La Caucana del municipio 
de Taraza, asesinado hace unas pocas horas. Su compañera era 
una de las testimoniantes en este Tribunal, no pudo estar porque 
por desgracia tiene que quedarse en el velorio de su esposo. Esta 
Sesión está dedicada a su memoria. 

2	 El 21 de noviembre 2019 se inició el Paro Nacional con una gran marcha, el cual conti	
	 nuó durante todo este año e inicios del 2020.
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Esta sesión del Tribunal Internacional de Opinión que hoy reali-
zamos se fundamenta en el Tribunal Permanente de los Pueblos, 
por ello, no tiene un carácter coercitivo, ni sancionatorio; por el 
contrario, se propone apelar a la conciencia ética de la humanidad 
para que juzgue las situaciones de injusticia, de barbarie y desco-
nocimiento de los derechos por parte de los Estados o las grandes 
corporaciones que controlan los territorios, los recursos naturales 
y a los propios Gobiernos. Queremos evidenciar que el descono-
cimiento de los derechos se da por los Estados, pero también por 
estas multinacionales y corporaciones a quienes solo los mueve 
la acumulación de la riqueza, sin importar la dignidad de las per-
sonas, de las comunidades, ni de los territorios. Este Tribunal se 
propone denunciar los daños sobre el territorio ocasionados por el 
Estado colombiano, las empresas multinacionales, multilatinas y 
empresarios nacionales que han decidido explotar indiscriminada-
mente los bienes comunes para favorecer sus intereses personales 
y de enriquecimiento, sin importar los derechos a la autonomía, a 
la soberanía, la consulta y los derechos étnicos de todos ustedes, 
habitantes de estas comunidades.

El Tribunal lo hemos denominado “por la Defensa de los Bienes 
Comunes”. Pero ¿qué entendemos por los bienes comunes? Aco-
giéndonos a la definición de OMAL, compartimos que “un bien 
común es aquel de acceso universal, de gestión democrática, 
cuyo uso se sostiene en el tiempo y que es de titularidad colec-
tiva. Por lo tanto, un bien común no es un bien privado ni un 
bien público (…) Un bien común comprende una serie de recursos 
—físicos como el agua o virtuales como el conocimiento— que son 
gestionados por una comunidad —que también puede ser física o 
bien virtual— de acuerdo a una serie de normas acordadas demo-
cráticamente. Un bien común implica que todos los individuos de 
la comunidad tengan derecho a hacer uso u obtener beneficios de 
un determinado recurso. Es decir, que un bien común, para que 
lo sea, debe estar disponible para toda la comunidad y su uso por 
una persona no debe impedir que lo utilice el resto. O, dicho en 
una terminología más técnica, que no sea excluyente y no conlleve 
rival”.
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Por ello, los casos que los jueces van a conocer se relacionan con 
la explotación a gran escala de los recursos mineros. Nos propo-
nemos juzgar por qué Antioquia —que actualmente explota cerca 
del 50% de todo el oro del país— tiene gran parte de su territorio 
concesionado a multinacionales como la AngloGold Ashanti, que 
pretende quedarse con el oro, el cobre, el molibdeno, entre otros, 
por encima de las decisiones de las comunidades que se oponen a 
la destrucción de su territorio.  Denunciar que en el departamento 
actualmente queda menos del 35% del bosque natural por la de-
forestación a gran escala de especies como el abarco, el cedro y el 
roble para la comercialización. Evidenciar como la riqueza hídrica 
y los ríos vírgenes son apetecidos por quienes les importa más la 
generación de riqueza mediante la producción y venta de energía 
eléctrica, que la protección de la humanidad y el propio planeta. 
Además, revisar la compleja situación de las y los campesinos po-
bres sembradores de la hoja de coca que son estigmatizados, per-
seguidos, señalados y asesinados por actores legales e ilegales que 
si se lucran del negocio del narcotráfico. 

Esperamos poder contar con una declaración final que podamos 
presentar a nivel nacional e internacional como denuncia a lo que 
pasa en este departamento, que por desgracia se repite en todo el 
territorio nacional y en el resto de América Latina. Queremos tam-
bién que este sea un espacio que genere procesos de articulación 
para la lucha colectiva por la defensa de los bienes comunes, por 
la defensa de la naturaleza y finalmente por la defensa de los dere-
chos humanos, de los derechos de los pueblos, por la democracia 
y por la pervivencia de este planeta. Nuevamente, bienvenidos y 
bienvenidas, y gracias por compartir acá sus dolores, sus daños, 
pero, sobre todo, sus luchas y sus resistencias.
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Ponencia sobre el contexto de Antioquia: la “disputa entre la 
vida y el capital”, a cargo de Astrid Torres Ramírez, integrante 
del equipo de memoria y paz de la Corporación Jurídica Liber-
tad 

Buenos días. Se me encargó hacer un diagnóstico muy general de 
la situación en Antioquia, y presentar a grandes rasgos los casos 
que vamos a trabajar en este Tribunal Internacional de Opinión. 
Cuando miramos la posibilidad de hacer este TIO por la “Defensa 
de los Bienes Comunes”, lo que queríamos resaltar es que Antio-
quia es un territorio rico en bienes comunes, y, paradójicamente, 
su principal característica es el alto nivel de desigualdad en mate-
ria socioeconómica que se agudiza con las dinámicas permanentes 
del conflicto político, social y armado, y con la violencia sociopolíti-
ca que sigue persistiendo en los territorios, generando grandes di-
ficultades para la  profundización de la democracia e incluso para 
lograr que el Acuerdo de Paz sea una realidad en el departamento.

Lo primero que hay que decir es que Antioquia tiene más o menos 
6’613.000 habitantes, el 49% son hombres y el 51 % mujeres, 
mantenemos esa tendencia de poseer una mayor población feme-
nina, pero justamente el mayor nivel de desigualdad lo sufren más 
las mujeres. 

Lo segundo que nos dicen las estadísticas, no las del DANE, de ahí 
no las tomé porque este censo es altamente cuestionado, sino que 
me baso en la información del Plan Departamental de Antioquia, 
que señala que el 34% de la población del departamento vive en 
pobreza y un 9% en la miseria. Parecen indicadores muy bajos, 
pero la verdad es que otros análisis, que contienen más varia-
bles, demuestran que solo un 40% de la población tiene todas sus 
necesidades básicas satisfechas. Este mismo Plan Departamental 
indica que en Urabá el 53% de la población tiene al menos una ne-
cesidad básica insatisfecha, mientras en el Bajo Cauca es el 89% 
de la población. Además, no se puede hablar de la pobreza solo 
como un tema monetario, pues la pobreza no es exclusivamente el 
no tener recursos, hay otras condiciones de vida que aumentan el 
nivel de vulnerabilidad y de desigualdad. 
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A pesar de que Antioquia genera el 14% del Producto Interno Bruto 
de Colombia, es una región altamente desigual porque no es capaz 
de redistribuir esa riqueza que se genera anualmente en sus terri-
torios, y se queda concentrada en los centros económicos como el 
Grupo Empresarial Antioqueño o Bancolombia, o en otras activi-
dades que generan riqueza pero que no desconcentran la misma. 
La economía crece, pero la pobreza también porque no se redistri-
buye la riqueza. Esta es la realidad de las comunidades indígenas 
y afrodescendientes que tienen gran presencia en Antioquia, don-
de el 90% de las familias vive con todas las necesidades básicas 
insatisfechas. La pobreza no solo es un tema de género también es 
territorial y étnico, las comunidades afro e indígenas han estado 
históricamente sometidas al abandono decidido del Estado.

Antioquia tiene otra gran trayectoria, desde los noventa hasta la 
fecha, en hacer planeaciones institucionales: “Antioquia la mejor 
esquina”, “Antioquia siglo XXI”, “ Bio 2020”, “Horizonte 2030”, en 
las cuales se señala lo que se debe hacer para mejorar la situación 
de pobreza y desigualdad. Sin embargo, al estudiar los diseños 
se puede constatar que el énfasis está en tres líneas: competiti-
vidad en los territorios, desarrollo económico y equidad. Ninguno 
de esos tres elementos contribuye realmente a una visión amplia 
y que tenga respeto por los derechos humanos. En el centro de 
los planes institucionales de la Gobernación de Antioquia y del 
empresariado antioqueño está el territorio como un elemento para 
la competitividad, no es un elemento para el buen vivir como lo 
consideran los compañeros y compañeras indígenas, afrodescen-
dientes y campesinos. 

Para el Estado el territorio es un elemento competitivo, de ventajas 
comparativas, es decir, un elemento para competir en el merca-
do. Por esto la subregión del Bajo Cauca –que hoy está aportando 
el 60% del de oro del departamento–, es la subregión más pobre 
después de Urabá, porque el territorio no está en lógica de la vida 
sino en lógica del mercado. Igual situación se evidencia en Urabá, 
donde pese a la producción empresarial y agroindustrial cada vez 
está más empobrecida y con mayor concentración de tierra. Real-
mente en estos planes institucionales lo que encontramos es una 
visión del capital que no está en armonía con una visión de la vida 
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y del territorio que dice: no queremos más minería, no queremos 
más megaproyectos, no queremos Hidroituango, no queremos di-
ferentes proyectos extractivos agroindustriales; lo que evidencia 
una disputa por dos modelos diferentes de desarrollo.   

Hay una tensión de la vida frente al capital y eso es lo que hoy se 
disputa en la calle. Esta es una de las explicaciones de por qué 
Antioquia es uno de los departamentos que más víctimas tiene en 
el marco del conflicto político, social y armado. Los diferentes tipos 
de agresiones: homicidios, asesinatos selectivos, desaparición for-
zada, guardan relación con los procesos de resistencia histórica: 
las luchas campesinas, los movimientos cívicos, los procesos co-
munitarios barriales, las juntas de acción comunal, además de las 
grandes plataformas políticas como Marcha Patriótica, Congreso 
de los Pueblos, Ríos Vivos. En Antioquia ese modelo que ha sido 
desigual y altamente excluyente, lo que ha generado es que la gen-
te resista para defender su territorio. 

En parte eso también explica la fuerte presencia paramilitar en el 
departamento. En el 2006, el Gobierno dijo que ya no había para-
militarismo, nosotros le decimos que en Colombia sigue existien-
do el paramilitarismo y el mejor ejemplo es Antioquia. En el año 
2017, desde la Corporación Jurídica Libertad, el nodo Antioquia 
de la Coordinación Colombia Europa Estados Unidos, la Funda-
ción Sumpaz y otras organizaciones, hicimos una cartografía que 
de forma tenue la llamamos “presencia paramilitar en Antioquia”, 
mientras que el periódico El Espectador, tras leer el texto, fue  mu-
cho más contundente y tituló “Antioquia la trinchera paramilitar”. 
La cartografía da cuenta que de los 125 municipios de Antioquia, 
124 tienen presencia de estructuras paramilitares afines, ligadas 
o que trabajaban con las Autodefensas Gaitanistas de Colombia 
(AGC), la Oficina del Valle de Aburra, y otras estructuras que his-
tóricamente han cumplido una función en la estrategia paramili-
tar. ¿Y eso por qué sucede? Porque no se ha discutido en este país 
el desmonte del paramilitarismo, y sobre todo la doctrina contrain-
surgente que es la que le da fin, vida y permanencia al paramilita-
rismo. La otra constatación es que el paramilitarismo es funcional 
al extractivismo y a los megaproyectos, ejemplo de ello es el Bajo 
Cauca donde están los Caparrapos y las Autodefensas Gaitanis-
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tas, que se disputan el territorio y el control de la explotación mi-
nera, maderera y los cultivos de hoja de coca, situación que ya se 
daba anteriormente con el Bloque Mineros de los paramilitares 
que cumplió un papel crucial en los municipios de influencia de la 
hidroeléctrica Hidroituango, donde fueron asesinados líderes so-
ciales y gran parte de la población fue víctima de desplazamiento 
forzado. Otro ejemplo es el accionar de las Autodefensas Gaitanis-
tas y el Ejército Antirestititución de Tierras, quienes cumplen un 
papel fundamental para que el proceso de restitución de tierras en 
Urabá no llegue a concretarse. Para ello siguen asesinando y ame-
nazando a los reclamantes de tierra, que además deben enfrentar 
la estrategia jurídica de judicialización en su contra. 

Cuando se superpone el mapa de los megaproyectos, las grandes 
riquezas de los bienes comunes de los territorios y el desarrollo de 
la estrategia paramilitar, se puede constatar como éste ha servido 
a los intereses del Estado, permitiendo el avance de los intereses 
del capital trasnacional y la imposición de modelos extractivistas 
diseñados por Gobiernos afines a los intereses de los empresarios 
nacionales y extranjeros. Es evidente que el paramilitarismo ha 
estado ahí desarrollándose como la mayor estrategia ilegal del Es-
tado para que las comunidades no puedan hacer vida tranquila en 
sus territorios, a eso se suma la militarización de las comunida-
des, justificada por la agudización del conflicto armado. 

Finalmente hay que señalar que en Antioquia el conflicto armado 
se mantiene. Tras la salida de las FARC, el ELN ha fortalecido su 
presencia en los territorios y su capacidad militar, las disidencias 
de las FARC y principalmente el paramilitarismo. Las comunida-
des ya no tienen confianza en el proceso de paz a pesar de que el 
acuerdo sigue siendo el mejor escenario, y una exigencia de las 
comunidades, pero que no logra cuajar por varios elementos que 
van a ser tratados en los casos que se van a presentar. Primero, 
este Gobierno no toma el Acuerdo de Paz como un asunto demo-
crático constitucional y de Estado, y se empeña en señalar que 
fue un asunto suscrito por el anterior Gobierno, y por tanto no 
compromete al actual. Adicionalmente, el acuerdo tiene vacíos es-
tructurales al no haber abordado temas como la doctrina militar y 
el modelo económico, sin embargo, abre posibilidades para que las 
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organizaciones, los procesos y las comunidades pueden trabajar 
y generar exigencias para dar paso a transformaciones territoria-
les. También es fundamental que se pueda avanzar en el proce-
so de diálogo y negociación con la guerrilla del ELN, y que haya 
un compromiso claro y decidido de desmonte total y definitivo de 
las estructuras paramilitares. Solo así se podrá hablar de avances 
concretos en la construcción de una paz estable y duradera. 

Antioquia como un gran territorio con bienes comunes donde se 
impulsan proyectos de agroindustria, extractivismo minero, ener-
gético, y en la ciudad de Medellín se desarrolla gran parte de lo 
que son los bienes y servicios en materia financiera, sigue sien-
do un departamento altamente desigual, exclusor y excluyente, 
que registra graves violaciones a los derechos humanos, porque a 
este Estado no le interesa cambiar su forma de relacionarse con 
los territorios, e impone un modelo de explotación y comercializa-
ción de los bienes de la naturaleza en contravía de los intereses 
y necesidades de sus pobladores. Las estructuras y las políticas 
institucionales no conversan con los desafíos del territorio y allí 
es donde nosotros quisimos plantear este Tribunal Internacional 
de Opinión. Es urgente una paz que garantice el buen vivir, la 
democracia y la protección de los bienes comunes. Distinto a lo 
que pasa en la actualidad, y que se refleja en los últimos infor-
mes presentados por la Corporación Jurídica Libertad y el Nodo 
de la Colombia Europa Estados Unidos, que hablan de más de 
400 agresiones en menos de 3 años, más de 40 líderes asesinados, 
más de 16 líderes promotores del Programa Nacional Integral de 
Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS) asesinados, tal como 
acaba de ocurrir con el líder Walter Enrique Rodríguez Palacio, 
presidente de la Junta de Acción Comunal de la vereda San Miguel 
e integrante de la Asociación Campesina del Bajo Cauca. Esto evi-
dencia que los líderes y lideresas sociales que se movilizan por la 
defensa de la vida, la tierra y el territorio, no tienen garantizado ni 
su vida ni sus derechos y eso es lo que queremos también develar 
en este Tribunal, el cual va a trabajar los casos del Bajo Cauca con 
el tema del PNIS y con Mineros S.A.; la situación de los cultivos de 
uso ilícito en Anorí; la minería en el Suroeste, Ituango y el Carmen 
de Atrato; y el Oriente con la hidroeléctrica Santo Domingo. Con 
estos siete casos que van a escuchar ustedes, evidenciaran que 
aún seguimos diciendo que hay una disyuntiva entre la vida y el 
capital, muchas gracias.
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Ponencia sobre “extractivismo en Antioquia y los derechos de 
los pueblos”, a cargo de Nury Yagarí, lideresa indígena de la 
Organización Indígena de Antioquia e invitada al TIO en calidad 
de experta

Estamos hablando de la defensa de los bienes comunes, y ya en 
algún momento se leía que entendíamos por bienes comunes el 
acceso público, el beneficio de todos los ciudadanos y ciudadanas. 
Cuando empezamos hablar de los bienes comunes en términos ju-
rídicos esto se va llevando a lo material, que quizás genera la apro-
piación de esos bienes. Bajo esa apropiación de los bienes nos han 
puesto a pelear. Esa disputa ¿quién la viene haciendo y por qué?, 
si se supone que son bienes comunes. Pero si se traduce esto a 
que son bienes apropiables, ¿quiénes se han puesto a la tarea de 
apropiarse de esos bienes? Ya Adriana y la compañera Astrid los 
mencionaban, de esos bienes se han venido apropiando las gran-
des multinacionales, y para eso diseñan políticas y normatividades 
internas en cada país, ese es el caso Colombia. 

En Colombia ha cambiado mucho el panorama en temas de acceso 
a los recursos naturales. Sobre todo el extractivismo, a raíz de la 
Ley 685 del 2001 (Código de Minas) que fue redactada por aboga-
dos de empresas mineras y también multinacionales canadienses. 
Con ese Código de Minas la idea de los bienes ha quedado en el 
aire. Lo que hay detrás de los bienes comunes es toda una estra-
tegia económica de grandes intereses, no solamente en Colombia 
sino en el exterior. Hablaban de unos banqueros, unos sistemas 
bancarios que se le juegan por el extractivismo, en el caso de Co-
lombia, por ejemplo, sabemos que hay bancos internacionales que 
apuestan por eso. ¿Detrás de Hidroituango quién está? Está el 
banco BBVA, y otros bancos a nivel internacional.

Yo creo que aquí lo que debemos hacer nosotros como pueblo es 
defender esa vida, y defender la vida no es decir dejen de sacar. 
Aquí hay un asunto muy complejo cuando decimos que esos bie-
nes comunes son apropiables. Para los pueblos indígenas esos bie-
nes no son apropiables, y aquí traigo un mensaje que alguna vez 
nos transmitía un sabio de la amazonia que nos decía: “hombre, 
nosotros aquí vivimos en esta casa, en la madre tierra, prestados; 
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no nos pertenece nada, todo le pertenece a la madre tierra, inclu-
sive nosotros mismos, somos parte de la madre tierra”. Y en ese 
sentido es que cuestionamos esa forma de mirar los bienes comu-
nes, de esa apropiación que se ha venido consolidando por cientos 
de años y quién sabe por cuántos más. Y por eso la esperanza de 
las marchas, de las mingas, de la resistencia desde la palabra en 
el caso de los pueblos indígenas, desde los bastones y de cualquier 
otra forma de manifestación que podamos expresar para resistir. 
Yo siempre he escuchado que otra América es posible, y seguimos 
soñando en ella, no nos vamos a bajar de ese sueño, porque es un 
sueño que ya no es solamente de los pueblos indígena sino de toda 
América Latina. 

Urabá es una zona estratégica en Antioquia y en Colombia. Mu-
chos de ustedes saben que hay una iniciativa que hace muchos 
años se viene gestando llamada “Antioquia la mejor esquina de 
América”, “Antioquia 2020”. Esa iniciativa es puro desarrollo, cre-
cimiento económico supuestamente para frenar la pobreza en la 
región que es una de las más desiguales, con un alto índice de 
necesidades básicas insatisfechas. Se supone que esos desarrollos 
que se quieren llevar a la zona tienen que favorecer a las comu-
nidades, pero pasa lo contrario. Tenemos las vías 4G que están 
buscando la salida al mar, a un puerto en Turbo. Pero también se 
está pensando en otros aeropuertos y están construyendo vías en 
zonas donde nosotros jamás pensamos que iban a llegar. Quieren 
sacar productos, dentro de ellos está la coca, la pasta de coca, por 
ello el apoyo de las estructuras paramilitares a su construcción. 

Sabemos que en Urabá se va a construir el puerto de Turbo y de 
Necoclí sin tener en cuenta que en toda esa zona hacen presencia 
varios pueblos indígenas: Chami Eyabida, pueblo Zenú y Konan-
dule. Esta también la Serranía de Abibe, una zona muy estratégica 
porque es el pulmón de agua que surte a toda la región de Urabá, 
de la cual se aprovechan no solo los municipios sino todas las 
empresas bananeras que hay en esa región, pese a eso, le quieren 
meter minería de carbón y afectar territorios indígenas. Y no sola-
mente está el agua sino toda la biodiversidad, porque los pueblos 
indígenas de Urabá han ido recuperando toda esa zona que había 
sido deforestada en algún momento. Uno se pregunta ¿para quié-
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nes estamos trabajando entonces, para los bananeros, para las 
grandes mineras, para quién?

En la zona de Urabá no se atienden las necedades básicas insatis-
fechas de la población, pero si hay todo el esfuerzo para una zona 
de distrito minero que se llama “Batolito de Mandé”, donde están 
proyectadas un sinnúmero de concesiones mineras, entre ellas la 
zona de Careperro. ¿Qué significa eso? Que esa zona que había 
sido sitio sagrado para nosotros, una zona especial de manejo para 
los pueblos indígenas y para los afros, es una zona que ha estado 
acosada permanentemente. Este año hay una fuerte presencia de 
actores armados al margen de la ley, pero también la fuerza públi-
ca intentando rodear los intereses de la multinacional AngloGold 
Ashanti; antes las concesiones eran de la empresa Muriel Mining 
Corporation, pero hoy están en manos de la AngloGold. Ya nos 
damos cuenta por qué la fuerte presencia de grupos armados en 
esa zona donde también el Gobierno nacional tiene proyectada la 
construcción de una central hidroeléctrica.

La zona del Atrato Medio, norte, Bajo Cauca, son regiones de fuerte 
presencia de comunidades étnicas, no solo indígenas sino también 
campesinas. Toda esa zona es hoy por hoy el corredor estratégico 
de los narcotraficantes, entran insumos y sacan lo que producen 
de la coca. Además de los actores que mencionaron, ya nos em-
pezó a visitar el Cartel de Sinaloa, esa gente ya empieza hacer 
retenes, extranjeros preguntándole a los nacionales ¿usted a qué 
viene a esta zona?, ¿qué viene a hacer? ¿Qué tiene que decir la 
gente?, que viven ahí. Pero cuando ven a alguien que no es de esa 
zona, le dicen ¿usted qué está haciendo aquí? Hay un fuerte con-
trol militar de los armados legales e ilegales allí. Y la consigna de 
la fuerza pública, que no hace sino acosar a la población indígena, 
es decir: déjenme ir a mirar allá para ver qué tienen ustedes, si no 
nos dejan entrar es que ya tienen coca sembrada. Tan inteligentes 
que saben que hay coca ahí, es cierto, pero no es de los indígenas; 
si hay indígenas que están sembrando coca es porque los están 
obligando, por la situación de exclusión, por el abandono total 
del Estado colombiano que no presta atención en esos lugares del 
departamento. 
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Además de eso, en la región del Suroeste el panorama no cambia 
mucho. Allá las comunidades étnicas, sobre todos los indígenas, 
no viven de la minera, pero las multinacionales tienen una gran 
cantidad de concesiones mineras que ponen en juego la vida, no 
solo la vida física de las personas sino la vida de la madre tierra 
que protegemos allí; como dice nuestro maestro Abadio Green, “la 
madre tierra nos parió y estamos tratando de sacar las entrañas de 
ella misma”. Además de la mega minería, el Suroeste se ha carac-
terizado por una situación compleja que está invisible. Yo siempre 
escucho es la defensa del territorio frente a la gran minería, pero 
no escucho la protección de los recursos hídricos. Allí se presentan 
una gran cantidad de solicitudes de concesiones para pequeñas 
centrales hidroeléctricas. Están desmembrando los pocos ríos que 
hay para esta zona. Ese impacto a futuro no lo estamos viendo, 
pero eso está ahí, les quitaría la posibilidad a las comunidades de 
que tengan su agua. No nos podemos engañar, nos dicen que eso 
genera desarrollo para la subregión, pero eso es pura falsedad.

Si miramos para este lado del Bajo Cauca, tenemos Hidroituango, 
que de sus afectaciones nadie habla. Como pueblos indígenas sí 
hablamos y estamos siendo señalados. Allí, como pasa en el Ura-
bá, impera la ley del silencio porque los mismos actores armados 
legales e ilegales están obligando a que no hablen, a que no de-
nuncien. El mapa de los actores armados empieza también a au-
mentar, las disidencias de las FARC ya están regados por todo el 
departamento . 

El asunto para el Nordeste no cambia. Aquí tenemos una situación 
muy grave, la afectación a sus fuentes hídricas se ha mantenido 
siempre, es un asunto al que las entidades del Estado no han po-
dido dar solución. El cianuro no hace sino contaminar las fuentes 
hídricas, y va en aumento; eso nosotros no podemos verlo alejado 
de la vulneración a los derechos humanos fundamentales. Cuando 
a mí me contaminas mi río, me estas negando el acceso al mínimo 
vital. ¿Qué ser humano o qué ser vivo puede vivir sin agua?, na-
die.  Esos megaproyectos causan otra cantidad de vulneraciones y 
afectaciones, por ejemplo a la seguridad alimentaria. 

En el caso de los pueblos indígenas y las comunidades afrodescen-
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dientes, la autonomía y la autodeterminación son derechos funda-
mentales. Lo que han hecho es volver al pasado, se han negado a 
que nos organicemos porque a comunidades organizadas difícil-
mente los actores armados llegan a conquistarlas. Esos procesos 
de resistencia social que tienen los pueblos y las comunidades hoy 
por hoy organizadas, se convierten en una piedra en el zapato del 
desarrollo, de la acumulación de la riqueza que nos han vendido 
como atención a la pobreza. Eso quedó en el pasado. Así se lo in-
ventaron desde los sesenta y se ha cuestionado, lo que hacen aho-
ra es decir: vamos a pasar del desarrollo, al desarrollo sostenible, 
cuento que también quedó en el pasado, la realidad es otra hoy en 
el país, en Antioquia. 

Ponencia sobre “Cultivos de usos ilícitos, política antidrogas 
y el PNIS”, a cargo de Pedro José Arenas, miembro de la 
Corporación Viso Mutop e invitado al TIO en calidad de 
experto

Yo trabajo con una corporación que se llama Viso Mutop, y allí te-
nemos un Observatorio de cultivos y cultivadores declarados ilíci-
tos. Decimos declarados porque hasta 1961, en el caso de los cul-
tivos que más le interesan a nuestro país, esos no eran prohibidos. 
Fue partir de las convenciones de drogas adoptadas por Naciones 
Unidas en Viena, a partir del 61, luego en el 71, y después la últi-
ma gran convención en el año 88, que se prohibieron, se proscri-
bieron; siendo las plantas de la coca, la amapola y la marihuana 
parte de la naturaleza de la que afortunadamente estamos dotados 
como humanidad, a esas se juntan a otras plantas que están en 
camino de ser prohibidas en el mundo, algunas en el norte de Áfri-
ca por ejemplo. Siempre so pretexto de que desde ellas se pueden 
originar sustancias que alteran la conciencia de las personas y que 
por esa vía se causan unas afectaciones a la salud. Si uno revisa 
el Código Penal colombiano, todos los delitos asociados a drogas 
están bajo el título de delitos contra la salud.

Por ejemplo, el artículo 75 del Código Penal dice: el que cultive, 
mantenga, auspicie o financie la plantación de cultivos de tales 
plantas será penalizado con una sanción de tanto dinero. Y se en-



Capítulo 2
Ponencias

39

marcan dentro de delitos contra la salud. No solo en Colombia sino 
también en otros códigos penales del mundo, derivado del cum-
plimiento de obligaciones que están atadas a esas convenciones 
internacionales de drogas. ¿Quién vigila que los Estados cumplan 
con esas obligaciones? Una junta internacional de fiscalización de 
estupefacientes que tiene sede en Viena. Allí existe una comisión 
de drogas narcóticas de Naciones Unidas que se reúne todos los 
años en marzo, y saca un reporte mundial del cumplimiento de 
metas en cuanto a la eliminación o reducción de las plantaciones 
y del uso de las sustancias.

Pero, ¿qué hemos tenido desde el año 61 para acá? La adopción 
de una serie de legislaciones y prácticas que están marcadas, en 
el caso de los países donde existen cultivos ilícitos, por la erradi-
cación forzada y por el uso del derecho penal para perseguir a las 
comunidades inmersas en este tipo de economías. En la conven-
ción del año 88 se dice especialmente que hay que perseguir a los 
narcotraficantes, al lavado de activos, y al tráfico de insumos quí-
micos que se utilizan en este tipo de procesos para extraer las sus-
tancias, pero generalmente donde más se hace uso de la fuerza del 
Estado, ya sea física, a través de las Fuerzas Armadas o de Policía, 
o bien sea a través del derecho penal por la vía de la activación de 
la libertad, es en el ámbito de los cultivos ilícitos. 

Y esto me sirve para introducir el primer gran punto que quisiera 
dejar de presente ante el jurado y los jueces. Se habla, principal-
mente en el caso de Colombia, de la geografía de los cultivos. Cada 
año el Gobierno saca un informe para decirle al mundo, especial-
mente a los Estado Unidos, que están cumpliendo con metas de 
reducción de drogas. El informe se ocupa de las hectáreas sem-
bradas con estos cultivos, y aparece entonces el Departamento de 
Estados de Washington diciéndonos si cumplimos o no. En 2019, 
la administración Trump estuvo a punto de descertificar a Colom-
bia en la lucha contra el narcotráfico. La CIA y la CND también 
se encargan de revisar el hectareaje que existe en el país. Se ha 
introducido la narrativa de que perseguir las drogas es disminuir 
hectáreas. Por la vía de una aparente lucha contra las hectáreas, 
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se vulneran permanentemente los derechos de las comunidades 
inmersas en esa actividad. 

Bajo la idea de que los Estados tienen que eliminar los cultivos, 
entonces se persigue la fuente, la más fácil, la que no se mueve, la 
que tienen los cultivadores, y ¿quiénes son los cultivadores? Son 
indígenas, campesinos y afrodescendientes en el caso de Colombia. 
El Acuerdo de Paz declarado exequible por la Corte Constitucional 
en el 2016 ¿qué dice? Que los cultivos, en el caso de Colombia, tie-
nen unas causas de orden social, económico, político, ambiental, 
e incluso cultural. Se señala  en el acuerdo con toda claridad que 
en los lugares donde existen estos cultivos, por lo general no hay 
Estado o se ha corrompido, o hay una institucionalidad muy débil, 
hay pobreza, no hay oportunidades para las familias que están in-
mersas en esa actividad, o han fallado los programas creados por 
el Estado. Lo que dice el Acuerdo de Paz es que hay que generar 
una serie de programas para atender todas esas causas. Me pare-
ce esto relevante, ¿por qué? Porque lo firmado no está solo al nivel 
de un acuerdo suscrito entre un jefe de una comisión negociadora 
de las FARC y un jefe de una comisión negociadora de parte del 
Gobierno. Fue algo que pasó por una evaluación en el Congreso 
de la República, y después pasó una evaluación de la Corte Cons-
titucional. La política pública que existe en Colombia, después de 
firmado el Acuerdo de Paz, primero debería ofrecer oportunidades 
de desarrollo para las familias que están inmersas en esas eco-
nomías por medio de asambleas comunitarias, concertaciones, y 
pactos. Solo en aquellos casos en los que definitivamente no sea 
posible después de agotar dicha posibilidad, habría lugar para que 
el Estado utilice la fuerza. Es decir  que la erradicación forzada 
queda como última instancia. En el Acuerdo de Paz se señaló que 
las fumigaciones aéreas de glifosato, serían, en términos jurídicos, 
la última ratio, sería lo último entre lo último. Por lo tanto es abso-
lutamente absurdo que en este Gobierno, el del presidente contra 
el cual se manifestaron ayer [21 de noviembre] las mayorías en las 
calles de este país, se quiera invertir ese orden y poner en primer 
lugar la fumigación área y la erradicación forzada, pues obvia la 
perspectiva que se acordó en el Acuerdo de Paz, y que está conte-
nida en documentos internacionales que quiero mencionar.
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Hace un mes, se reunieron todas las agencias del sistema de Na-
ciones Unidas en Ginebra para señalar que la política de drogas 
en el mundo debe estar atada a una perspectiva de derechos hu-
manos en el ámbito de los cultivadores y cultivadoras, tanto para 
quienes las producen como para quienes las consumen. Perspec-
tiva de derechos humanos en primer plano dicen todas las agen-
cias del sistemas de Naciones Unidas y la Comisión Europea de 
Gobierno. También ha sido adoptado en un documento de princi-
pios rectores del desarrollo alternativo, elaborado en diciembre del 
2003 en Nueva York, el cual señala dos principios: el primero es el 
que llamamos secuencia correcta, y ¿qué es la secuencia correcta? 
Más o menos es lo que intentó plantear el Acuerdo de Paz; es el 
resultado del cumplimiento de las obligaciones que tiene el Estado 
con las poblaciones inmersas en estas economías. Los cultivos se 
reducen de manera progresiva, eso es la secuencia correcta.

El segundo gran elemento que ha sido adoptado en esa declara-
ción de principios rectores es el acceso al desarrollo. Es decir que 
el Estado tiene que materializar los derechos de las comunidades 
dedicadas a esos cultivos, y por esa vía “atraerlos” hacia la lega-
lidad de manera sostenible. La secuencia correcta y el acceso al 
desarrollo no es un invento de nosotros en el observatorio, está ya 
adoptado en documentos de Naciones Unidas. En la última sesión 
de la Asamblea General de Naciones Unidas, solicitada en el 2012 
por el expresidente Juan Manuel Santos, quien ahora forma parte 
de la Comisión Global de Drogas, se adoptaron los principios rec-
tores debido a que lo que debe primar en materia de persecución 
contra la drogas es la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos, pues las convenciones de drogas son acuerdos derivados 
de esta convención.

En 1986, en Colombia se adoptó un Estatuto de Estupefacientes 
que el campesinado conoce comúnmente como Ley 30. Cuando a 
alguien le echan mano en un camino porque lleva unos gramos o 
porque lo cogieron en el cultivo trabajando, ¿qué es lo que todo 
mundo sabe que le aplican? La Ley 30. Frente a lo que en España 
se reclama como el auto cultivo, Colombia tuvo un gran avance 
desde 1986. Aquí son permitidas 19 plantas de coca, 19 de ama-
pola y 19 de marihuana sembradas. 
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¿Qué hemos tenido después? Un agravamiento del enfoque puniti-
vo por parte del Estado. Recuerden ustedes que después del asesi-
nato de Álvaro Gómez Hurtado en el año 94, el entonces presidente 
Ernesto Samper, inmerso en un escándalo conocido como “proce-
so 8.000”, por la financiación de su campaña electoral, autorizó 
el inicio de las fumigaciones aéreas con glifosato, comenzaron en 
diciembre del 94 en el Guaviare. 

Conozco de primera mano la evolución del programa que después 
se llamó programa de erradicación contra cultivos ilícitos, encabe-
zado por la policía. Las fumigaciones, y así lo sabe el campesinado 
de Antioquia, no se dirigieron exclusivamente contra las plantas 
de coca, mataron también los cultivos de pancoger y quebraron 
las económicas campesinas. Cuando digo quebraron incluyo a 
quienes tenían ingresos solo de la pasta a base de coca. Muchos 
y muchas se desplazaron de sus veredas de origen, pero cuando 
llegaban a las ventanillas del Estado para inscribirse o registrarse 
como población desplazada, eran rechazados y tenían que decir 
que la causa de su desplazamiento fue otra, no las fumigaciones. 

A partir del año 2002, el Gobierno se encargó de propagar la idea 
de que el Estado no causaba desplazamientos, y por esa razón se 
negaba la inscripción de esa población desplazada. Sin embargo, 
un grupo de campesinos de los alrededores de la Serranía de la 
Macarena adelantó una acción judicial que llegó hasta la Corte 
Constitucional, la cual finalmente los reconoció como población 
desplazada aunque hubieran  estado en un cultivo ilegal. En ese 
caso la Corte dice que no importa si están en una actividad ilegal, 
si fueron desplazados aunque hubiera sido por la fuerza del Es-
tado, son desplazados y deben registrarse. Ese es un antecedente 
bien interesante que está frente a nosotros y muchas veces no lo 
utilizamos.

¿Que ha venido sucediendo después? El Estado inventó, especial-
mente en la administración Uribe, un sistema de recepción de que-
jas y reclamos que término atendiendo menos del 1% de quejas 
por daños causados por las fumigaciones que utilizaron glifosato, 
que su momento provenía de la multinacional Monsanto y ahora 
es de la Bayer. Un herbicida muy cuestionado en tribunales euro-
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peos y de los Estados Unidos. Uno de los casos más emblemáticos 
sucedió en California, y ha desencadenado órdenes de indemniza-
ciones millonarias a agricultores que han acudido a los tribunales 
para señalar que este tipo de productos no advierten de su toxici-
dad y peligrosidad. Durante los últimos 20 años, los ministros de 
defensa de Colombia han dicho que el glifosato es inofensivo, que 
se puede utilizar como matamaleza en los jardines de las casas, 
mientras que en Francia, este año se decidió que no se le puede 
dar ese uso en alamedas o en parques. Incluso, puede acarrear 
multas millonarias la compra de este producto, el Estado se auto-
prohibió usarlo. 

Imagínense ustedes usar ese producto de manera masiva con avio-
nes de combate, tal como ha sucedido en Colombia por 21 años de 
manera ininterrumpida. Aviones que vuelan a gran velocidad y sin 
cumplir ningún parámetro de los planes de auditoría ambiental, 
o planes de manejo ambiental establecidos en su momento por 
el Ministerio de Ambiente y después por la Agencia de Licencias 
Ambientales, incluso por documentos internos de la Policía Anti-
drogas que señalan que un avión de estos, para fumigar de mane-
ra más precisa, tendría que volar a 10 metros de altura. Piensen 
ustedes si en las montañas del norte de Antioquia, del Bajo Cauca, 
sería factible de cumplirse. Por supuesto que no se ha cumplido 
ningún parámetro de carácter ambiental, y por supuesto que este 
Estado, queridos jueces y juezas, no ha establecido un sistema de 
alertas tempranas para atender las quejas de las poblaciones que 
pudieron haber presentado afectaciones en su salud. Ningún hos-
pital de la red pública hospitalaria de este país, ni siquiera en Tu-
maco o San José del Guaviare, uno de los lugares más fumigados 
en la historia de Colombia, estableció en el servicio de urgencias 
al menos un formato para ver quién venía con una queja o una 
consulta de urgencia después de una fumigación.

El Ministerio de Salud ha obviado todas sus obligaciones en esta 
materia. Ya señalé todos los incumplimientos de parte del Minis-
terio de Ambiente. A raíz de los cuestionamientos a ese método 
de erradicación forzada, se han incrementado, por pedido de la 
bancada demócrata en el Congreso de los Estados Unidos, las res-
tricciones para el programa de erradicación. A Patrick Leahy y a 
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otros  congresistas de los Estados Unidos les debemos una serie 
de advertencias a la hora de aplicar los programas de erradicación 
en parques naturales, en comunidades indígenas y pueblos afro-
descendientes. Aunque existe un paquete de ayuda financiera de 
los Estados Unidos para el programa de fumigaciones, muchas 
peticiones del propio Congreso de Estados Unidos también se han 
incumplido. 

Se han incrementado el número de batallones móviles de erradi-
cación terrestre. Al terminar la administración Santos había 23, 
ahorita hay más de 100. Esos batallones son los que estuvieron 
hace dos meses en las inmediaciones de Puerto Valdivia y desen-
cadenaron el malestar de los vecinos de ese sector de Antioquia, 
quienes terminaron bloqueando la carretera troncal hacia el Ca-
ribe. El campesinado no se explica cómo esta administración se-
ñala que no hay plata para cumplir los programas de sustitución 
adoptados en el Acuerdo de Paz, pero si hay plata para aumentar 
los batallones móviles de erradicación. Compárenlo con lo que está 
sucediendo en el norte del Cauca, no hay plata para cumplir con 
las obligaciones de los últimos grandes acuerdos que han logrado 
los indígenas con sus mingas, pero al señor Presidente si le parece 
muy fácil anunciar que envía 2.500 hombres al norte del Cauca 
para solucionar los problemas de seguridad en esa zona, alegando 
supuestamente que los territorios indígenas son repúblicas inde-
pendientes en manos de narcotraficantes, que son santuarios a 
donde no puede entrar la fuerza pública, cuando eso no es cierto. 

El caso de Tumaco. Una gran crisis a comienzos del año 2018, 
derivada de estos grupos criminales emergentes después de la 
desmovilización de FARC. Solución de la administración Santos: 
mandar 8.000 efectivos militares a Tumaco para que se arreglen 
los problemas. Llegan los 8.000 efectivos, pasan los meses y los 
problemas no se arreglan. Está probado que lo que se deman-
da en estos territorios es inversión social. Tenemos que dejar de 
lado nosotros mismos desde el movimiento social esa narrativa de 
que el problema son las hectáreas. El problema de los municipios 
donde están los cultivos en Antioquia no debe ser medido por la 
cantidad de hectáreas que existieron en el 2018 y cuántas en el 
2019, sino que debemos valorar cuántos derechos se han materia-
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lizado en esos municipios para esas poblaciones. Hablar de lo que 
realmente le corresponde a los pueblos indígenas, campesinos y 
afrodescendientes de este país, no importa que estén ubicados en 
municipios donde existan este tipo de economías.

Colombia tiene sembrada coca, amapola y marihuana. Hemos es-
tado concentrados hablando de coca, no hablamos de marihuana 
ni hablamos de amapola. La marihuana no es medida, pero como 
economía es una realidad, por ejemplo en el norte del Cauca. La 
amapola tampoco es medida, pero es una realidad entre Nariño 
y Cauca. Nos concentramos en la coca porque es el tema más 
extendido de este país y es por lo que tristemente nos conocen 
a nivel internacional. Nos concentramos en ver los departamen-
tos donde hay coca, también la propia Organización de Naciones 
Unidas contra las Drogas y el Delito se concentra en ello. Hay de 
por si un error en la integralidad del análisis. El Acuerdo de Paz 
contempló tratamiento diferencial para el mercado de drogas, pero 
hasta nosotros mismos terminamos hablando solo de los cultivos. 
El Acuerdo de Paz no habla solo de cultivos, contempla una estra-
tegia contra el tráfico de drogas, una estrategia de salud para el 
consumo, visto como un problema de salud pública en este país, 
pero nosotros, incluso en el movimiento social, solo hablamos del 
PNIS; si el Gobierno cumplió o no cumplió con el programa de sus-
titución. Es un llamado de atención para nosotros mismos como 
movimiento social a salirnos de esa camiseta donde nos quieren 
encasillar y hablar de la integralidad del mercado de drogas. 

Quiero hacer un paréntesis: el mercado de drogas es una econo-
mía como cualquier otra actividad agrícola. Parte de las poblacio-
nes que ayer protestaban por las importaciones de alimentos, por 
ejemplo las comunidades indígenas del norte del Cauca , históri-
camente se dedicaron a la siembra de café y al cultivo de alimen-
tos, pero a partir de los tratados de libre comercio y la apertura 
económica desencadenada por don Cesar Gaviria a comienzos de 
los 90, la producción de alimentos en este país, la que surge de las 
economías campesinas, se vino al piso. 

Esta mañana en el desayuno un compañero me decía que en su 
municipio siembran yuca. Yo siempre pregunto ¿cómo hacen para 



Tribunal Internacional de Opinión 2019
Por la defensa de los bienes comunes en Antioquia

46

comercializar ese tipo de productos si no tienen ningún tipo de 
comercialización, ni de incentivos para la producción, ni son pro-
tegidos por el Estado? Es lo que materialmente, con su propia 
fuerza, puedan hacer las comunidades con ese tipo de productos. 
Entonces aparecen algunos de los grandes gremios económicos 
afirmando que no se puede subsidiar la agricultura, no la de los 
pequeños productores, mientras que los cultivos de caña de las 
planicies del Valle del Cauca si están subsidiados para producir el 
etanol que se mezcla con gasolina y es utilizado en los carros. El 
cultivo de palma si esta subsidiado, pero el cultivo del pobre, sea 
papa, maíz, plátano, banano o cualquiera de las cosas que se cul-
tivan en nuestro país, no se puede subsidiar. Estados Unidos y los 
países europeos si subsidian su agricultura, la ponen a competir 
en el mercado nacional e internacional. Aquí se considera un sa-
crilegio hacer algo en favor de las economías campesinas. Se des-
montó la institucionalidad del sector agropecuario. A partir de los 
noventa se acabó la Caja Agraria, el INCORA, lo único que queda 
es una Agencia Nacional de Tierras que avanza al siguiente ritmo: 

Nosotros hemos estado en Briceño, en el norte de Antioquia, du-
rante los últimos años. Después de la mesa de diálogo entre Go-
bierno, FARC, comunidad, y el acompañamiento internacional, en 
diciembre de 2016 la Agencia Nacional de Tierras vino a Briceño, 
considerándolo un laboratorio de paz, y entregó 136 subsidios para 
compra de tierra nueva a familias que no tenían tierra. Recursos 
que eran para toda Colombia los puso en Briceño, un municipio 
que solo tiene 10.000 habitantes, 27 veredas, y 2.700 familias in-
cluidas en el PNIS. De esos 136 subsidios entregados en diciembre 
de 2016, solo 22 han logrado acceder a la tierra, el resto están in-
mersos en trámites, en todo el papeleo burocrático, en que no hay 
tierra en el municipio, en que la institucionalidad no supo cómo 
implementar el programa. La institucionalidad del sector rural de 
este país no existe, la que trabaja en favor del pobre, no existe. La 
que funciona es la de Agro Ingreso Seguro. La que funciona es la 
de Finagro a través del incentivo de capitalización rural que gene-
ralmente se lo llevan los dueños de latifundios y terratenientes. Es 
muy curioso cuando hay comunidades que protestan y algunos 
colombianos dicen: esos campesinos, esos negros o esos indios 
todo lo quieren regalado, pero resulta que los que más quieren 
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regalado, y a veces roban, son esas élites del sector agropecuario. 
Los cultivos de uso ilícito y la problemática de derechos de las co-
munidades inmersas en este tipo de economía, no son ajenas a lo 
que ocurre en general en el mundo rural. 

Piensen ustedes en la colonización del Bajo Cauca. ¿Por qué la 
gente tuvo que meterse en los confines de la montaña? Porque 
nunca se hizo una adecuada distribución de tierra en este país, 
y porque lo poco que se avanzó en los años 60 y 70 con el INCO-
RA ha sido reversado a través de una contrarreforma que muy 
curiosamente la han encabezado las élites políticas y las mafias 
del narcotráfico. Es cierto que de manera muy curiosa, también el 
chichipato comisionista de los pueblos, el traquetico que accede a 
recursos, viniendo de la misma comunidad, cuando adquiere plata 
se vuelve súper godo en la forma de ver la vida y de ver el poder, 
y se voltea contra sus mismos vecinos, y si le toca se alía con un 
grupo criminal para que venga a protegerle sus intereses. 

¿Por qué sucede esto? Porque es prohibido, ilegal. El hecho de ser 
ilegal genera unas rentas multimillonarias capaces de pervertirle 
el corazón a cualquiera. Genera plata para corromper guerrillas, 
policía, militares, y políticos. Los más corrompidos por las econo-
mías ilegales no son el pequeño minero o el cultivador de coca, son 
las élites políticas, ya decía tranquilamente Salvatore Mancuso, 
en el año 2002, que el 32% del Congreso de la Republica era de 
“nosotros”.

El fenómeno de la parapolítica era el vínculo de élites políticas re-
gionales con dineros provenientes del narcotráfico o de cualquier 
otra economía ilegal, es una perversión del sistema democrático 
que tenemos. ¿Quiénes ganan las elecciones? En muchos de los 
lugares penetrados por estas economías ilegales, los que tienen ac-
ceso a recursos y pueden corromper incluso a los líderes sociales 
y a las autoridades electorales. 

Estuvimos haciendo parte de la implementación del PNIS. En la 
administración Santos se pactó con cerca de 100.000 familias. 
Esas familias tenían un plazo de dos meses para erradicar su 
coca. Según datos de Naciones Unidas, unas 40.000 hectáreas 
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han sido erradicadas por las propias familias cultivadoras. Apro-
ximadamente, otras 100.000 familias esperaban ser incorporadas 
en ese programa, pero el programa no llegó donde ellos y ellas. De 
esas 100.000 la mayoría son campesinos. No se hizo un solo pacto 
colectivo con pueblos indígenas. No se hizo un solo pacto con co-
munidades negras y con ningún Consejo Comunitario. No se han 
hecho pactos con las familias que viven en los parque naturales. 
De esas 100.000, a la fecha, ninguna familia puede decir que haya 
sembrado otra semilla o tenga un proyecto productivo para susti-
tuir la economía que tenían antes, ni siquiera las que arrancaron 
la coca en Briceño, que fueron las primeras familias en Colombia 
en arrancar la coca en mayo de 2017. Se le ha pagado a algunas 
familias. Seguramente ustedes en el Bajo Cauca, que forman parte 
del PNIS, conocen de esos pagos bimensuales que están bancari-
zados. Esos son pagos de emergencia para superar la necesidad 
que tiene la familia de comprar la carne mensual, pero lo que se 
requiere es un programa que remplace esa economía. Más allá de 
cambiar unas plantas por otras, o la plática que entra al bolsillo 
cada vez que sale una cosecha de coca, es transformar las condi-
ciones del territorio, pues no hay ninguno que tenga un solo pro-
yecto productivo en Colombia por cuenta del PNIS.

Este gobierno se precia de que término la elaboración de los PDET 
[Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial], y está haciendo algo 
de propaganda con las obras que ustedes acordaron en las asam-
bleas de sus municipios. Pero ¿con eso transforman la vida de sus 
municipios? No. ¿Qué ha dicho este gobierno para zafarse de la 
responsabilidad que tiene con las comunidades? No se preocupen 
que esto es a quince años. Mientras tanto hay un enorme vacío de 
parte del Estado que está llevando a muchas familias que habían 
arrancado su coca a mitad del 2017, a regresar a la resiembra. Por 
eso Colombia ha sido campeona de la erradicación, pero también 
campeona de la resiembra. Por eso la cantidad de cultivos que te-
nemos en este momento en el país.

Ahora, las familias con proyectos de seguridad alimentaria apenas 
cobijan un tercio del total de las que suscribieron los pactos de 
sustitución. Para muchos y muchas, como es el caso de Bajo Cau-
ca y el norte de Antioquia, el Gobierno nacional incumple los com-
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promisos del PNIS. ¿Qué quiere esta administración en reemplazo 
del programa? Insistirle a la Corte Constitucional que le autorice 
el retorno de las fumigaciones aéreas. Dejo esta preocupación para 
el Tribunal, y para todos y todas. En el último auto de la Corte, el 
286 de este año, de alguna manera, a nuestro criterio, flexibiliza 
el principio de precaución. Quienes sepan sobre este tema deben 
saber que cuando se suspendieron las fumigaciones se hizo por 
cuenta de una acción de tutela de la Personería de Novita, Chocó. 
Allí se estableció claramente hasta dónde iba el principio de pre-
caución. Decía la Corte que hasta tanto no pruebe que con esa 
acción no causa daño, el Estado no la puede aplicar. ¿Qué ha di-
cho el auto de este año? Que el Estado tiene la responsabilidad de 
elaborar unos protocolos, cumplir con una serie de requisitos, no 
nos tiene que probar previamente que las fumigaciones no causan 
daño sino que esa es una obligación del Consejo Nacional de Es-
tupefacientes. ¡Ojo!, si eso funciona para el caso del glifosato, yo 
me imagino ese tipo de interpretación para el caso de la minería en 
paramos, de los megaproyectos, de la consulta previa en general. 

Caso para resaltar el que sucedió el 5 de octubre de 2017, docu-
mentado por la Defensoría del Pueblo, por la Fiscalía General de la 
Nación y la Procuraduría General. En la vereda Tandil del Consejo 
Comunitario Alto Mira Frontera de Tumaco, la Policía disparó a 
una manifestación de agricultores cocaleros y asesinó ocho per-
sonas en el marco de una erradicación forzada. Ese caso tiene 
que ser llevado a las instancias internacionales que más podamos. 
Dos años después, ha documentado Colombia 2020, un portal de 
El Espectador que hace seguimiento a noticias de paz, que no ha 
habido  ningún tipo de atención para las víctimas de la masacre 
de Tandil. 

Pero no es el único caso. También aquí en el Nordeste de Antioquia 
ha habido muerte de campesinos en medio de choques, de opera-
ciones de erradicación forzada. Porque estimados jueces y juezas, 
la decisión de las comunidades, hoy por hoy, es que si el Estado no 
les ofrece otra oportunidad, ellos van a defender con sus cuerpos 
lo que les brinda su sustento, y por eso los choques que después 
salen en la prensa como disturbios; ¡no!, son los ciudadanos y 
ciudadanas que ponen sus cuerpos ante una fuerza armada que 
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viene a erradicarles sus cultivos, esto es lo que ha pasado en el sur 
de Córdoba, el sur de Bolívar, lo que ha pasado en Cauca. Tene-
mos una lista de 75 personas asesinadas en los últimos dos años. 
Personas que estaban vinculadas al programa de sustitución, que 
eran promotoras y Presidentes o Presidentas de juntas comunales. 
Además de 14 casos de personas que han muerto en medio de ope-
raciones de erradicación forzada, entre ellos indígenas del Cauca. 
Recientemente han sucedido unos choques impresionantes en el 
Putumayo y el Caquetá porque no se cumplen los compromisos, 
pero el Estado si quiere llegar a erradicar forzadamente esa eco-
nomía.

Cierro diciendo que Colombia no es el único país que tiene estos 
cultivos. En el mundo hay unos 42 países. Marruecos es el princi-
pal productor mundial de marihuana. Colombia es el primer país 
productor mundial de hoja de coca para pasta base. Y Afganistán 
es el principal productor de amapola. Pero para que entre nosotros 
construyamos, para quitarnos el estigma, este no es un tema de 
los colombianos. No es que los colombianos y colombianas seamos 
malos y por eso la gente se mete en esa economía. ¡No!, esto es 
un mercado global, esto es lo primero que debemos considerar. 
No importa dónde estemos situados, no se puede dejar de lado la 
perspectiva de los derechos humanos. Mis derechos, sus derechos 
están primero siempre, en cualquier tipo de circunstancia.

Situación de violación a los derechos humanos de los pueblos 
indígenas en Antioquia, a cargo de Richard Sierra, Consejero 
de la organización Indígena de Antioquia (OIA) 

En Antioquia existimos 6 pueblos indígenas: Eyabidas, Chamí, 
Zenú, Guanadule, Dovida y Tunabes.  Estamos en 37 municipios 
de los 125 existentes. Nuestras comunidades están organizadas 
bajo instituciones como: Cabildos (Emberas y Nutabes), Zailas 
(Gunadule), y Caciques y Cabildos (Zenú). La gran mayoría hacen 
parte de la Asociación de Cabildos Indígenas denominado OIA.  

Como proceso organizativo y político llevamos 39 años reivindican-
do nuestros derechos como pueblos indígenas y luchando contra 
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la exclusión. Nuestras acciones en defensa de la vida en todas las 
manifestaciones nos han costado la represión y el ataque a nues-
tra población de manera histórica, a nuestros procesos organizati-
vos y políticos. Desde finales de los años 80, los pueblos indígenas 
hemos padecidos los resultados de las inequidades y la exclusión 
del Estado colombiano con mucha más fuerza. Esto ha dejado en 
los pueblos indígenas de Antioquia más de dos centenares de víc-
timas del conflicto, 250 muertos.  

Pese a ello, seguimos exigiendo como principio de vida el morirnos 
de viejos y continuar perviviendo en paz, manteniendo nuestras 
relaciones armónicas con la madre tierra.  Es por ello que conti-
nuamos exigiendo la implementación de los Acuerdos de Paz, que 
no solo garantice la protección de la vida, sino el más mínimo res-
peto por las diferencias, que no nos impongan políticas económi-
cas que menoscaban nuestros derechos individuales y colectivos 
sin la garantía a la consulta libre, previa e informada. 

Agresiones como el desplazamiento nos continúan persiguiendo:
Todas nuestras exigencias se desvanecen cuando empezamos a 
ver nuevamente el recrudecimiento de la violencia hacia nuestros 
pueblos, especialmente dirigidos a nuestra guardia indígena y a 
las autoridades, tal como lo muestran los hechos ocurridos en el 
norte de Urabá, el Bajo Cauca, el occidente y el norte de Antioquia. 

Asimismo, estamos en constante amenaza y riesgo por el aumento 
actores armados legales e ilegales en nuestros territorios indíge-
nas. Quienes en el día a día acosan a nuestros comuneros para 
que hagan parte de sus filas, ofreciéndoles un mejor pago por ac-
tividades ilícitas como la siembra de coca, su recolección, y pro-
ducción de la pasta de coca. Y aquellos que trabajan en la minería 
artesanal o de barequeo, o cualquier actividad económica para su 
subsistencia, son vacunados, quitándoles las pocas ganancias.  

El riesgo se traduce en el desplazamiento de las familias hacia 
otras zonas donde la inseguridad no varía, como es el caso de 20 
familias indígenas Zenúes desplazadas del Municipio de Cáceres, 
subregión del Bajo Cauca. Hay otros Municipios de los cuales no 
tenemos suficiente información dado que los actores armados al 
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margen de la ley amenazan constantemente para evitar denuncias 
por parte de los indígenas. También empezamos a registrar el des-
plazamiento de 23 familias indígenas del pueblo Eyabida de los 
territorios ubicados en el Municipio de Murindó, subregión del 
Atrato Medio antioqueño.   

Esta agresión genera desarmonización en nuestros territorios, la 
pérdida de los cultivos, vulnerando el derecho a la seguridad ali-
mentaria, colocándoles a niños y niñas indígenas en riesgo de des-
nutrición.  Además, les vulnera el derecho a ejercer de manera 
autónoma sus prácticas culturales, espirituales, organizativas y la 
economía propia de los pueblos. De la misma manera, sus territo-
rios quedan al acecho de quienes tienen intereses económicos en 
los recursos naturales presentes. Hay unas zonas claves por don-
de están transitando los actores armados. Por ejemplo, la mina en 
el cerro Careperro.   

Confinamiento:
El enfrentamiento entre esos grupos ha generado miedo y terror, 
dado que las comunidades están quedando en un fuego cruzado. 
Además, se vienen instalando minas antipersona para evitar el 
paso de uno u otro contrincante. Ya hay varias comunidades confi-
nadas puesto que no pueden movilizarse en sus propios territorios 
para ejercer sus prácticas culturales y espirituales. El confina-
miento viene transgrediendo el derecho a la seguridad alimentaria, 
la movilidad interna y externa, la atención en salud, la atención 
escolar de niños y niñas indígenas, las prácticas culturales de la 
cacería, la espiritualidad, la recolección de sus cultivos y demás 
elementos de subsistencia de las familias y comunidades.

Tanto los grupos legales como ilegales están por todas las subre-
giones. En el Atrato Medio, el Occidente, y en Urrao, hacen pre-
sencia el Ejército, los ‘Gaitanistas’, el ELN, los ‘Caparrapos’, di-
sidencias de las FARC, y ha ingresado el Cartel de Sinaloa. Los 
actores han retenidos a las comunidades, controlan y requisan los 
mercados de las familias indígenas, y restringen el ingreso o salida 
de sus comunidades. En Urabá se registra la presencia del Clan 
del Golfo, los ‘Gaitanistas’, el ELN, y recientemente están llegando 
disidencias de las FARC y tropas del Ejército. Mientras que en el 
Bajo Cauca, el norte, y el Nordeste, operan los ‘Caparrapos’, las 
AGC, el Clan del Golfo, el ELN, disidencias de las FARC y la fuerza 
pública.    
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Amenazas y señalamientos:
Las amenazas y señalamientos se han convertido en el pan de 
cada día para nuestros dirigentes hombres y mujeres. La perte-
nencia de los comuneros y comuneras de un actor armado ilegal 
o legal genera mayores riesgos de ataque a la integridad física de 
nuestros líderes y lideresas. Esos ataques no solo ponen en riesgo 
a nuestros dirigentes, sino a toda la población de una u otra co-
munidad, puesto que es una forma de presión, de desplazamiento, 
reclutamiento, cooptación, e indefensión para nuestros comune-
ros y comuneras.

Empezamos a evidenciar otro tipo de agresiones relacionadas a 
este acápite. En Urabá y el occidente, los grupos armados ilega-
les están obligando a las mujeres Eyabidas a mantener el vestido 
tradicional y utilizar las pinturas faciales. Esto está relacionado 
con los señalamientos de esos grupos, quienes sostienen que los 
indígenas son informantes de uno u otro grupo. Es el caso de una 
mujer Eyabida que salía sin su vestido tradicional de una de las 
comunidades de Murrí, en Frontino, y fue macheteada por un ile-
gal que indicó que era una infiltrada.  

Reclutamiento:
El reclutamiento y la cooptación pretenden involucrarnos en las 
filas de los diferentes grupos armados ilegales y legales. Los pri-
meros para que se siembre coca en favor de ellos y hacerse con las 
ganancias que deja el negocio de la coca, y los segundos pretenden 
que las comunidades sean informantes o hagan parte de las redes 
de cooperación. Todos los actores ofrecen trabajo. Los actores ile-
gales ofrecen cantidades de dinero que nunca antes se han ganado 
en un día de jornal. Otros actores quieren utilizar los comuneros 
y comuneras de escudo ante sus contrincantes, tal como lo busca 
el ELN y el Ejército. Estas agresiones están presentes en todas las 
subregiones donde hay comunidades indígenas.  

El mayor riesgo lo corren nuestros niños y niñas, que son la car-
nada más fácil dado que los enamoran con dinero para que formen 
parte de sus filas y luego sean sus informantes y cargadores de 
sus equipos.  
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En la subregión del Suroeste existe un panorama muy oscuro re-
lacionado con esta situación. Se han presentado varias muertes 
selectivas de hombres y mujeres jóvenes. Muchos de ellos fueron 
reclutados gracias al ofrecimiento de dinero para traficar, comprar 
y consumir droga. Estas víctimas están asociadas a lo que se co-
noce como la limpieza social, emprendida por las llamadas Águilas 
Negras, grupos que si bien son invisibles, han causado la muerte 
de estos jóvenes.  

En este aspecto resaltamos que si bien la Ley 48 de 1993 exime del 
pago del servicio militar obligatorio a los integrantes de los pueblos 
indígenas, cada vez más convencen a los jóvenes para que presten 
servicio militar. Pasa en todas las subregiones con presencia de 
comunidades indígenas. Esto genera riesgos para las comunida-
des puesto que quienes prestan el servicio militar van a señalar a 
sus propios hermanos indígenas, y muchos de ellos están arman-
do grupos armados al margen de la ley o se incorporan a ellos. El 
reclutamiento es el reflejo de la realidad de los pueblos indígenas, 
de la exclusión social, política, el desconocimiento de nuestros de-
rechos al autogobierno, y la negación al impulso a nuestras eco-
nomías propias, lo cual provoca que los jóvenes no tengan otra 
opción que ir a un grupo o a otro.

La única presencia institucional que quieren imponer es la militar, 
estableciendo bases o decretando la presencia permanente en las 
comunidades sin la consulta previa. Lo que podría provocar que 
otros grupos armados perpetren ataques o se produzcan enfren-
tamientos.

Causas de las agresiones contra los pueblos indígenas:
En el Bajo Cauca se registró la desaparición forzosa de un joven 
del pueblo Zenú. Hace 10 años se presentó el mismo caso, esta vez 
una autoridad indígena de quien solo se rescató una parte de su 
cuerpo. No podemos hacernos los sordos, los mudos y los ciegos 
para señalar que el trasfondo de la agresión a nuestros derechos 
tiene relación con lo que hemos denunciado de manera permanen-
temente: la imposición de megaproyectos mineroenergéticos como 
la explotación de carbón en el territorio indígena Guanadule; de 
oro, cobre y plata en la zona del Carmen del Darién, Mutatá, Da-
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beiba y Murindó; las ampliaciones de las vías y las rutas 4G que 
permiten el acceso a los puertos y nuevos aeropuertos, y que po-
nen en riesgo territorios indígenas como Ipikijuntiwala del pueblo 
Guanadule, Jaikerazavi del pueblo Eyabida, ambos en Urabá, y 
Sever del pueblo Eyabida en el Occidente. 

El tipo de economía que se proyecta en las cuatro subregiones 
de Antioquia presenta características similares. En todas se de-
sarrolla o se proyecta la explotación minera. En el Bajo Cauca 
la Empresa Mineros S.A lleva muchos años asentada en varios 
Municipios y en territorios del pueblo Zenú y Eyabida. En el norte 
también hay minería, no a gran escala sino de carácter informal 
practicada por los campesinos y los grupos armados ilegales. En 
el caso del Atrato medio y el occidente, desde finales de los año 70 
se proyectó la explotación minería a gran escala por parte de las 
multinacionales. Con la aprobación de la ley 685 de 2001 (Código 
de Minas), se inició la feria minera en nuestros territorios. Entre 
ellos el que fue declarado por el Gobierno nacional como el Distrito 
Minero Batolito de Mandé, el cual comprende 16.000 hectáreas en 
territorios indígenas del Carmen del Darién, en Chocó, y Murin-
dó, Mutatá, y Dabeiba, en Antioquia. Uno de los cerros sagrados 
del pueblo Eyabida, concesionado inicialmente a la Multinacional 
Muriel Minning Corporation, y ahora propiedad de la AngloGold 
Ashanti, hace parte del distrito minero.   

Las fuentes hídricas también son víctimas de afectaciones. En el 
Atrato Medio, específicamente en Murindó, fue desviado río Mu-
rindó sin consultarles previamente a las comunidades negras e 
indígenas. En Urrao, Suroeste antioqueño, vienen en avanzada la 
construcción de una pequeña central hidroeléctrica sobre el río 
Jengamecodá. El Suroeste se ha caracterizado por la cantidad de 
solicitudes para construir pch’s sobre el río San Juan y sus afluen-
tes. También hay registro de este tipo de proyectos en territorios 
indígenas de Murindó, Dabeiba, Frontino y Urrao.

Además de las agresiones que hemos señalado en el Bajo Cauca, 
norte y Nordeste, desde hace 12 o 13 años, en esas subregiones 
se viene ejecutando el proyecto hidroeléctrico Hidroituango. Eje-
cutado, terminado, y operado sin el consentimiento libre, previo, e 
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informado de los grupos étnicos existentes. Una clara vulneración 
a la subsistencia de muchos comuneros y comuneras que conse-
guían su mínimo vital en el río Cauca, el cual consideraban como 
su patrón. En el Cauca no solo se practicaba el barequeo o la mi-
nería artesanal, también la pesca, se usaba el agua para el uso do-
méstico, para el ocio y el transporte fluvial. Todas esas actividades 
están prohibidas, tanto para los indígenas como para habitantes 
aledaños al río Cauca. 

Además, el Atrato Medio, el occidente, el norte y el Bajo Cauca, 
se han convertido en un corredor estratégico para el ingreso de 
los suministros necesarios para producir la pasta de hoja de coca 
y sus derivados. Varios pueblos indígenas están ubicados en ese 
corredor, lo que los convierte en el blanco de los actores armados 
al margen de la ley, especialmente aquellos involucrados directa-
mente con el negocio de la coca. Situación que se agrava si tene-
mos en cuenta que los cultivos de coca han aumentado en estas 
subregiones. 

Desde la firma del Acuerdo de Paz van ocho muertes selectivas de 
indígenas en Antioquia. Los actores armados y las entidades des-
conocen el ejercicio de autoridad indígena. Existe una gran des-
confianza hacia la fuerza pública porque no brinda seguridad y 
hacia las instituciones departamentales porque cada vez descono-
cen más el derecho a la consulta previa, además son evidentes los 
choques conceptuales entra la Dirección de Consulta y la Direc-
ción de Asuntos Indígenas. Ambas intuiciones negaron la consulta 
en asuntos como la implementación del programa Masbosques, 
la política pública departamental para los pueblos indígenas, y el 
Plan General de Acción para Corantioquia, entre otros. Las insti-
tuciones públicas regionales llegan a los territorios sin informa-
ciones claras y no se lleva a cabo el debido proceso de la consulta.
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Sentencia del Tribunal Internacional de Opinión “por la 
Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia”, Medellín, 

21 y 22 de noviembre de 2019

Desde que la humanidad asistió a las atrocidades perpetradas en 
la guerra de Vietnam en los años 60’s del siglo pasado, sin que los 
Estados llamados civilizados hicieran respetar los tratados firma-
dos por ellos mismos, que comprometían el respeto a la dignidad 
humana, surgió la iniciativa de los Tribunales de Opinión. Estos 
nacieron con la intención de apelar a la conciencia de los seres hu-
manos y denunciar al mismo tiempo la degradación del derecho, el 
cual fue rompiendo sus vínculos con los principios éticos univer-
sales, doblegándose así ante las dos grandes fuerzas que dominan 
el mundo: el dinero y el poder.

Los Tribunales de Opinión no se rigen por la creencia de que per-
sonas expertas, amparadas en un hipotético dominio secreto de 
las leyes, conviertan los comportamientos humanos en delitos o 
virtudes, y que solo las sanciones penales pueden convertir a al-
guien en culpable y condenar sus actuaciones. Los Tribunales de 
Opinión son ejercicios de transparencia en los cuales se confron-
tan los hechos con las leyes y principios que fueron desconocidos, 
y se deja constancia ante el mundo de las contradicciones vigentes 
entre el derecho proclamado y las prácticas comprobadas.

En el ejercicio realizado durante estos dos días, hemos escucha-
do testimonios de víctimas de diversas regiones de Antioquia y 
del Carmen de Atrato, Chocó, a la vez que hemos tenido acceso a 
numerosos estudios documentados que revelan prácticas sistemá-
ticas de grandes empresas apoyadas y articuladas con el Estado, 
que desconocen lo más elemental de la dignidad humana. 

Lamentablemente, este no es un fenómeno puntual sino global. La 
conculcación de derechos humanos y de la naturaleza por parte de 
las empresas transnacionales y sus aliados institucionales es una 
realidad a lo largo y ancho del planeta, y se ha agudizado en los 
últimos años ante la grave crisis internacional que atravesamos. 
De este modo, el sistema capitalista enfrenta un momento crítico, 
en el que las expectativas de crecimiento económico son escasas 
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para al menos las próximas cuatro décadas, a la vez que se agotan 
las fuentes fósiles de energía y las reservas de muchos bienes co-
munes necesarios para sostener su acumulación incesante, todo 
ello en un contexto de grave cambio climático.

Fruto de ello, las grandes corporaciones, muchos Estados y los 
organismos económicos internacionales, que en su conjunto cons-
tituyen el poder corporativo, lanzan en la actualidad una virulenta 
ofensiva de mercado para mantener sus ganancias y la base física 
sobre la que operan, acompañando este proceso de un generaliza-
do desmantelamiento de las escasas conquistas democráticas, en 
el que incrementan su autoritarismo, militarización y violencia, 
amenazando todo lo público y lo común para ponerlo al servicio 
de los mercados globales. El conflicto entre el capital y la vida es 
evidente. Los bienes naturales se convierten en botín codiciado 
por los grandes capitales. La energía hidroeléctrica, la minería, los 
monocultivos agropecuarios, el fracking, las fumigaciones, etc., se 
convierten a la vez en fuente de ganancia y en ámbitos estratégicos 
para enfrentar el colapso ecológico que se avecina. Las multinacio-
nales, en este sentido, asaltan los territorios de todos los continen-
tes, pero especialmente de América Latina, desarrollando de este 
modo estrategias que combinan el secretismo y el disimulo en sus 
actuaciones, la cooptación de líderes, el impulso a pequeños pro-
yectos comunitarios y, cuando lo ven necesario, la criminalización 
de la protesta, la militarización y la violencia. 

Colombia y Antioquia son, desgraciadamente, una clara muestra 
de este proceso global. La fuerte presencia de multinacionales en 
el país desde hace 20 años, tiene por objetivo arrancar de las en-
trañas de la tierra el agua, el oro, la energía, los bienes comunes, 
y el petróleo con el ánimo de aumentar sus ganancias y alimentar 
los mercados globales, especialmente de los países de Europa y 
América del Norte. En este sentido, las cifras demuestran que el 
70%3  de la gran explotación minera del país se encuentra en ma-
nos de empresas extrajeras, entre ellas la AngloGold Ashanti, la 
Drummond, Anlglo Gold American, entre otras.

3	 Ver artículo: En Colombia el 70 % de la explotación minera está en manos de las multi-
nacionales. 30 de abril de 2019. Disponible en: https://unperiodico.unal.edu.co/pages/detail/en-co-
lombia-el-70-de-la-explotacion-minera-esta-en-manos-de-las-multinacionales/
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Por su parte, Antioquia es el segundo departamento con mayor 
actividad extractiva de Colombia, concentrando el 14,36%4  de la 
producción de Colombia, siendo la AngloGold Ashanti y Mineros 
S. A. parte de las grandes empresas extractivas que hoy tienen 
títulos en el Nordeste y el Bajo Cauca. Chocó es el tercer departa-
mento de mayor extracción de oro y otros minerales, y la empresa 
canadiense Minera el Roble S.A, asentada en el Carmen de Atrato, 
viene generando graves impactos destructivos en las comunidades 
campesinas y étnicas.

A su vez, la creciente construcción de hidroeléctricas (pequeñas y 
medianas especialmente) estrangula los ríos y con ello produce la 
ruptura de los ciclos de reproducción de la vida de los territorios; 
estas obras se instalan sobre territorios violentados y despojados 
de manera sistemática, especialmente por empresas y grupos pa-
ramilitares. Los proyectos hidroeléctricos suelen presentarse como 
de interés público, y bajo esta etiqueta se niega a las comunidades 
la posibilidad de participar en las discusiones sobre los proyectos; 
se desconocen sus exigencias y solicitudes y en su lugar se les 
estigmatiza como enemigas del desarrollo. En Antioquia, las repre-
sas Providencia I y II5  (Mineros S.A), Porce I, II y III, Hidroituango, 
y la proyección de la Hidroeléctrica Santo Domingo en el Oriente 
antioqueño tienen como elemento común ser desarrolladas e im-
pulsadas por Empresas Públicas de Medellín, empresa estatal y a 
la vez multilatina que ha sido denunciada por graves violaciones 
a los derechos humanos y daños contra la naturaleza. En el caso 
del Chocó, la proyección de la Hidroeléctrica la Talasa, con la cual 
se concesionaría a 50 años el río Atrato, y cuya producción de 
energía sería para la exportación a Centroamérica a través de la 
interconexión eléctrica promovida por el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID), obviando que municipios como Juradó, al norte 
del departamento, solo tienen 2 horas de energía al día.

La construcción de la gran hidroeléctrica Hidroituango evidencia 
que, por encima de la vida, la seguridad, la permanencia de las 
comunidades en sus territorios, la protección de la naturaleza y el 

4	 Ver artículo: En Antioquia está el 14 % de la actividad minera de Colombia.
5	 Si bien estas represas son de Mineros S.A, el papel de EPM ha sido crucial en Anorí para 	
	 el desarro	llo de las hidroeléctricas por parte de otras empresas.
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medio ambiente, están los intereses del Estado que responden a 
las demandas del mercado internacional, bancos privados, entes 

multilaterales y el BID. Este asalto a los bienes comunes pone 
en grave riesgo la integridad de las comunidades asentadas en 
los territorios, daña la naturaleza y desequilibra y/o destruye las 
prácticas tradicionales de producción económica. 

Pero en Colombia la instalación de los megaproyectos como prác-
tica violenta de despojo contra los territorios, característica propia 
del extractivismo, no es lo único que genera daño; también lo ha-
cen las fumigaciones con glifosato, las cuales se han convertido 
en la principal política de Estado para enfrentar el problema de la 
producción de drogas en el país. Dicha política represiva, especial-
mente contra los cultivadores y cultivadoras, quienes son general-
mente los campesinos, indígenas y afrodescendientes, se sustenta 
sobre graves violaciones a los derechos humanos y todo un siste-
ma punitivo ilegítimo. En 2017, 100.000 familias cocaleras, cre-
yendo en el Acuerdo de Paz suscrito entre el Gobierno colombiano 
y las FARC-EP, se inscribieron en el Programa Nacional Integral de 
Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS). Durante los dos años 
de vigencia del Programa, el Estado ha incumplido. Si bien ha en-
tregado los 12 millones iniciales a muchas de las familias, en el 
caso de los proyectos productivos el incumplimiento ha sido total, 
dejando a esas poblaciones sin sustento. Esto viene generando un 
escenario de resiembra, y con ello un mayor nivel de vulnerabili-
dad, militarización de los territorios y nuevas fumigaciones.

Más allá de este incumplimiento puntual, la negligencia estatal se 
suma a la falta de integralidad en la implementación de los Acuer-
dos de Paz, que no permite un desarrollo que tenga en cuenta las 
particularidades del territorio y de las comunidades, reduciéndose 
a un enfoque económico que se vuelve funcional al modelo extrac-
tivista, facilitando el ingreso de proyectos que saquean y revictimi-
zan los territorios y a sus habitantes.

Los casos que hemos analizado en este Tribunal Internacional de 
Opinión explican claramente lo anteriormente dicho. Exponemos 
a continuación los hechos comprobados, fruto de los testimonios y 
de la documentación recibida: 
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Para el caso “Ingreso encubierto de la AngloGold Ashanti al 
territorio del Suroeste antioqueño y la imposición del pro-
yecto La Quebradona, en Jericó, Antioquia”, constatamos las 
siguientes conculcaciones de los derechos humanos y de la natu-
raleza en forma de afectaciones para la comunidad a partir de la 
implantación del proyecto minero. Se evidencian vulneraciones en 
términos de derecho de acceso al agua y a un ambiente sano debi-
do a las perforaciones que se hicieron en la etapa de exploración. 
Se destaca lo ocurrido en 2011, cuando la empresa realizaba estu-
dios de profundidad para extraer muestras de rocas a 15 metros 
de la orilla del río, sin respetar la distancia de 30 metros estipu-
lados por ley, lo cual causó la expulsión de aguas subterráneas 
contaminadas, problema que continua hasta hoy. 

Otro hecho comprobado es la privatización y militarización de los 
predios donde el Ejército Nacional ha cumplido por más de ocho 
años un papel fundamental en la protección de los intereses de 
la empresa, restringiendo el tránsito de las comunidades por los 
caminos ancestrales de sus territorios. En términos culturales la 
privatización de los caminos, afectan las dinámicas y ritmos de la 
vida campesina y étnica. 

Respecto al papel del Ejército Nacional, queda evidenciado que 
este se encuentra privatizado en función del cuidado de los intere-
ses de la transnacional, en contradicción y detrimento de su papel 
misional establecido en la Constitución Nacional.

Pese a que las comunidades en el Suroeste han expresado su ne-
gativa a la minería por los graves impactos que produce, y han he-
cho uso de mecanismos de participación ciudadana como la Con-
sulta Popular, las entidades competentes, entre ellas el Tribunal 
Administrativo de Antioquia, han invalidado estas acciones. Por 
su parte, el Consejo de Estado ha dejado sin efectos los Acuerdos 
del Concejo Municipal que prohíben la minería en el municipio 
de Jericó. A pesar de que el Consejo de Estado ha dejado en claro 
que los municipios tienen derechos constitucionales concurrentes 
con el gobierno central sobre los recursos del subsuelo, puesto 
que también son Estado y tienen la misión de ordenar sus propios 
territorios y de proteger el medio ambiente. Sin embargo el Conse-
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jo de Estado no establece claramente, aunque lo insinúa, que en 
caso de contradicción entre el Gobierno central y las autoridades 
municipales en torno al uso de los recursos del subsuelo, debe 
prevalecer la posición de los municipios, ya que ellos son los que 
van a sufrir directamente las consecuencias de esas decisiones 
sobre sus derechos a la vida, al medio ambiente sano y a la movi-
lidad6 . A esto se suma que la empresa viene actuando sin licencia 
ambiental alguna, lo que es sumamente grave, pues evidencia irre-
gularidades por parte de las autoridades ambientales, toda vez que 
no hace los controles pertinentes.

Las comunidades sienten que la empresa ejerce cierta influencia 
en diferentes instancias locales, reprime a los sectores sociales 
que han denunciado sus irregularidades, a lo que se suma un per-
manente acoso jurídico.

En el caso de “Crímenes contra la naturaleza por parte de la 
empresa Mineros S.A. en los municipios de Nechí y El Bagre”, 
constatamos las siguientes conculcaciones de los derechos huma-
nos y de la naturaleza en forma de afectaciones a la comunidad, 
debido a la larga trayectoria de explotación minera de dicha em-
presa en la cuenca del río Nechí, gracias a un extraño título de 
reconocimiento de propiedad privada que le otorga el derecho de 
explotación a perpetuidad. Concretamente se evidencian vulnera-
ciones en términos del derecho de acceso al agua y a un ambien-
te sano. Esta explotación minera de más de 50.000 hectáreas ha 
provocado el desvió del cauce del río Nechí y la disminución de su 
caudal en un 70%; la pérdida de los humedales en un 90%; de la 
biodiversidad en un 80%; la disminución de la pesca en un 90% 

6	  El Consejo de Estado, Sección Primera, en sentencia del 30 de agosto de 2018 (Rad: 
11001-03-15-000-1017-02829-01), en medio de numerosos argumentos que avalan el derecho de 
los municipios a la Consulta Popular en caso de proyectos minero-energéticos, cita párrafos de 
la Sentencia C-123/14 de la Corte Constitucional en que afirma: “El principio de subsidiaridad 
corresponde a un criterio tanto para la distribución como para el ejercicio de las competencias. 
Desde una perspectiva positiva significa que la intervención del Estado y la correspondiente atri-
bución de competencias, debe realizarse en el nivel más próximo al ciudadano, lo cual es expresión 
del principio democrático y un criterio de racionalización administrativa, en la medida en que son 
esas autoridades las que mejor conocen los requerimientos ciudadanos. A su vez, en su dimensión 
negativa, el principio de subsidiaridad significa que las autoridades de mayor nivel de centrali-
zación sólo pueden intervenir en los asuntos propios de las instancias inferiores cuando éstas se 
muestren incapaces o sean ineficientes para llevar a cabo sus responsabilidades” (cita a la vez de la 
sentencia C-889/12).
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y de otras actividades económicas ancestrales, entre ellas el bare-
queo. También se presenta el desplazamiento de especies nativas 
y se encuentran en riesgo 15 humedales y los cativales.

En el TIO se denunció que el Estado no desarrolla las debidas 
consultas previas a las comunidades étnicas en donde la empresa 
Mineros S.A desarrolla sus actividades, vulnerando los derechos 
de estas poblaciones y violando las normas y tratados internacio-
nales. 

Se denunció también el papel que cumple la fuerza pública en esa 
zona, la cual, mediante operativos militares, destruye la maqui-
naria de los pequeños y medianos mineros a los que la empresa 
Mineros S.A. les concesiona espacios de su área de explotación 
donde ya no tiene operaciones. Se resaltó la militarización históri-
ca del Bajo Cauca. En la actualidad hacen presencia alrededor de 
5.000 efectivos del Ejército Nacional y estructuras paramilitares, 
lo que contrasta con los altos niveles de agresión contra la pobla-
ción y la pobreza extrema en la que vive la zona.

Por último, se evidencian los hechos de desplazamiento forzado 
debido a la confrontación entre grupos armados que obligan a las 
comunidades a abandonar su territorio. También se presenta allí 
reclutamiento forzado de menores y amenazas selectivas a líde-
res sociales. Los jueces y expertos nos planteamos esta pregunta: 
¿Cómo es posible que en un territorio con gran presencia del Ejér-
cito y la Policía Nacional se presente la actual crisis humanitaria?

En el caso de “Ituango: contexto sobre minería ilegal y legal 
y sus daños al territorio”, constatamos las siguientes concul-
caciones de los derechos humanos y de la naturaleza en forma 
de afectaciones a la comunidad a partir de actividades mineras 
realizadas por grupos ilegales y la posible expansión de la gran 
minería. Se evidenció que Ituango ha sido un territorio altamente 
violentado, en especial por los grupos paramilitares. Muestra de 
ello son las más de seis masacres perpetradas entre 1995 y 2001; 
el desplazamiento masivo de familias que dejó veredas desoladas; 
el confinamiento de la población; la persecución a los procesos or-
ganizativos y las constantes amenazas a líderes del territorio que 
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han defendido la protección de la tierra y de la naturaleza. En este 
contexto de graves violaciones a los derechos humanos, las comu-
nidades indígenas han sido fuertemente afectadas. 

Se denunció que, pese a ser un municipio con altos niveles de 
violencia y de víctimas, se ha decidido construir la hidroeléctrica 
Hidroituango, afectando actividades ancestrales como el barequeo 
y la pesca; privatizando el territorio y sepultando parte de la me-
moria ancestral. Este megaproyecto fue impuesto a las comunida-
des, atentando contra sus dinámicas de vida. No se hizo el debido 
censo por parte de las entidades del Estado, lo que ocasionó que 
las comunidades no fueran compensadas adecuadamente. Ade-
más, se acabó con el proceso social y organizativo mediante la 
separación y reubicación de los pobladores en lugares distantes, y 
desarrollando actividades económicas distintas a las que realiza-
ban antes de la llegada del megaproyecto.

Por último, en el TIO se ha constatado la presencia de explotación 
minera ilegal en varias fuentes hídricas del municipio, generando 
daños a las fuentes de agua y poniendo en riesgo la salud de las 
comunidades. Asimismo, hay “minería legal” en Ituango y en los 
municipios cercanos que afecta las condiciones ambientales y vi-
tales de la zona.

En los casos de “Afectaciones a las comunidades del Bajo Cau-
ca y de Anorí por el incumplimiento estatal del Programa 
Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito 
(PNIS), y por Fumigaciones y daños a los territorios”, consta-
tamos las siguientes conculcaciones de los derechos humanos y 
de la naturaleza en forma de afectaciones a la comunidad a partir 
de las fumigaciones, erradicación forzosa e incumplimiento de los 
Acuerdos de Paz, en especial el punto 4 que incluye el PNIS. 

Se han comprobado fumigaciones de glifosato, sustancia decla-
rada peligrosa para el ser humano por la Organización Mundial 
de la Salud (OMS), mediante aspersión aérea en fuentes hídricas, 
cultivos de pancoger y áreas forestales colindantes a los cultivos 
de uso ilícito; nacimiento de niños con malformaciones, anomalías 
congénitas y embarazos que no llegan a feliz término; asesinato 



Capítulo 3
Sentencias

67

selectivo de líderes que denuncian los daños a sus territorios por 
las aspersiones aéreas; desplazamiento forzado y amenazas a las 
familias y líderes de los programas de sustitución que exigen el 
cumplimiento del PNIS. En general, se evidencian vulneraciones 
en términos del derecho a una vida digna y a un medio ambiente 
sano. 

El TIO constata que pese a la voluntad manifiesta de las comuni-
dades cocaleras que se acogieron al programa, el Gobierno colom-
biano no ha cumplido con lo pactado en el PNIS, lo cual conlleva a 
que, en un futuro cercano, estas familias deban volver a la resiem-
bra de la hoja de coca.

En el TIO se denunciaron nuevas fumigaciones en Anorí, entre 
agosto y noviembre de 2019, que dejan claro que no hay una vo-
luntad decidida del Estado de apostarle al PNIS, sino que se reafir-
ma la continuidad de la política punitiva en este ámbito, de acuer-
do con las directrices norteamericanas de lucha contra las drogas, 
donde el campesinado, los indígenas y los afrodescendientes son 
las víctimas. 

Para las comunidades que presentaron los casos (municipios del 
Bajo Cauca antioqueño y el municipio de Anorí), si bien el PNIS es 
prioritario, tienen claro que se requiere la implementación integral 
del Acuerdo de Paz, que garantice el desmonte del paramilitaris-
mo, el avance en la Reforma Rural Integral y el desarrollo de los 
Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET´s).

En el caso de la “Hidroeléctrica Santo Domingo, en el Orien-
te antioqueño” constatamos las siguientes conculcaciones de los 
derechos humanos y de la naturaleza en forma de afectaciones a 
la comunidad a partir de un contexto armado y social de larga du-
ración, donde las comunidades apenas están reconstruyendo su 
tejido social y nuevamente se ven vulneradas por posibles impac-
tos de los proyectos hidroeléctricos. 

Se denunciaron las irregularidades del proceso de licenciamien-
to por parte de Empresas Públicas de Medellín (EPM) quien ha 
desconocido las advertencias técnicas para que calcule un caudal 
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ambiental que garantice la protección de la fauna y de la flora.
Se denunció que este proyecto, que es llamado de “utilidad públi-
ca”, puede generar daños irreversibles para el río Santo Domin-
go debido a la disminución del caudal ecológico que producirá la 
construcción de la central hidroeléctrica, afectando la fauna, la 
flora y la biodiversidad que depende del río.

Empresas Públicas de Medellín afirma que no afectará económi-
camente a las comunidades asentadas en el área de influencia del 
proyecto porque los cultivos que allí se desarrollan son de baja 
escala. Sin embargo, en el área donde se construirá el proyecto, se 
afectará la actividad económica de las comunidades allí asentadas 
que gira principalmente en torno al turismo. La pesca, actividad 
económica de algunos habitantes del territorio también se verá 
afectada.

En El TIO se denunció la vulneración a la participación efectiva 
de las comunidades, ya que las reuniones de socialización de la 
empresa se limitan a promocionar los supuestos beneficios y la 
generación de empleo, ocultando las graves afectaciones; en estos 
espacios se utiliza un lenguaje técnico que no está al alcance de 
las comunidades campesinas. 

En el caso del “Proyecto minero del Carmen de Atrato por par-
te de Minera El Roble S.A” constatamos las siguientes concul-
caciones de los derechos humanos y de la naturaleza a partir del 
saqueo de los bienes comunes que genera mayor empobrecimiento 
de las comunidades, al cambiar su vocación del uso del suelo, 
que originalmente era agrícola, por la actividad minera y forestal. 
Esta conversión que inicia en los años 90, fue agenciada por el 
empresario y líder político de Medellín, Guillermo Gaviria. Tras la 
posterior entrada de la empresa canadiense, se inició la explota-
ción a gran escala, pasando de 250 trabajadores a más de 500 con 
precarias condiciones laborales. 

En el TIO se denunció que CODECHOCÓ, la autoridad ambiental 
regional, se niega a realizar una audiencia pública ambiental sobre 
la explotación minera desarrollada por la empresa Minera El Roble 
S.A. en El Carmen de Atrato, a pesar de existir una orden judicial 
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que la obliga a hacerlo. Adicionalmente, la autoridad ambiental 
argumenta que fue robado el expediente donde está consignada la 
información de la explotación de la mina El Roble.

Se reiteró que el Chocó es un territorio diverso en bienes comunes, 
y que, pese a existir una sentencia de la Corte Constitucional que 
declara al río Atrato como sujeto de derechos, y de conformar-
se, por orden de la misma sentencia, los Guardianes del Río, los 
cuales se han opuesto a dicha explotación, persiste el riesgo de la 
imposición de nuevos megaproyectos. 

Daños graves manifestados en los casos planteados 

En definitiva, y tras analizar los casos, podemos afirmar que hay 
un asalto corporativo –con la alianza de las fuerzas públicas, poli-
ciales y militares– sobre los territorios y los bienes comunes, gene-
rando de este modo una actuación sistemática de conculcación de 
los derechos humanos y de la naturaleza. 

En primer lugar, constatamos las afectaciones sobre los ecosis-
temas: la desaparición de humedales, la contaminación de las 
fuentes hídricas con químicos que utilizan las grandes empresas 
mineras, al igual que el daño a la fauna y a la flora. Las comuni-
dades denunciaron durante el Tribunal que la figura jurídica de 
declaratoria de utilidad pública se emplea por parte del Estado 
para desplazar, despojar y limitar la participación ciudadana en la 
discusión de los megaproyectos. 

En segundo término, destacamos la lógica de despojo y desplaza-
miento de las grandes empresas sobre las comunidades campesi-
nas y grupos étnicos, mientras que el Estado Colombiano les niega 
el acceso a la tierra y otorga mayor cantidad de hectáreas a las 
empresas extractivas. Esta práctica continúa generando desplaza-
mientos constantes de familias y comunidades hacia otras regio-
nes, provocando una crisis humanitaria mayor. Asociado a ello, se 
evidencia también que las actividades extractivas y la presencia de 
los grupos armados legales e ilegales han generado confinamiento 
de comunidades en varias subregiones del departamento, como el 
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Bajo Cauca y el norte de Antioquia.  Se continúa repitiendo que 
tales prácticas han estado acompañadas por acciones de la fuerza 
pública, la cual convive con las grandes empresas minero energé-
ticas para facilitar la operación de sus grandes proyectos. 

Tercero, se evidencia el señalamiento a líderes y lideresas, y a co-
munidades enteras, para acallarlos y no cumplir con los acuerdos 
pactados en los programas de sustitución de cultivos de uso ilíci-
to. De este modo, el amedrentamiento de los y las activistas, así 
como su criminalización, se convierten en lógicas habituales en 
esta ofensiva mercantilizadora.

En cuarto lugar, se presenta un desmantelamiento democrático en 
los territorios donde se implantan los megaproyectos. Lo que que-
da en evidencia con el resquebrajamiento del derecho ciudadano a 
las consultas populares y de la obligación de consultas previas a 
las comunidades étnicas. La Corte Constitucional ha negado, sin 
fundamentos demostrativos, que por esa vía los ciudadanos y ciu-
dadanas pueden reivindicar el derecho a la protección de los bie-
nes comunes, amenazados o arruinados por los grandes proyectos 
mineroenergéticos.   

Por último, se puso de manifiesto el resurgimiento y expansión del 
paramilitarismo, asociado al narcotráfico y a la actividad minera y 
corporativa que se desarrolla en esos territorios de manera ilegal.  
Sumado a ello, se registró el aumento del reclutamiento forzado de 
menores de edad y el confinamiento de comunidades, generados 
por el control territorial de los grupos amados legales e ilegales que 
actúan coordinadamente. 

Concluimos entonces que, como consecuencia de la no imple-
mentación de los Acuerdos de Paz, el Estado colombiano continúa 
atentando contra los bienes comunes, lo que se proyecta en la 
revictimización de las víctimas, sumada al abandono del Estado.    
 
La contundencia de los hechos nos lleva a expresar las siguientes 
consideraciones finales:
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Condenamos al Estado colombiano, al Gobierno de Antioquia, 
a las Empresas Públicas de Medellín, a las entidades de control 
medioambiental CORNARE, CODECHOCÓ y CORANTIOQUIA, por 
la violación sistemática de los derechos humanos y de la naturale-
za, tanto por su acción positiva en favor de los intereses corpora-
tivos, como por su omisión en la defensa del bienestar elemental 
de las poblaciones y de los territorios. Exigimos en este sentido el 
respeto integral del marco internacional de los derechos humanos 
y de los derechos de la naturaleza.

Condenamos al Estado Colombiano y al actual Gobierno por el 
incumplimiento sistemático del Acuerdo de Paz en su integralidad. 
Hacemos responsable al actual Gobierno colombiano de la posi-
ble resiembra que se pueda presentar en los territorios donde las 
comunidades se inscribieron en el PNIS sin que las promesas se 
hayan cumplido, y por los ataques que se vienen registrando con-
tra los líderes y lideresas sociales, ya que no se ha implementado 
la política de desmonte del paramilitarismo, prometida también en 
el acuerdo. 

Condenamos a las grandes corporaciones AngloGold Ashanti, Mi-
neros SA y El Roble S. A., por dar prioridad a la maximización de 
sus ganancias sobre los derechos colectivos de pueblos y comuni-
dades, así como por su captura del Estado y del conjunto de ins-
tituciones locales en favor de sus intereses. Las empresas son un 
actor internacional de pleno derecho, que deben cumplir normas 
internacionales imperativas, lo cual exigimos a las empresas men-
cionadas, así como a todas las que actúan en Colombia.

Urgimos a la comunidad internacional que regule la actuación de 
las empresas transnacionales con casas matrices en diversos paí-
ses y que acompañe de verdad un proceso de paz transformador, 
incidiendo en su implementación por parte de los agentes impli-
cados.

No queremos terminar esta declaración sin valorar altamente el 
conjunto de resistencias y alternativas que los pueblos y comuni-
dades indígenas, afrodescendientes y campesinas vienen imple-
mentando, pese al contexto adverso y violento en que están inmer-
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sas. La resistencia es un derecho natural; es el camino por el que 
transitan los campesinos, los indígenas y los afrodescendientes de 
Antioquia, de Colombia, del Abya Yala y del mundo en su conjun-
to. Una resistencia que pretende trascender hacia la reciprocidad, 
hacia el equilibrio de la vida en relación amorosa con la Madre 
Tierra o Pacha Mama, considerada como una placenta vital que 
ha protegido por miles de años la existencia y la pervivencia de 
las prácticas ancestrales, culturales y espirituales, manteniendo el 
equilibrio entre las sociedades y la naturaleza en su integralidad. 
Las guardias indígenas, campesinas y de mujeres, las zonas de 
reserva campesinas, la apuesta por los planes de vida, las consul-
tas populares, no pueden ser criminalizadas, ni desvalorizadas. Al 
contrario, son el camino hacia horizontes emancipadores, la vía 
para construir verdadera democracia y una paz real y transforma-
dora. 

En este sentido, estos procesos sociales, populares y comunales 
articulan diariamente pensamiento y acción sobre la base del ho-
rizonte definido para la vida del Sumak kawsay. Este paradigma y 
propuesta política busca el bien común y la responsabilidad colec-
tiva sobre la madre naturaleza, poniendo freno a la acumulación 
sin fin, desde alternativas antagónicas al poder del capital. En de-
finitiva, el buen vivir, la vida en plenitud, desde un punto de vista 
holístico, cosmológico y político. 
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Caso 1: Proyecto Quebradona S.A.:
imposición de un modelo extractivista a 

la economía campesina del corregimiento
Palocabildo de Jericó, Antioquia
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Documento elaborado con el Cinturón Occidental Ambiental (COA) y 
la Junta de Acción Comunal de la vereda La Soledad.

¿Para qué plata sin tener que cultivar? 
¿Dónde vamos a quedar los campesinos con esas ideas de desarrollo? 

Rodolfo Tobón, campesino de la vereda La Soledad, corregimiento Palocabildo

El municipio de Jericó se encuentra situado en la subregión del 
Suroeste de Antioquia. Esta región produce el 75% del café del 
departamento y el 90% de los cítricos. En Jericó, 1.100 familias 
dependen del café, y en una clara apuesta por fortalecer esta acti-
vidad económica, se han creado 40 marcas propias. Palocabildo es 
su único corregimiento. Cuenta con alrededor de 1.400 habitan-
tes y está compuesto por las veredas La Hermosa, Vallecitos, La 

Fuente: Plan de desarrollo municipal. Municipio de Jericó
2012 – 2015
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Soledad, Quebradona Arriba, Quebradona Abajo y Palocabildo. La 
economía de la región también gira en torno al plátano y los culti-
vos de pancoger.

La zona que comprende los municipios de Jericó, Ríosucio, Supía, 
Marmato, Caramanta, Valparaíso, Támesis, Jericó, Tarzo, Pueblo 
Rico, Andes y Jardín, ha sido catalogada por la política mineroe-
nergética del país como el cinturón de oro de Colombia. Su ubica-
ción estratégica resulta de gran interés para las multinacionales 
por ser clave para la explotación de oro y cobre.

En este contexto, la multinacional AngloGold Ashanti (AGA) llega 
al municipio de Jericó con el proyecto Quebradona S.A., el cual se 
inserta en el marco del proyecto nacional del Cinturón del Cauca 
Medio, en el que también están los depósitos de La Colosa (Tolima), 
y Marmato (Caldas). Dicho proyecto se propone, además, como un 
“piloto” en Colombia que recurre a la técnica de extracción por 
colapso subterráneo, intervención que va desde el subsuelo hacia 
la superficie, facilitando técnicamente la caída de la roca resque-
brajada, generando el hundimiento de la superficie que se conoce 
como el fenómeno de cono de subsidencia. 

Ante la obtención de permisos para la exploración en sus fases 
geoquímica, geofísica aérea y muestras de suelos en los munici-
pios del Suroeste por parte de la AGA, varias comunidades que 
habitan el corregimiento de Palocabildo, ubicado a 11 kilómetros 
del casco urbano de Jericó, han decidido organizarse para hacerle 
frente a esta política estatal que arrasa con los bienes comunes 
del territorio –expresados en el agua, la fauna, la vegetación–, y 
con los derechos de las comunidades campesinas al desestimar 
elementos fundamentales como la participación ciudadana en el 
ordenamiento territorial y los usos del suelo.

Entre las experiencias organizativas en resistencia que han hecho 
frente a esta situación, se encuentra el Cinturón Occidental Am-
biental (COA), que desde el 2011 ha articulado esfuerzos con pro-
cesos sociales de distintos municipios para contener la fiebre de la 
gran minería en sus territorios. Como procesos de articulación, el 
COA y otras organizaciones como la Mesa Ambiental de Jericó, la 
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Asociación Agropecuaria de Caramanta (ASAP), comunidades indí-
genas y campesinas, han apostado por construir procesos pedagó-
gicos, de memoria, y de resistencia en sus territorios que permitan 
generar alternativas a la dinámica extractivista y competitiva que 
trae consigo la lógica de usurpación de los bienes comunes.

Organizaciones activistas de carácter nacional como CENSAT Agua 
Viva, Amigos de la Tierra Colombia, y otras de carácter internacio-
nal, también se han sumado a los distintos debates frente al desa-
rrollo basado en la expropiación de los bienes comunes, haciendo 
un llamado a la movilización y el uso de herramientas legales que 
permitan la defensa del territorio.

Parte de los acumulados organizativos en contra del proyecto Que-
bradona S.A. quedan expresados en la participación del COA en 
este Tribunal Internacional de Opinión, no solo como un escenario 
reivindicativo, también como un espacio para la denuncia y visibi-
lización de las problemáticas en los territorios.

Para los campesinos y campesinas, y en particular para el COA, 
llegar al TIO no es un hecho pasajero. Obedece a una disputa con 
el Estado y la minería en sus territorios, y en general con la lógica 
extractivista del sistema capitalista. Por medio de talleres con gru-
pos focales, escuelas de formación y concientización ambiental, 
movilizaciones públicas, entre otras acciones, las organizaciones 
articuladas al COA emprendieron un proceso de trabajo colectivo 
con la Corporación Jurídica Libertad (CJL) para documentar el 
caso Quebradona S.A. y sistematizar parte de la experiencia de 
resistencia contra el daño ambiental en la subregión del Suroeste.

En dicho proceso de articulación y documentación, tomaron rele-
vancia la búsqueda documental sobre afectaciones al territorio y 
daños a la naturaleza, sumados a los testimonios de campesinos y 
campesinas que viven en la zona de influencia del proyecto. Cabe 
la pena resaltar que la recolección de testimonios fue uno de los 
componentes que clarificó la difícil situación social de los y las 
habitantes del corregimiento. La comunidad, caracterizada por el 
arraigo a la tierra, se ha visto en tensión entre los defensores del 
proyecto y sus detractores. División comunitaria provocada por la 
presencia de la empresa minera y de los discursos empresariales 
sobre la calidad de vida. 
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El extractivismo como pérdida del sentido de la vida campesina 

Me siento contento con lo que tengo, nunca jamás aspiraría a venirme para una ciudad por-
que yo siempre digo, yo tengo que producirle comida a la gente de las ciudades,

Rodolfo Tobón campesino de la vereda La Soledad, corregimiento Palocabildo

La empresa minera ingresa al municipio gracias al título de ex-
ploración otorgado por la Agencia Nacional de Licencias Ambien-
tales (ANLA). Título que está en su primera fase y le permite a la 
multinacional realizar 81 perforaciones en el territorio. Después 
de hacer estas perforaciones, la AngloGold Ashanti encontró un 
yacimiento denominado Nuevo Chaquiro, donde, “(…) según cálcu-
los de la propia empresa, hay 4,91 millones de toneladas de con-
centrado de cobre; 6,13 millones de onzas de oro; 85,1 millones 
de onzas de plata y 70,08 kilotones de molibdeno (…)”.7  Para la 

	 Véase:https://www.elcolombiano.com/antioquia/mina-de-jerico-pedira-en-un-mes-su-	
	 licencia- 	 EO10690545

Fuente: Corporación Jurídica Libertad. Abrazo a la Montaña. COA, 2019
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Mesa Ambiental de Jericó es importante analizar las condiciones 
de la llegada de la multinacional al territorio y las primeras fases 
de implementación del proyecto:

La llegada engañosa que hizo AngloGold Ashanti a nuestros campesinos: 
entraban en los predios rurales, hacían perforaciones manuales y les de-
cían a los campesinos que esto, más los resultados de los análisis del 
suelo, era para mejorar las actividades agropecuarias y de agricultura, 
particularmente del café. Eso para nosotros en Jericó, en el momento en 
que empezamos la resistencia, significaba la ilegitimidad de la presencia 
de AngloGold Ashanti en el territorio. (Testimonio 1, presentado el 21 de 
noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por 
la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia).

Ahora bien, durante la fase de exploración del proyecto, que co-
menzó en el 2005 y abarca 7.594 hectáreas, la empresa minera fue 
cuestionada por la forma en que desarrolló sus trabajos. Según 
los campesinos y campesinas, nunca se supo de la exploración 
en sus territorios, fue solamente hasta que vieron unas máqui-
nas escondidas en un monocultivo de pinos y la empresa contrató 
a los habitantes del corregimiento para labores de instalación de 
plataformas mineras y tuberías que transportarían el agua para 
realizar la perforación. Según los testimonios de quienes trabaja-
ron en esas funciones, la empresa solo contrataba por quince días 
para vincular la mayor cantidad de personas y terminar asuntos 
contractuales de manera más rápida. 

Es muy triste ver como en esos trabajos que ofrece la empresa minera, lo 
que uno tiene que hacer es casi que nada, como se dice vulgarmente “uno 
se gana la plata sentado”, y por eso ya la vida campesina se va perdiendo. 
Acá en el territorio lo que más se cultivaba era el café, el plátano y lo que 
llamamos el pancoger, teníamos ganado y eso es de lo que hemos vivido 
toda la vida. Lastimosamente esa idea se ha perdido porque definitivamen-
te no se piensa en que la comida es mejor que el oro, y la empresa vende 
muy bien esa idea. (Testimonio 2, presentado el 21 de noviembre de 2019 
en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los 
Bienes Comunes en Antioquia).

Adicionalmente, la contratación de las personas afectó el tejido 
social y comunitario del territorio, generando conflictos entre fa-
milias y tensiones entre habitantes de la región. Esta situación fue 
denunciada en el TIO como una de las afectaciones más graves, 
pues si bien el centro de la denuncia es la violación a los derechos 
de la naturaleza, no se puede dejar de lado las graves consecuen-
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cias que dicha situación representa para la vida de quienes habi-
tan el territorio.

La gente sigue en el territorio, sin embargo, las relaciones se han deteriorado, 
se ha dañado el tejido social. Hay división entre familias, entre los que traba-
jan con la mina y los que no. Siempre que la empresa va a entrar a la vereda, 
hay mucha tensión entre la gente, hay personas de una misma familia que 
trabajan con ellos y otros no, lo que ha generado mucha desunión que antes 
no teníamos. La AGA llega a las veredas y reparte comidas para socializar el 
proyecto a las familias. Tuvieron la iniciativa de hacer una veeduría, donde 
yo participé, pero era problemática porque era con nosotros mismos, es decir, 
con los que trabajábamos en la empresa en ese entonces. Fue muy estratégico 
porque nos obligaban moralmente a hablar bien del proyecto. (Testimonio 2, 
presentado el 21 de noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional 
de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia)

El COA como organización presente en el territorio ha insistido en 
la importancia de la defensa de los bienes comunes en clave de 
proyectos de vida sostenibles y acordes a las tradiciones campesi-
nas e indígenas que han pervivido en la región.

Fuente: COA. Campesinos/as de Palocabildo en las instalaciones de la AGA.
2016
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Con la llegada del proyecto y las altas probabilidades de privatización de 
algunos territorios de las veredas del corregimiento donde se ubicaría el 
depósito mineral y donde estaría la planta de procesamiento, se hace noto-
rio el cambio de vocación del trabajo de la tierra y el uso sostenible de los 
bienes presentes en la zona. En el territorio, la forma de vida comunitaria 
y la utilización de los bienes comunes han sido sustentadas y transmitidas 
por medio de prácticas que reconocen los recursos naturales vitales como 
parte de una herencia común que deben ser preservados las generaciones 
venideras. Esta forma de ver y entender la vida desde el campesino, es 
lo que no ha coincidido con el discurso del emprendimiento, desarrollo y 
progreso que ha traído consigo la AngloGold Ashanti bajo el proyecto Que-
bradona y sus regalías económicas para las comunidades y el municipio. 
La empresa ha desarrollado un gran número de reuniones, visitas guiadas, 
programas de radio, notas en periódicos institucionales, y programas de 
relacionamiento con la comunidad donde estas dos concepciones de la 
vida y lo común se han puesto en disputa, originando un conflicto donde 
la dinámica de lo privado y el desarrollo subvalora las apuestas de buen 
vivir y la soberanía de las comunidades [incluso las aledañas en el Suroes-
te] donde quiere establecerse el proyecto minero. (Testimonio COA, 2019).

Daños a la madre tierra: contaminación de las fuentes hídricas 

Creemos que es importante mantenernos en el territorio, defenderlo
y continuar con la vida campesina, pues es el sustento de cualquiera que viva
no solo acá, sino también en el pueblo, en la ciudad,Rodolfo Tobón campesino

de la vereda La Soledad, Corregimiento Palocabildo

Fuente: Cock. (2019). Consideraciones sobre
el proyecto de minera de cobre Quebradona de AGA Jericó
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Las exploraciones de la AGA no solo han generado daños cultu-
rales en los territorios. Los bienes comunes, aquellos que son de 
uso colectivo y que van más allá del uso privado o público (enten-
diendo lo público como una forma de administración otorgado por 
entidades y/o instituciones), han sido enormemente afectados por 
las excavaciones y demás acciones del proyecto. El COA considera 
fundamental mencionar la amenaza a las fuentes hídricas:

Uno de los principales bienes comunes naturales que se afectan con la ex-
ploración y posterior extracción minera, es el agua: las reservas acuíferas 
y los caudales de los ríos. El uso de éste bien común es fundamental en los 
proyectos extractivistas, la minería [que en el caso en cuestión es de Cobre] 
es una de las industrias más intensivas del mundo en el consumo de agua, 
generando afectaciones que van desde la disponibilidad del recurso hasta 
la calidad para su consumo. Los caudales presentes en el territorio se usan 
en los procesos de extracción, y otras fuentes como las reservas son usa-
das como depósitos de materiales. Prácticas que no solamente deterioran 
el ambiente y el equilibrio biológico de las regiones, sino también de los 
seres vivos que los habitan.

En el municipio de Jericó ya son varias las fuentes hídricas que se han ido 
afectando a causa de la exploración minera de la AGA. En Corregimien-
tos como Palocabildo y sus veredas La Soledad, La Hermosa, Vallecitos y 
Buga, se ha denunciado la reducción del caudal de las aguas y de las re-
servas La Laguna y La Mama. La quebrada La Fea ha sido una de las más 
afectadas por la contaminación de cianuro. Distintas denuncias han sido 
reveladas por parte de la Mesa Ambiental de Jericó y otras organizaciones 
sociales y ambientalistas. Con la ayuda técnica de la Universidad de Antio-
quia se ha puesto en evidencia que el químico se ha venido usando en el 
proyecto La Quebradona y se han comenzado a ver graves afectaciones a 
las quebradas del municipio, en especial en la zona de El Chaquiro. (Tes-
timonio COA, 2019).

Fernando Londoño y Rodolfo Tobón reafirman este argumento en 
el TIO de manera contundente:  

En el año 2011 estaba la empresa realizando ya perforaciones profun-
das con taladros eléctricos, con un mecanismo especial para entrar hasta 
2.500 metros de profundidad y extraer muestras de rocas. Estaban reali-
zando esto a 15 metros de una quebrada, en un área protegida del munici-
pio. El sector se llama Poleal, es un predio comprado por el municipio para 
protección hídrica. Ellos estaban realizando esa actividad allí, permitida 
por la administración municipal de entonces, y no respetaron el retiro que 
mínimo debería ser de 30 metros de la orilla de la quebrada. Se ubicaron a 
15 metros y empezaron la perforación. Cuando estaban en 675 metros de 
profundidad, un fuerte curso de agua subterránea obligó a retirar el tala-
dro y desde entonces, hasta hoy, emana agua de ese lugar. Es una agua de 
olor fétido y de color turbio, no supimos de esa situación sino hasta el año 
2016. (Testimonio 1, presentado el 21 de noviembre de 2019 en el marco el 
Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes 
en Antioquia).
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Yo podría decir que el estar en contra de la minera empezó y se decidió por 
este factor, el tema de las aguas. Desde que yo trabajé con ellos empecé a 
notar los daños con las perforaciones y con los materiales que usaban para 
taparlas. Las aguas comenzaron a tornarse de un color gris y se iban a las 
quebradas. Hemos visto cómo se riega agua fétida en las vías, (Testimonio 
2, presentado el 21 de noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Inter-
nacional de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia).

A modo de conclusión

Como se observa en el presente documento, las comunidades del 
Suroeste de Antioquia denuncian tajantemente como la AngloGold 
Ashanti ha vulnerado de manera permanente el derecho a la parti-
cipación ciudadana, pues desde su llegada al territorio no han sido 
claros sus objetivos ni estrategias para permanecer allí, mucho 
menos las consecuencias que acarrea el primer proyecto de mine-
ría de colapso subterráneo en Colombia: Quebradona S.A.

Hasta el momento de realización de este tribunal, la empresa no 
ha socializado con la comunidad las conclusiones del estudio de 
impacto ambiental. Sin embargo, la minera viene declarando en 
otros espacios, y con distintos sectores, los “beneficios” que traería 
el proyecto, aumentando la distancia entre los actores que se han 
opuesto a la minería y que luego de un foro realizado en el 2013 
no han tenido interlocución con los funcionarios o representantes 
de la multinacional.

Lo anterior genera dudas y malestar en la población, pues la publi-
cidad del proyecto se ha realizado en gremios económicos y políti-
cos que son de interés para la minera, dejando de lado a la comu-
nidad directamente afectada por la intervención de la AngloGold 
Ashanti en el Suroeste Antioqueño.

De igual forma, las decisiones adoptadas por la comunidad jeri-
coana en distintos espacios de participación ciudadana han sido 
desconocidas por los tribunales judiciales, quienes, haciendo una 
interpretación cerrada de la norma, han considerado que los mu-
nicipios, quienes son los que conocen directamente el contexto y 
dinámica de la comunidad, no pueden tomar decisiones respecto a 
los usos del suelo, los usos de los bienes comunes y las distintas 
formas de vida que allí confluyen.
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Es evidente entonces que, si bien no hay registros de acciones 
directas sobre graves violaciones a los derechos humanos, las re-
cientes disputas en el territorio han puesto de manifiesto un único 
interés por parte del poder ejecutivo: la generación de recursos 
para el sector minero. Dejando de lado los intereses de la pobla-
ción que ha sentido la persecución, la estigmatización y el abando-
no a sus demandas por los efectos de los trabajos de la minera en 
sus comunidades, su cotidianidad y especialmente la naturaleza 
que les rodea. A ello se suma la negativa de la Corte Constitucional 
de no reconocer las distintitas manifestaciones populares de las 
comunidades y organizaciones, en las cuales se reitera la negativa 
a la realización de proyectos mineros en territorios que han tenido 
vocación cafetera y agrícola.

Por todo esto, y ante lo confuso y conflictivo que resulta el papel de 
la minera y su proyecto Quebradona S.A., en el municipio de Jeri-
có, las comunidades y demás organizaciones que han emprendido 
la defensa del territorio y los bienes comunes continúan movilizán-
dose con el objetivo de que las afectaciones causadas por la multi-
nacional sigan siendo objeto de análisis y reflexión en espacios de 
participación como el presente Tribunal.

Fuente COA. Carnaval. Defensa del territorio. Junio 2019
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Caso 2: Crímenes contra la naturaleza.
El caso de la empresa Mineros S.A. 

Bajo Cauca (El Bagre y Nechí)
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Documento elaborado por el Colectivo Gente y Bosques, Asociación 
de Pescadores de Nechí, ASOVIAMCLA y el Instituto Popular de Ca-
pacitación.

La construcción del caso se fundamentó en los siguientes aspectos 
metodológicos: en un primer momento se identificó la problemá-
tica social y ambiental presente en los municipios de El Bagre y 
Nechí. Asimismo, se definieron los actores impactados con la acti-
vidad extractiva de Mineros S.A. (sujetos individuales y colectivos), 
se determinaron los derechos vulnerados (individuales, colectivos 
y de la naturaleza), y los actores responsables (públicos y privados) 
de dichas vulneraciones.

En un segundo momento se realizó un rastreo bibliográfico de las 
publicaciones del Observatorio Derechos Humanos y Paz sobre el 
caso, investigaciones previas que daban cuenta de dicha conflic-
tividad, así como la revisión de fuentes primarias y secundarias 
relativas a la minería en la región. 

En un tercer momento se realizaron talleres con comunidades de 
Nechí y El Bagre y un recorrido por el río Nechí para determinar 
en detalle las afectaciones al cauce del río, a la flora y la fauna que 
lo sustentan. Finalmente se desarrollaron encuentros con las per-
sonas que participarían como testigos del Tribunal Internacional 
de Opinión. 

Contexto

La subregión del Bajo Cauca se encuentra ubicada en el extremo 
nororiental de Antioquia. Tiene una extensión territorial de 8.485 
kilómetros cuadrados y ocupa el 13,5 % del área total del departa-
mento. Su jurisdicción comprende los municipios de Caucasia, El 
Bagre, Nechí, Cáceres, Tarazá y Zaragoza. 

Según proyecciones del DANE, para 2017 en aquellos municipios 
habitaban aproximadamente 312.331 personas. Alrededor de un 
22% de ese total han sido reconocidas como víctimas del conflicto 
armado. Datos de la misma institución, calculados a partir del 
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censo de 2005 y actualizados en junio de 2012, indican que la 
subregión del Bajo Cauca se ubica en el primer lugar en términos 
de pobreza (58,96%) y miseria (30,32%) con respecto a Antioquia, 
cuyas cifras son de 22,96% y 8,15%, respectivamente8 . Las cifras 
la ubican como la primera subregión antioqueña en términos de 
pobreza y miseria.

Aunque no es reconocida como una actividad económica, los culti-
vos ilícitos son significativos en la subregión. Fuentes oficiales dan 
cuenta de que en el territorio existen aproximadamente 13.000 
hectáreas de cultivos de coca, de los cuales las autoridades pre-
tenden erradicar 8.000 en el transcurso de este año9. Datos de 
la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito dan 
cuenta de que el Bajo Cauca (leído como integración de territorios 
de Antioquia, Córdoba y Bolívar) concentra el 46% de los cultivos 
registrados en el país.

Esta actividad ha sido determinante en la dinámica de violencia 
que atraviesa esta subregión: distintas estructuras armadas se 
han disputado el control de los recursos derivados de esta para la 
financiación de sus operaciones militares. A la par, han aprove-
chado la cuenca del río Cauca para establecer corredores estraté-
gicos de movilidad, por donde han transportado tropas, drogas y 
armamento para dar continuidad a la guerra.

Esto es evidente a partir de 2017, tras la firma del Acuerdo de Paz 
entre el Gobierno y las FARC. Una vez esta guerrilla salió del terri-
torio, otros actores armados, tanto de origen subversivo como pa-
ramilitar, empezaron a disputarse una mayor participación en la 
cadena del negocio de la droga y de la explotación aurífera. Eso ha 
ocasionado la reconfiguración de un escenario de disputa armada 
por el control del territorio y las fuentes de recursos. 

Así lo han reafirmado también investigadores de la Fundación Paz 
y Reconciliación, quienes argumentan que, además de la guerrilla 
del ELN y disidencias de los frentes 36 y 18 de las FARC, en esa 
subregión hay dos grupos armados dominantes. Se refieren a las 

8	 IPC, 2018.
9	 Noticias Caracol, 2019.
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Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC, o Clan del Golfo) y a 
los Caparrapos (autodenominados Bloque Virgilio Peralta Arenas). 
Estos últimos se están expandiendo en los municipios y creciendo 
política y militarmente10.

El resultado de esas disputas es la crisis humanitaria que padecen 
los habitantes de la subregión desde el año pasado. Las violacio-
nes de derechos humanos han sido descritas en al menos tres 
alertas tempranas emitidas por la Defensoría del Pueblo. Según 
Jhon Jairo González, encargado de esta entidad para Antioquia, 
durante 2018 se registraron 396 homicidios, lo que representa un 
incremento del 200% con respecto al año 201711. 

En ese mismo período se registraron más de 4.700 personas des-
plazadas de barrios y veredas de distintos municipios, la cifra más 
alta en los últimos diez años. De hecho, desde enero de 2016, 
con el desplazamiento de cerca de 570 personas de las veredas 
del corregimiento de Puerto Claver, ubicado en El Bagre, no se 
presentaban eventos masivos. Pero el año pasado se presentó un 
incremento exponencial: según datos de la Unidad para la Aten-
ción y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), se registraron 
14 desplazamientos forzados colectivos.

Además de ello, se están presentando permanentemente otras vic-
timizaciones de las cuales no ha sido posible acceder a un registro 
oficial para dimensionar su magnitud. Nos referimos a las agre-
siones contra líderes sociales y defensores de derechos humanos, 
las desapariciones forzadas, los reclutamientos de niños, niñas y 
adolescentes, y las extorsiones a campesinos beneficiarios de sub-
sidios por su participación en el PNIS. Al respecto un representan-
te de ASOVIAMCLA afirma:

En el tema de crisis humanitaria quiero resaltar las amenazas, desplaza-
mientos, confinamiento, reclutamiento de menores, niños, niñas y adoles-
centes que ha venido en aumento desde 2013 y tuvo un alto índice hasta 
el día de hoy. Desde el 2016, al corregimiento de Puerto Claver, y luego a 
todo el municipio, llegaron más grupos de los que naturalmente acostum-
brábamos a identificar, eran aproximadamente cuatro. Hoy son unos ocho 
grupos, incluyendo la delincuencia común. Se han apoderado del dominio 
territorial metiéndole a la población más miedo de lo que anteriormente 
teníamos. Estos grupos hacen toda clase de artimañas para posesionarse 

10	 Verdadabierta.com, 2019.
11	 Teleantioquia Noticias, 2019.
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en el territorio. De ahí pasamos a la presencia de grupos armados al mar-
gen de la ley, nuevos grupos remplazan a los antiguos, (…) Mencionaban 
algunos grupos al margen de la ley que podrían tener posibles vínculos con 
la empresa Mineros S.A.; controlan el territorio a lado y lado de donde la 
empresa tiene su área de influencia. 

(…) Hay amenazas a cuatro líderes representativos (…) Cuando se descu-
brió que El Bagre es un municipio priorizado [por el Acuerdo de Paz], y 
que de algún modo han cobrado participación las comunidades, recibimos 
amenazas las personas que estamos en el proceso de sustitución [de cul-
tivos ilícitos] y por eso el municipio de El Bagre se quedó paralizado para 
octubre del año pasado, todo se quedó quieto. La administración municipal 
también le puso trabas al asunto, y metiendo de por medio las contin-
gencias de Hidroituango. Hasta que llegaron la erradicaciones forzadas a 
partir de enero y que aún continúan en el territorio. No tenemos ninguna 
clase de respuesta y en estos momentos solo nos quedan las movilizacio-
nes sociales de las comunidades que estamos en pie de lucha, por eso del 
Bajo Cauca necesitamos todo el apoyo de los municipios para la implemen-
tación porque esto nos da un cambio de vida. Tenemos que abrir el camino 
de algunas personas que es ilegal a un paso legal. (Testimonio 1, presen-
tado el 21 de noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de 
Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia).

Sumado a lo anterior12, la minería de oro ha sido considerada “el 
renglón más importante de la economía de esta subregión” . De 
hecho, la Confederación Nacional de Mineros de Colombia (Conal-
minercol) reconoció a mediados de 2012, año en el que se publicó 
el dato más actualizado, que aproximadamente el 80% de la po-
blación dependía de la explotación del oro. Solo el municipio de El 
Bagre genera cerca del 50% del oro que se produce en todo el Bajo 
Cauca, y en 2017 registró la mayor producción de oro del país: un 
13%13.

Al respecto, el estudio denominado Producción minera, territorio 
y conflicto en Colombia. Retos globales y locales para la protec-
ción de los derechos humanos, realizado por Soledad Betancur, 
investigadora del Instituto Popular de Capacitación, explica que 
Antioquia es uno de los departamentos con más altos niveles de 
producción y exportación de oro en el país. El oro se extrae tanto 
de la subregión del Nordeste como de la subregión del Bajo Cauca. 

Según esta investigación, en estas regiones operan las empresas 
Gran Colombia Gold y Mineros S.A. La empresa Mineros S.A. con-
centra su actividad extractiva en El Bagre, Caucasia, Zaragoza y 
Nechí. El estudio afirma que, en los municipios de la subregión del 
Bajo Cauca, Mineros S.A. produce aproximadamente diez tonela-
12	 Departamento de Antioquia, s.f.
13	 Uniminuto, 2018.
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das de oro durante un año; esto equivale a la cuarta parte del oro 
que se produjo en el país en 2017. 

Adicionalmente, la investigación plantea que la producción de la 
empresa Mineros S.A. tiene origen en un título de Reconocimiento 
de Propiedad Privada (RPP) que abarca aproximadamente 36.700 

Ilustración 1.
Zona de operaciones de la empresa Mineros S.A.

Fuente: Documento Certificado de Reservas Mineros S.A.pg. 242 (2019).
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hectáreas. La naturaleza del título permite la explotación del suelo 
y el subsuelo a perpetuidad. Esta producción corresponde a una 
explotación aluvial que se concentra en el río Nechí, uno de los 
afluentes principales del río Cauca. 

La explotación de oro en la región le permitió a Mineros S.A. expan-
dirse hasta Nicaragua a través de su filial Hemco, convirtiéndose 
en una empresa multilatina en el 2013. En 2017 se unió a Royal 

Ilustración 2.
Ubicación geográfica de los RPP de Mineros S.A. Fuente: Contrato de Consultoría No. 

19547-003-2012 Unidad de Planeación Minero Energética -UPME-
y Universidad Nacional de Colombia, pg. 87(2012).
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Road Minerals para encontrar depósitos minerales con reservas 
superiores a dos millones de onzas de oro. En 2018 se expandió 
hacia Argentina y Chile. En 2019 la misma empresa contrató a 
Roscoe Postle Associates Inc (RPA), una empresa independiente de 
ingeniería con sede en Toronto, Canadá, con más de 30 años de 
experiencia en la industria y reconocida en el mercado canadien-
se por su especialidad en estimación y certificación de recursos y 
reservas. Mediante esta certificación, Mineros S.A. pretende con-
tinuar con su actividad de explotación aurífera hasta aproxima-
damente el año 2026, tal como se puede constatar en el siguiente 
mapa:

Ilustración 3.
Proyección de localización de dragas de explotación.

Fuente: Documento Certificado de Reservas Mineros S.A. pg.303 (2019)
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Lo que significa que la empresa proyecta realizar la explotación 
aurífera por siete años más. Su pretensión consiste en expandir 
las dragas de explotación desde la parte oriental del río Nechí, 
donde actualmente opera, hasta la parte occidental. Esto sin con-
siderar las implicaciones que tal hecho podría ocasionar en todos 
los ecosistemas que componen el afluente, evadiendo además su 
obligación de respetar los derechos humanos. 

Principales violaciones a los derechos colectivos 
Vulneraciones al derecho al territorio

La población aledaña a la cuenca del río Nechí se compone de indí-
genas, campesinos y afrodescendientes. Todos ellos han habitado 
histórica y tradicionalmente ese territorio sin la necesidad de títu-
los sobre la tierra. Pero ni el Estado ni Mineros S.A. los reconocen 
como pobladores. Incluso, Mineros S.A. desconoce la presencia de 
pueblos indígenas, con la excepción de la titulación colectiva del 
resguardo de Zabalito. 

Por su parte, las comunidades han pretendido formalizar la titula-
ción de la tierra. Sin embargo, no se han presentado avances por 
la poca diligencia de la Agencia Nacional de Tierras, así como de 
otras instituciones competentes para llevar a cabo este proceso. 
De lo anterior se deduce que la vulneración se ha dado por omisión 
del Estado y por acción de Mineros S.A.

Las comunidades a las cuales se les vulnera este derecho son los 
pescadores de Río Viejo, El Guamo, Sabalito, El Pital, y San Pedro, 
los afrodescendientes de Puerto Claver, y las comunidades campe-
sinas e indígenas de San Pedro y El Real, afectados en jurisdicción 
de El Bagre; también a los afrodescendientes de Cargueros, Bija-
gual, La Ye, Las Conchas, Concepción, Corrales, Puerto Iguana, 
Morropoto, Las Flores y Quebrada Cienoso, las comunidades cam-
pesinas e indígenas de El Catorce, los pescadores del casco urba-
no, La Esperanza, Puerto Líbano y Plan Bonito, y veredas como Las 
Sardinas y El Puente, Bocas de la Llana, San Carlos, Zabalito, El 
Pital, Río Viejo, Y La Trinidad, afectados en jurisdicción de Nechí.
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Es importante mencionar que en el municipio de El Bagre se pre-
senta la mayor informalidad en materia de tenencia de la tierra. 
Además, una parte de la tierra pertenece a la reserva forestal de la 
Serranía de San Lucas, y otra está titulada a la empresa Mineros 
S.A. Lo anterior incide directamente en la vulneración al derecho 
de acceso a la tierra que tienen los pobladores de la región. 

Vulneraciones al derecho a la consulta previa, libre e informada

El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), normativa ratificada por el Estado Colombiano, establece 
el derecho de los pueblos indígenas a la consulta previa, libre e 
informada. Conforme a la norma, los pueblos indígenas deben ser 
consultados cuando sus vidas individuales y comunitarias se vean 
amenazadas por la implementación de medidas administrativas, 
legislativas y/o proyectos de desarrollo en sus territorios. Se cono-
ce que tanto en los municipios de El Bagre como en Nechí habitan 
los pueblos indígenas Embera Eyábida Sohibado y la comunidad 
Zenú, Valle del Sol.

Representantes de estas comunidades étnicas reconocen que, des-
de el inicio de sus operaciones, Mineros S.A. no ha realizado nin-
guna consulta y tampoco ha obtenido el consentimiento de las 
comunidades. Lo anterior constituye una flagrante vulneración a 
los derechos colectivos a la tierra, el territorio, el desarrollo propio 
y a la diversidad cultural. 

Violaciones a los derechos de la naturaleza y afectaciones al 
río Nechí

La pérdida en flora, fauna y biodiversidad alcanza aproximada-
mente el 80%. Además, se tienen indicios de la desaparición y la 
extinción de algunas especies. Entre las afectadas se encuentran 
aves, reptiles, primates, roedores, anfibios e insectos. Es latente el 
impacto negativo en la biofauna y la microfauna. Entre los anima-
les amenazados están el oso perezoso, el mono tití, el chigüiro, la 
danta, el venado, el armadillo, el ñeque, el puercoespín y el trigui-
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llo (mamíferos); la babilla, la hicotea o tortuga de orejas naranjas 
(reptiles); la guartinaja (roedor); el águila pescadora, el ganso, el 
loro, la guacamaya, el gavilán, la garza, el pato cuchara y el pato 
lluvia (aves); el bocachico, el bagre, el barbudo, la dorada, el vie-
jito, el picudo, la mojarra amarilla, la mojarra negra y la agujeta 
(peces). 

Entre las especies vegetales afectadas destacan el mangle, el cati-
vo y el cucharo. Tanto el mangle como el cativo son esenciales para 
mantener la vitalidad de los humedales y las ciénagas. 

Lo que pasa es que los animales empiezan a emigrar por la devastación de la 
minería que ha hecho Mineros S.A. en los territorios (…) Empieza a trabajar en el 
río donde están los caimanes, los animalitos, donde están los chigüiros, el pato 
yuyo, donde están todas esas aves que se relacionan ahí en ese campo y que 
empiezan a irse a otros lugares porque ya no tienen donde sustentarse. A noso-
tros (…) nos duele en el alma lo que está sucediendo, es increíble la devastación 
que está haciendo Mineros S.A. (…) Para el año 2018 hubo un rompimiento de 
un jarillón donde corría solamente el lodo en aquellas partes de los humedales, 
solamente lodo. Eso tiene una profundidad de cuatro a cinco metros de profun-
didad, uno metía la mano y le llenaba la mano el lodo, es una cosa increíble. 
Estamos sufriendo, perdiendo, porque ellos quieren sobrepasar los límites que 
nosotros queremos conservar en nuestra naturaleza. Nuestro colectivo empieza a 
hablar con las comunidades, a socializar cómo se puede obtener el título, cómo 
se puede llegar a tener ese territorio, pero Mineros no está haciendo eso. Cuando 
Mineros empieza a tener títulos sobre esas personas que están en esos territorios 
y a sacarlos, despojarlos, muchas personas son desplazados y sufren las con-
secuencias. (Testimonio 2, presentado el 21 de noviembre de 2019 en el marco 
del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes en 
Antioquia).

En el trabajo con las comunidades de El Bagre y Nechí se encontró 
que el caudal del río Nechí había disminuido un 70%. El río llegó 
a tener una profundidad de hasta doce metros en algunos lugares, 
y su irrigación permitía que los humedales sirvieran como sitios 
para el desove de los peces. Pero la actividad minera, el desvío de 
su cauce y su contaminación por sedimentación, han impactado 
los ciclos de inundación e irrigación del río y, por ende, los de los 
humedales. Respecto a los cambios en el curso del río, se supo que 
entre Puerto Gaitán y Río Viejo se han perdido varias bocas, como 
las de Puerto Corozo, Puerto Gaitán y San Carlos, representando 
alteraciones a la dinámica hidráulica del río. 

Por otra parte, algunos espejos de agua se han transformado en 
cargueros, playas, playones y pastos para la ganadería, mientras 
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que algunas zonas de cultivo ahora son potreros o ciénagas de 
doce a quince metros de profundidad. Estas nuevas ciénagas no 
tienen posibilidad de aprovechamiento, dado que no hay dinámi-
cas de entrada y salida de las corrientes del río. Se calcula que 
para su aprovechamiento se requieren mínimo 30 años. Es inne-
gable entonces que existe una afectación directa sobre la pesca, 
los cultivos y los ciclos vitales de las especies que habitan el río y 
los humedales. 

Adicional a lo anterior, se comprobó que la explotación aurífera de 
Mineros S.A. ha ocasionado daños en quebradas como La Trini-
dad, San Pedro, El Sapo, Cacerí y La Pomposa.

De acuerdo a la información recolectada por el Instituto Popular 
de Capacitación entre 1985 y 2019, el sistema de humedales aso-
ciado al cauce del río Nechí ha disminuido en un 90%. Los pobla-
dores de la región señalan que hoy en día existen únicamente los 
humedales de Corrales, Chibolo y el Tolo. La contaminación por 
sedimentación y el cercamiento son las principales causas de su 
desaparición. 

Humedales como Puerto Corozo, Puerto Gaitán y Bijagual han 
desaparecido totalmente. En el caso concreto del humedal Zaba-
lito, reconocido en la región como uno de los más afectados, este 
pasó de ser una llanura inundable y de estuarios a un solo espejo 
de agua. Un caso similar sucedió con el humedal Río Viejo, que se 
convirtió en un meandro del río tras la minería. Su transformación 
detuvo los servicios ecosistémicos que este brindaba a siete vere-
das de Nechí, El Bagre y Caucasia.

A estos casos, se suman las afectaciones a humedales o ciénagas 
como San Pumoso, El Almendro, Cagüi, Los Patos, Matasalsa, Los 
Moncholos, Los Piojos, Fangu, El Socorro, Guache, Santa Marga-
rita, Puerto Nuevo, Buenos Aires, San Pedro, Mochilón, Corrales, 
Los Patos, Vásquez y El Ocho, Bocas del Guamo, Pital, Jovascal, 
Palanca, Burro, Hoyo Grande.y Bocas de la Llana, que llega hasta 
la quebrada San Pedro, y está ubicado sobre el título de reconoci-
miento de propiedad privada (RPP) de Mineros S.A. Antes de la en-
trada de la empresa al territorio, estos ecosistemas se conectaban 
con las corrientes del río Nechí y sus afluentes, pero ahora están 
aisladas y en épocas de verano desaparecen. 
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Ante la pérdida de los humedales de la vereda La Esperanza, un 
representante de la Asociación de Pescadores de Nechí sostiene 
que: 

Allá quedan pocos humedales donde desprende la empresa minera. Allá 
en la parte de abajo donde ejecutamos la pesca, ya los humedales sin-
ceramente esta sin pescados, nosotros estamos sufriendo. No sé por qué 
Corantioquia (…) está dando los permisos a Mineros S.A. para acabar con 
esos humedales. ¿Qué piensan acerca de nosotros los pescadores en la 
vereda Nueva Esperanza en Nechí? (…) Tenemos unos humedales que sin-
ceramente merecen que los tengan en cuenta, porque dentro de dos o tres 
años ya no tenemos nosotros donde ir a pescar para buscar el sustento. 
Siempre hemos tenido esa conversación con Mineros S.A. y ellos no tienen 
en cuenta eso. Para mí es algo muy importante porque sin esos humeda-
les ¿de qué vamos a sobrevivir nosotros los pescadores? (…) Ahí donde 
está Mineros S.A., hacia abajo, hay 15 humedales, son una cantidad... 
hay uno de San Pumos, ellos están ahí ahora mismo, van a acabar con 
ese humedal. Ellos dicen que van a hacer unos nuevos, pero no es igual a 
esos que ya han nacido desde la época de mis abuelos y ahora destruidos, 
(Testimonio 3, presentado el 21 de noviembre de 2019 en el marco del Tri-
bunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes en 
Antioquia).

Afectaciones a la pesca

La pesca ha disminuido en un 90% en la zona. Destacando que 
entre 1985 y 1990 las familias ribereñas subsistían de esta debido 
a su abundancia. No en vano, una faena de pesca representaba 
entre 250 y 300 kilogramos de bagre, cantidad suficiente para la 
subsistencia de una familia de ocho miembros y la generación de 
excedentes. Esta situación se mantuvo hasta 1994, cuando los 
ciclos de migración de los peces aún se conservaban. Pero a partir 
del año 2000 se dieron diversas afectaciones, causadas en su ma-
yoría por la minería. 

La reproducción de especies como el bocachico, la doncella, el ba-
gre, el blanquillo, la dorada, la arenca y la sardina se vio alterada 
y menguada, pues estos peces necesitan de quebradas y aguas 
corredizas para llevar a cabo su proceso reproductivo. Aunque hay 
especies tales como el viejito, el mojón y la mojarra, que no requie-
ren de estas condiciones naturales, también se vieron afectadas 
por la actividad minera. Entre el 2013 y el 2019, tanto la cantidad 
de peces como la productividad en la pesca han tendido una baja 
significativa. En 2008 se obtenían hasta 2.000 peces; en 2013, 
200; y en 2019, 100. Actualmente en una jornada nocturna solo 
se obtienen alrededor de 20 peces. 
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Ahora bien, según los hallazgos, entre mayo y septiembre se pre-
sentaba la “bajanza” de peces, lo que significaba que desde mayo 
hasta septiembre no había necesidad de pescar. Ciclo que resul-
taba muy rentable para las personas dedicadas a la actividad pes-
quera. Hoy en día, debido a la disminución del cauce del río, los 
cambios en la temperatura del agua y la presencia de sustancias 
contaminantes, los peces están muriendo, principalmente el bagre 
y el sábalo. A lo anterior se suma la denuncia de los representan-
tes de la Asociación Agropecuaria Pesquera de Nechí, quienes ase-
guran que la empresa Mineros S.A. ha acorralado a los pescadores 
de tal modo que actualmente están pescando a 200 metros de la 
cabecera urbana. 

Al realizar una valoración de los daños y el lucro cesante causados 
por Mineros S.A., y en particular lo concerniente a los ingresos 
anuales provenientes de la actividad pesquera, encontramos que 
desde 2009 hasta 2019 esta ha presentado variaciones importan-
tes:

Por otro lado, se estima que, de un total de 1.785 pescadores regis-
trados en el municipio, aproximadamente 800 están siendo perju-
dicados por la empresa Mineros S.A. Cabe destacar que el 70% de 
los pescadores viven en el casco urbano de Nechí.

Año 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 
N. de 
pescadores 

 
120 

 
170 

 
220 

 
270 

 
320 

 
370 

 
420 

 
470 

 
520 

 
570 

 
620 

Ingresos 
anuales 
(Dueño 
entable-
faena*) 

 
18, 5 
mill. 

 
18,5 
mill. 

 
18,5 
mill. 

 
6 mill. 

 
6 mill. 

 
6 mill. 

 
6 mill. 

 
12 
mill. 

 
7 mill. 

 
3 mill. 

 
1 
mill. 

Ingresos anuales por actividad pesquera

Fuente: Elaboración derivada de encuentro con pescadores delmunicipio de Nechí,
18 deoctubre de 2019. *Faenas: Primera faena = diciembre a

febrero/Segunda faena= abril a mayo /Tercera faena= septiembre a octubre.
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Acusación 

La empresa Mineros S.A. es responsable de graves y sistemáticas 
violaciones de derechos humanos, toda vez que sus acciones son 
contrarias a los Principios Rectores sobre las Empresas y los De-
rechos Humanos aprobados por el Consejo de Derechos Humanos 
de la Organización de Naciones Unidas (ONU) en 2011. Al respecto, 
el Principio 11 consagra: “Las empresas deben respetar los dere-
chos humanos. Eso significa que deben abstenerse de infringir los 
derechos humanos de terceros y hacer frente a las consecuencias 
negativas sobre los derechos humanos en los que tengan alguna 
participación”14.

Vale la pena destacar que, desde el inicio de la explotación de oro 
en los territorios de la subregión del Bajo Cauca, Mineros S.A. ha 
impuesto un “modelo de desarrollo” que atenta contra los dere-
chos humanos de los pobladores de la región, así como contra los 
derechos de la naturaleza. Las vulneraciones ocasionadas no solo 
afectan a las comunidades sino al territorio en sí mismo, siendo 
éste otra de las víctimas de la actividad minera. 

Sumado a esto, es claro que la empresa desconoce el deber de 
debida diligencia que le corresponde en el marco de la actividad 
extractiva que realiza. Asimismo, omite los principios de preven-
ción y de precaución ambiental. A causa de estas omisiones, el río 
Nechí, los humedales, las ciénagas y las especies de flora y fau-
na que hacen parte de estos ecosistemas están siendo seriamente 
afectados.

Adicionalmente, el Estado colombiano violó flagrantemente el ar-
tículo 93 de la Constitución Política de Colombia, el cual consa-
gra: “Los tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben 
su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden 
interno”. Esto significa que se han vulnerado normas del Derecho 
Internacional, de los derechos humanos, así como normas del de-
recho interno. En el caso de la normativa internacional, es impor-
tante mencionar que gran parte de estas han sido ratificadas por 
el Estado colombiano.

14	 ONU, 2018.
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Recorrido río Nechí, municipio de Nechí, 19 de octubre de 2019.
Fuente:Agencia de Prensa IPC, 2019.
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Caso 3: Afectaciones a las comunidades del 
Bajo Cauca por el incumplimiento estatal del 
Programa Nacional Integral de Sustitución 

de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS)
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Documento elaborado con: Juntas de Acción Comunal, Asociación 
Campesina del Bajo Cauca (ASOCBAC) y la Red de Caminantes del 
Territorio de Cáceres.

La subregión Bajo Cauca se ubicada al norte del departamento 
de Antioquia, zona de la cordillera Central, entre las serranías de 

Mapa del Bajo Cauca

Fuente: Defensoría del Pueblo
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Ayapel y San Lucas, sobre las cuencas de los ríos Cauca y Nechí. 
Es una zona geográfica estratégica que conecta por el nororiente 
con la Serranía de San Lucas y el Sur de Bolívar; y por el norocci-
dente con el Nudo del Paramillo y el departamento de Córdoba. Es 
la tercera subregión más grande de Antioquia con una extensión 
de 8.485 kilómetros cuadrados, abarca el 13,5% del área total del 
departamento. Agrupa una población total de 302.261 habitan-
tes15 , distribuidos en los municipios de Cáceres, Caucasia, El Ba-
gre, Nechí, Tarazá y Zaragoza. 

Cabe recordar que la subregión presenta una multiplicidad de bie-
nes comunes, de allí que en las agendas dominantes de la Gober-
nación de Antioquia y de sectores privados, se determine imple-
mentar megaproyectos estratégicos relacionados con la explotación 
minería, la agroindustria y la construcción de la hidroeléctrica Hi-
droituango. 

La riqueza aurífera y la explotación ganadera son las actividades 
que se han constituido como los ejes prioritarios alrededor de los 
cuales se ha desarrollado la economía del Bajo Cauca, con activi-
dades complementarias como la agricultura, la pesca y el comer-
cio. Así pues, los servicios sociales, comunales y personales junto 
con el comercio, hoteles y restaurantes asociados a la actividad 
minera son los que más crecen, logrando una contribución a la 
producción departamental de 1,9%16. 

El Bajo Cauca hace parte de las denominadas Zonas Industriales 
Mineras (ZIMAS), estrategia estatal que busca satisfacer las de-
mandas de los mercados internacionales, especialmente europeos, 
quienes consideran a Colombia un país clave para la exportación 
de materias primas como el oro. A través de esta estrategia se bus-
ca reordenar el territorio y criminalizar la minería artesanal e in-
formal, que es desarrollada en muchos casos por familias pobres, 
que no cuentan con los requisitos necesarios para legalizarse de 
acuerdo a la normatividad existente en el país, lo que en últimas 
termina beneficiando a las grandes empresas mineras.

15	 Gobernación de Antioquia, 2017.
16	 Comfenalco, 2018, p.5.
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En la actual Política de Seguridad y Defensa del gobierno de Iván 
Duque, se considera “legal y legítimo” reprimir y perseguir los pro-
cesos organizativos que se dedican a luchar por la sustitución con-
certada de cultivos. Estrategia enmarcada en el concepto de “segu-
ridad nacional”, que considera una amenaza a las organizaciones 
que se movilizan en torno a este tema, pues las señala como defen-
soras de las economías ilegales. En el caso del Bajo Cauca, donde 
existen procesos como el de Asociación Campesina del Bajo Cauca 
(ASOCBAC) y la Coordinadora Nacional de Cultivadores de Coca, 
Amapola y Marihuana (COCCAM), se han presentado agresiones 
y judicializaciones contra los líderes y lideresas que participan en 
el PNIS.

Metodología del caso

Para lograr estructurar las denuncias sobre la subregión Bajo 
Cauca, hubo una ruta marcada por cuatro momentos. El primer 
momento consistió en el dialogo con líderes del territorio, en espe-
cial líderes y lideresas de Cáceres, Tarazá, El Bagre, Valdivia, so-
bre ¿qué es el Tribunal Internacional de Opinión?, ¿cuáles son sus 
alcances? y ¿cuál es su importancia? Para los líderes y lideresas el 
TIO era una posibilidad primordial para visibilizar las problemá-
ticas que viven los pobladores del territorio, y lograr un reconoci-
miento de lo ocurrido dado el poco o nulo acompañamiento que 
tienen por parte del Estado.

En un segundo momento, se procedió a consensuar entre los lí-
deres y lideresas cuál era la problemática más representativa en 
la subregión. Los líderes decidieron abordar el tema de cultivos de 
uso ilícito y el tratamiento inadecuado que históricamente se le ha 
dado en el territorio.

Se hizo especial énfasis en las posibilidades que surgieron a raíz 
del Acuerdo de Paz entre el Gobierno y las FARC, puesto que fue 
una oportunidad para darle un abordaje distinto a la problemáti-
ca de los cultivos, construir procesos e implementar proyectos y 
acciones que dignificaran la vida de los cultivadores. Sin embargo, 
la nula implementación y la poca de voluntad institucional dejan 
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a los campesinos sin opciones de sobrevivencia, y los convierte en 
el principal objetivo a atacar dentro de la cadena del narcotráfico, 
siendo este el eslabón más débil. 

En un tercer momento, se encargaron tareas para los líderes y 
los investigadores que los acompañaban. Por un lado, los inves-
tigadores debieron buscar información sobre la implementación 
del Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso 
Ilícito (PNIS), y también sobre otros procesos de sustitución plan-
teados en el pasado. Por su parte, los líderes hicieron un ejercicio 
de memoria y reconstruyeron el momento en el que llegaron los 
cultivos de uso ilícito al territorio, cuáles eran los actores inmersos 
en la problemática, cómo han cambiado las dinámicas sociales y 
económicas, cómo llegó el PNIS y cuáles han sido sus principales 
barreras. 

Para finalizar, se hizo un ejercicio de reflexión sobre los daños 
sufridos a causa del  tratamiento punitivo que se le da a los cam-
pesinos cultivadores de hoja de coca; los daños y vulneraciones 
provocadas por la lenta implementación del PNIS por parte de la 
institucionalidad, pero también por parte de grupos armados que 
quieren imponer el modelo de narcotráfico en el territorio. Los da-
ños fueron considerados bajo cuatro categorías: el individual (cada 
campesino), el familiar, el colectivo (organizaciones) y las afecta-
ciones a la naturaleza y los bienes comunes. 

Caso

La situación en el Bajo Cauca es, en palabras de uno de los líderes 
campesinos que intervino en el TIO, “la lucha de los territorios, 
que viene a ser [la lucha] por la gerencia de las tierras, por el sis-
tema productivo”.

El campesinado quiere trabajar la tierra, pero el narcotraficante y 
el férreo control armado de grupos ilegales les ha impuesto qué, 
cuándo y cómo cosechar. Ante esta situación, los líderes se han 
organizado para exigir el cumplimiento del Acuerdo de Paz, el cual 
incluye un cambio en su modo de vida y un cambio en el trato mi-
litar que erradica forzosamente y recurre al glifosato. 
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Graves afectaciones han vivido en el Bajo Cauca por culpa de los 
incumplimientos, los cuales se materializan en la evidente desar-
ticulación y negligencia de las agencias gubernamentales, el in-
cumplimiento de los tiempos acordados para la implementación, 
el constante recorte al presupuesto del PNIS, la imposición institu-
cional, la falta de negociación con las comunidades, el poco avance 
de estrategias complementarias incluidas en el Acuerdo de Paz, y 
la persistencia de dos políticas estatales que son contradictorias: 
una con un enfoque social y otra con un enfoque basado en el or-
den público.

Diferentes análisis y cifras muestran que los campesinos coca-
leros, a pesar de la reducción del ingreso económico que supone 
la sustitución de cultivos y el ingreso al PNIS, adquirieron desde 
el principio un fuerte compromiso y estaban convencidos de que 
si se les brindaban alternativas productivas, se la jugarían por 
proyectos lícitos y sostenibles. No obstante, la negligencia y las 
omisiones del Estado convirtió el programa en una carga para los 
líderes debido al trabajo extra que representa. Sumado a los se-
ñalamientos que suponen un riesgo para su seguridad, y ponen 
en peligro el empeño y la voluntad que hasta ahora han mostrado 
en la implementación del PNIS. Los incumplimientos sistemáticos, 
la  desconfianza en la institucionalidad y la creciente precariedad 
económica, puede desembocar en una resiembra, lo que a su vez 
agudizaría los daños ambientales, sociales y culturales, de los cua-
les, paradójicamente, los campesinos son las principales víctimas.

Entre las principales afectaciones se identificaron la pérdida de la 
soberanía alimentaria. La siembra de coca ha desplazado la cose-
cha de productos agrícolas tradicionales que son fundamentales 
para la subsistencia de las comunidades.

La “riqueza en moneda y la pobreza productiva” es una expresión 
que alude a la monetización de la vida campesina, afecta la cultura 
y la tradición solidaria, promueve la acumulación y el individua-
lismo, desarticula y genera conflictos sociales. El monocultivo de 
la hoja de coca es para el usufructo de un único actor. La relación 
que antes era de campesino a campesino, o de campesino a comer-
ciantes, pasa a ser una relación entre el campesino y el narcotra-
ficante. Es decir que el campesino ahora debe rendirle cuentas a 
un actor ilegal.
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El hecho de que solo exista una práctica lucrativa alrededor de 
una economía ilegal, genera inflaciones en la economía local que 
incrementan el costo de vida para el campesinado, pues aunque 
existen mayores ingresos por los cultivos de uso ilícito, el precio de 
los insumos básicos y productos de uso familiar aumentan. Y por 
la ausencia estatal, son mayores las dificultades para llevar mer-
cancías a esos territorios en los que permanecen los campesinos. 

En las zonas donde el paramilitarismo ejerce el control territorial 
se implantó la lógica de propiedad privada de la vida: se restringe 
la movilidad tradicional de los campesinos y campesinas por los 
caminos vecinales, y se imponen horarios y fronteras. Ese con-
trol armado también trae inseguridad por los combates entre los 
grupos armados, los asesinatos, los robos de la base de coca y los 
desplazamientos forzados. El testimonio de una lideresa de Tarazá 
permite hacerse una idea de la crisis humanitaria que vive el Bajo 
Cauca:

Desde el 2017 que inició el PNIS en el municipio de Tarazá, los líderes 
muertos eran sido líderes de ASOCBAC (…) En Tarazá y Cáceres tenemos 
hasta el momento más de 3.000 personas desplazadas por la ola de violen-
cia que se desató a partir del Acuerdo de Paz. Los casos de desplazamien-
to selectivo, que es cuando van y le dicen a la persona “no lo queremos 
ver aquí”, son incalculables, no se tiene cuantificada la suma de cuántos 
pueden ser, (Testimonio 2, presentado el 21 de noviembre de 2019 en el 
marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes 
Comunes en Antioquia).

Los procesos de acumulación violenta de la tierra agenciados por el 
paramilitarismo, generan nuevos casos de colonización por parte 
de campesinos expulsados de sus tierras que se adentran en zonas 
de reserva y áreas de protección, situación que acarrea múltiples 
impactos ambientales por la deforestación y perdida de hábitat 
que sustenta las diferentes especies de fauna y flora. 

Entre los cambios e impactos relevantes encontrados por los lí-
deres, se menciona la proliferación de microtráfico y el aumento 
del consumo de sustancias psicoactivas. También va en aumento 
el uso de mujeres y menores de edad para la venta de estas sus-
tancias. El campesino es presionado para que cultive coca, lo per-
siguen por sembrarla, y además enfrenta un problema de salud 
pública en su círculo familiar cuando alguno de sus integrantes 
consume o vende la droga. 
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Por culpa de la no implementación oportuna y debida del PNIS y 
los proyectos complementarios, muchos de los campesinos que 
erradicaron voluntariamente y permanecen en sus territorios, han 
tenido que enfrentarse a las amenazas de la resiembra y las fumi-
gaciones de poca precisión por parte del Gobierno. 

Es difícil la situación porque ahora que sale Santos de su presidencia, hoy 
vuelve y renace el tema de la fumigación y de la erradicación manual. Si el 
campesino en un momento determinado le fumigan, para poder subsistir 
vuelve a sembrar, (Testimonio 2,  presentado el 21 de noviembre de 2019 
en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los 
Bienes Comunes en Antioquia).

Las fumigaciones con glifosato, estrategia asociada y complemen-
taria a las ofensivas militares, aumentan los desplazamientos for-
zados, dañan la fertilidad de los suelos, matan los productos agrí-
colas y afectan la salud de los campesinos: 

Es totalmente peligroso el uso de glifosato. Mientras tanto, ante el mundo 
entero, el Ministro de Defensa se bañaba con el glifosato y dice que no tiene 
nada que ver, que no es dañino ni está comprobado. Demostrando la falta 
de interés que desde el gobierno se tiene por el bienestar del campesinado. 
Para que se comprobara [lo nocivo], [desde] la Organización Mundial de 
la Salud pusieron estudios, análisis científicos y médicos, donde la gesta-
ción madres en Colombia no llegaba a buenos términos. Muchos de esos 
bebés nacieron por error, ¿por qué?  Porque el paso avioneta contamina 
aguas, los bosques, los productos productivos que el campesino sembraba 
para sostenerse; obviamente al alimentarse la salud se iba deteriorando, 
(Testimonio 1,  presentado el 21 de noviembre de 2019 en el marco del 
Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes 
en Antioquia). 

A los líderes y lideresas no solo les preocupa las afectaciones por 
las aspersiones de glifosato. Los asesinatos y la judicialización de 
campesinos y campesinas cultivadores de coca han desarticulado 
las familias, dejándolas, en muchos casos, sin la persona encarga-
da del sustento familiar:  

Los que nos pusimos al frente del Proceso de Paz y la sustitución de cul-
tivos ilícitos hemos perdido cualquier cantidad de líderes asesinados. En 
este momento, la violencia que nos ha marcado en la subregión del Bajo 
Cauca no es  tema del Gobierno nacional. Voy a hacer un recuento breve: 
nada más en Tarazá tenemos hasta el momento seis líderes asesinados, 
uno en Valdivia, y dos en Cáceres, la mayoría  pertenecientes al programa 
de sustitución de cultivos, (Testimonio 10,  presentado el 21 de noviembre 
de 2019 en el marco el Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa 
de los Bienes Comunes en Antioquia).
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Por último, los líderes y lideresas hicieron especial énfasis en el 
rol que desempeñan las mujeres y las consecuencias que tiene 
la oleada de violencia en ellas, especialmente en las jóvenes y las 
madres: 

Hay terror con los reclutamientos. Muchas madres que tienen hijos jóve-
nes viven con temor de que en cualquier momento los recluten. A muchas 
niñas adolescentes, se les han vulnerado los derechos de menor de edad, 
se les han vulnerado en la sexualidad, debido a la pobreza muchos gru-
pos se aprovechan de esas niñas (…) No es justo que tanta violencia esté 
acabando con estos municipios, estos corregimientos. No es solamente un 
corregimiento, es en muchas partes donde se están aprovechando de ellas. 
Por favor, que la voz de la mujer sea escuchada, no vulnerada. En mu-
chas partes hay veces que la mujer habla y eso que habla no es válido. 
Las mujeres tenemos derechos a ser escuchadas, respetadas y valoradas, 
(Testimonio 2,  presentado el 21 de noviembre de 2019 en el marco el Tri-
bunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes en 
Antioquia).

Con sus palabras y sus exigencias, los líderes y lideresas del Bajo 
Cauca hilaron el problema histórico de la hoja de coca. Recrudeci-
do ante la ausencia de medidas reales de sustitución de cultivos y 
dignificación del campesinado. Problemática de la que únicamente 
se han beneficiado actores legales e ilegales. Las comunidades se 
llevan la peor parte del lucrativo engranaje: las fracturas sociales, 
las carencias económicas y las pérdidas culturales. 
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   Corporación Jurídica Libertad. Medellín, 21 de noviembre de 2019.
Audiencia del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes.
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Caso 4: Contexto sobre minería “ilegal y 
legal” en Ituango y sus daños al territorio 

entre 2015 y 2019
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Documento elaborado con el Comité Permanente de Derechos Hu-
manos Héctor Abad Gómez y el Nodo Antioquia de la Coordinación 
Colombia Europa Estados Unidos.

El municipio de Ituango ha sido uno de los territorios de Antioquia 
más victimizado por los grupos armados tanto legales como ilega-
les. Así lo destacan las cifras de la Unidad de Víctimas. Desde la 
década de los 80´s, hicieron presencia en el municipio el ELN y las 
FARC. Luego las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá 
en los 90´s. Y posteriormente, en 1996, el Bloque Mineros, el Blo-
que Metro y el Bloque Noroccidente de las Autodefensas Unidas de 
Colombia. Durante la época más intensa del conflicto se presenta-
ron grandes masacres, entre ellas las de El Aro, La Granja, Pio X 
y Badillo. Entre 1996 y 2002, según el proyecto Colombia Nunca 
Más17, en este territorio se registraron seis masacres que dejaron 
51 víctimas. 

17	 Colombia Nunca Más, 2018.

TERRITORIAL ANTIOQUIA - ITUANGO 
HECHO PERSONAS 

Acto terrorista/Atentados/Combates/ Hostigamientos 280 
Amenaza 2.224 

Delitos contra la libertad y la integridad sexual 76 
Desaparición forzada 700 víctimas 

Víctimas directas: 213 
Víctimas 

indirectas: 487  
Desplazamiento 37.716 

Homicidio 2.759 víctimas 
Víctimas directas: 750 

Víctimas 
indirectas: 2.009  

Lesiones Personales Físicas 82 
Lesiones Personales Psicológicas 33 

Minas antipersonal/Munición sin explotar/Artefacto 
explosivo 

270 

Perdida de Bienes Muebles o Inmuebles 726 
Secuestro 104 víctimas 

Víctimas directas: 100 
Víctimas 

indirectas: 4  
Tortura 30 

Vinculación de Niños Niñas y Adolescentes 64 

Cuadro con datos estadísticos

     Fuente: UARIV, octubre de 2019
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Aunque no figura en las estadísticas de la UARIV, la CJL pudo 
documentar 34 casos de ejecuciones extrajudiciales realizadas por 
miembros del Ejército Nacional18; a lo que se suma el confinamien-
to y empadronamiento, actividades ejectuadas por la fuerza pú-
blica y que fueron denunciadas por las comunidades, en especial 
entre el 2010 y el 2013. 

De acuerdo con las cifras del observatorio para la labor de líderes, 
lideresas, defensores y defensores de derechos humanos en Antio-
quia, integrado por la Fundación Sumapaz y la Corporación Jurí-
dica Libertad, desde 2016 hasta la fecha, en este municipio han 
sido agredidos 39 líderes y lideresas sociales, de los cuales 7 eran 
mujeres, y 29 hombres; 3 agresiones fueron colectivas, es decir 
contra los procesos, en especial contra el Movimiento Ríos Vivos 
Antioquia y la Asociación Campesina de Ituango19. Se resalta los 
asesinatos de los reincorporados de la FARC en Antioquia, el 95% 
de ellos registrados en este municipio.

18	 Corporación Jurídica Libertad, 2018.
19	  Fundación Sumapaz y Corporación Jurídica Libertad, 2019.

Agresión Número de casos Sector Victimario 
Amenaza individual 25 Campesino, minero, 

ambiental 
Disidencias de las FARC- 

Frente 36 
Paramilitares de las AGC 

Desconocidos 
Homicidio 6 Campesino Paramilitares de las AGC 

Desconocidos 
Desplazamiento forzado 4 Comunales- JAC 

Campesino PNIS 
Campesino 

Campesino, minero 
ambiental 

Disidencias de las FARC- 
Frente 36 

Paramilitares de las AGC 
 

Empadronamiento 2 Campesino, minero 
ambiental 

Ejército Nacional 
Policía Nacional 

Heridos y hostigamiento 2 Campesino 
Campesino, minero 

ambiental 

Paramilitares de las AGC 
Fiscalía General de la 

Nación 

Cuadro de datos: ataques a los líderes, lideresas, defensores
y defensoras en Ituango 2016- 2019

Fuente: Fundación Sumapaz, Corporación Jurídica Libertad, 2019
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En este territorio altamente violentado se construye la mayor hi-
droeléctrica de Colombia, y la segunda de América Latina: Hidroi
tuango. Este tipo de proyectos generan un alto número de víctimas, 
las cuales, en este caso específico, presentan una doble condición 
de víctimas toda vez que la población ya ha soportado graves vio-
laciones a los derechos humanos, y también es víctima directa de 
la implementación de los megaproyectos que transforman todo su 
entramado vital. Esta megaobra ha traído graves consecuencias a 
las comunidades y la naturaleza.

Entre las afectaciones está el confinamiento y persecución a los 
procesos organizativos. La militarización del territorio: más de 
2.500 militares hacen presencia la zona de influencia. Las limi-
taciones a la pesca, el barequeo y la agricultura practicada por 
los pobladores que históricamente han estado asentados allí, por 
ejemplo la comunidad indígena Nutabe presente en el cañón del 
río Cauca desde tiempos ancestrales. El megaproyecto provocó la 
pérdida de biodiversidad, tanto salvaje como agrícola, y fragmentó 
los hábitats del área afectada al destruir más de 4.500 hectáreas 
de bosque seco, “compensándolo con plantaciones de especies au-
tóctonas de otras zonas”; plantaciones que tardarán décadas en 
madurar y convertirse en bosques biodiversos con funciones eco-
sistémicas. El río, los caminos y las tierras, se han privatizado de 
manera violenta empleando para ello la fuerza pública, la vigilan-
cia privada de EPM y normas jurídicas como Ley de Utilidad Públi-
ca. Hidroituango desplazó y desalojó forzadamente a 700 familias. 
Además la obra revictimiza a los familiares de las personas desa-
parecidas, pues primó el interés de la empresa sobre la búsqueda 
de las personas que posiblemente podían estar inhumadas en la 
zona.

A la par de la implementación del megaproyecto, se ha generado 
un desarrollo importante de la minería ilegal y legal, de la cual se 
han usufructuado los grupos armados ilegales, especialmente la 
guerrilla de las FARC en su momento, y los grupos paramilitares y 
las disidencias de las FARC en la actualidad. 
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En “nuestro territorio no solo se impone Hidroituango, sino 
también la minería”.

Según el Anuario Estadístico de la Gobernación de Antioquia, en 
Ituango residen alrededor de 20.628 personas, 14.808 de ellas en 
la zona rural y 5.820 en la parte urbana . De acuerdo con la Cor-
poración Jurídica Libertad, el 55% de la población vive en condi-
ciones de pobreza y el 28% en condiciones de miseria . Su base 
económica es la producción agrícola de maíz, caña de azúcar y 
frijol. En la última década, el municipio se ha proyectado como un 
enclave para el desarrollo de proyectos hidroeléctricos y mineros. 
Ejemplo de esto es la construcción de Hidroituango. 

Este territorio está incrustado en el Parque Nacional Nudo Parami-
llo, que cuenta con una extensión de 2.347 kilómetros cuadrados. 
De estos, el 54% se encuentra en el área protegida del programa 
Parques Nacionales Naturales. El Nudo Paramillo es una de las 
estrellas hídricas de Colombia.  Ituango es rico en bienes hídricos, 
lo cual queda demostrado con la siguiente información:

Vertientes y quebradas 
Vertiente del Río 

Cauca 
 

Vertiente del Caribe 
 

Vertiente del Río 
Sinú 

 

Vertiente del Río 
Esmeralda 

 

Vertiente del Río 
Verde 

 
Quebrada Pená: 
Límites con el 
municipio de Peque 
* Río Ituango: 
(Quebradona) 
* Río Sinitavé 
* Río San Sereno, 
que posteriormente 
se denomina río 
Tarazá, Río San 
Román, 
* Quebrada Las 
Ánimas 
* Río San Matías 
* Río San Juanillo 
* Río San Agustín 
 

Vertiente río San 
Jorge 
*Río Pegadó 
*Río Sucio 
* Río Antadó 
 

Río León 
 

* Río Ingles 
* Río Inglés 
* Río Antazales 
 

Río Plenigua 
* Río Pedregoso 
*  Río Porroso. 
 

Fuente: Propia
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Según la Alcaldía de Ituango “el conflicto armado ha propiciado la 
aparición y reproducción de actividades de economías paralelas 
ilegales como cultivos ilícitos, tráfico de drogas y minería ilegal, 
afectando el desarrollo del sector agropecuario del municipio, con 
impactos negativos sobre el medio ambiente y generando conflicti-
vidades sobre el uso del suelo”20.

Las víctimas de la minería legal e ilegal son los campesinos y cam-
pesinas que habitan los territorios, la comunidad indígena Jai-
dukama, y las y los barequeros que ya han sido desarraigados por 
Hidroituango, en especial los que estaban sobre la desemboca-
dura del río San Andrés de Cuerquia, quienes además tienen que 
soportar la presencia de los grupos paramilitares (Autodefensas 
Gaitanistas de Colombia – AGC), las disidencias de las FARC y el 
Ejército Nacional.

Por tal motivo, el Comité Permanente de Derechos Humanos Hé-
ctor Abad Gómez seleccionó la expansión de minera legal e ilegal 
para denunciarla ante el TIO, y así visibilizar que en Ituango no 
sólo la hidroeléctrica viene afectando las comunidades. La minería 
que en los últimos cinco años ha venido escalando tiene impli-
caciones negativas en la naturaleza y en las formas de vida y de 
producción local.

Las comunidades ituanguinas expresan estar en desacuerdo con 
la minería, sea legal o ilegal. Aseguran que ambas son contami-
nantes y destructoras ambientales. “No queremos los ríos conta-
minados y tampoco la desforestación de bosques. Hoy vemos como 
nos están matando algunos afluentes, donde la vida desaparece de 
estos ríos y quebradas por causa del extractivismo de la minería”21. 

20	  Plan de Desarrollo de Ituango, 2016, p.38.
21	  Habitante de Ituango, 2016.
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En el 2015, con el beneplácito de las autoridades locales y de los 
grupos armados ilegales, las comunidades vieron cómo las dragas 
generaron daños en sus territorios. Así lo demuestra la denuncia 
presentada por la Asociación Campesina de Ituango (ASCIT), el 
15 de diciembre de 2015, ante el Doctor Iván Jurado Parra, Fiscal 
Seccional 17 de Ituango, por el ingreso de una retroexcavadora 
que estaba realizando labores de minería en el cauce de la que-
brada La Granja; el hecho también se puso en conocimiento de la 

Fuente: Gobernación de Antioquia, 2019
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Corporación Autónoma Regional Centro de Antioquia (CORANTIO-
QUIA), entidad de la cual no se obtuvo respuesta alguna.

La entrada de dragas ha continuado hasta la fecha. La comunidad 
asegura que en la actualidad hay maquinaría en el río San Agus-
tín, en la quebrada Las Animas, y en la veredas el Socorro y San 
Agustín Leones, ambas ubicadas en jurisdicción del corregimiento 
La Granja. Las autoridades competentes no han tomada cartas 
sobre el asunto ni han atendido las afectaciones directas a las 
veredas mencionadas, y las afectaciones indirectas a las otras 21 
veredas que conforman el corregimiento. En el Corregimiento San-
ta Rita, hace varios años viene sucediendo el mismo fenómeno. La 
minería ilegal ha puesto en riesgo la salud de las comunidades que 
habitan este corregimiento compuesto por 32 veredas.

La situación se complejiza con la información contenida en el ac-
tual mapa minero de Antioquia. En este aparece una vasta exten-
sión del territorio con actividad minera en zonas donde habitan 
comunidades, aumentando la situación de riesgo por los impactos 
en la soberanía alimentaria, la identidad campesina, y el posible 
desplazamiento forzado y despojo al que podrían verse sometidos 
los habitantes. 

En lo que respecta a la minería ilegal, llama la atención como se 
expande por el territorio pese a la fuerte presencia de la fuerza 
pública. Razón por la que aumentan las sospechas de una posible  
complacencia por parte de los agentes estatales con esta activi-
dad, teniendo en cuenta las lucrativas rentas que esto genera para 
grupos paramilitares como las AGC, que abandonaron la zona en 
2019, y las disidencias de las FARC que se han posicionado en las 
veredas poco a poco. 

La expansión de la minería legal, la cual está aún en proyección, 
no resulta menos peligrosa. Datos de la Gobernación de Antioquia 
indican que hay 34 propuestas de contratos para la extracción, 3 
solicitudes de legalización y 8 títulos mineros vigentes22. De acuer-
do con el mapa minero, gran parte del territorio podría llegar a ser 
explotado. La CGL BERLIN S.A.S y la DIREC MINING hacen parte 

22	  Gobernación de Antioquia, 2019.
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del listado de empresas que están solicitando contratos y que tie-
nen títulos vigentes. Las siguientes empresas también hacen parte 
de la lista y han sido acusadas de emplear prácticas que violan los 
derechos humanos en otros territorios de Colombia:

MINEROS DE COLOMBIA S.A.S: tiene presencia en Anorí y Bajo 
Cauca, Antioquia. Es acusada de contaminar los ríos y de generar 
conflictos en las comunidades por la apropiación de los bienes 
comunes.

CONTINENTAL GOLD LIMITED SUCURSAL COLOMBIA: es la 
empresa minera de oro a gran escala más avanzada de Colombia. 
Actualmente está desarrollando su proyecto en Buriticá, ubicado 
en el departamento de Antioquia. La fase de producción está pro-
gramada para comenzar en el año 2020. Buriticá es uno de los 
proyectos de oro de alta pureza más grandes del mundo. Cuenta 
con reservas minerales que alcanzan las 16 millones de toneladas 
de oro, en términos de recursos Medidos e Indicados, más unos 
recursos de 21,9 millones de toneladas de oro. La construcción 
de la mina avanza al ritmo previsto en el cronograma, y cumple 
estrictamente con todos los requisitos relacionados con las prác-
ticas de construcción: cuidado del medio ambiente, sostenibilidad 
y relaciones externas. Continental Gold cuenta con el respaldo de 
sus accionistas principales, entre los cuales esta Newmont Mining, 
quien ya ha invertido 159 millones de dólares como parte de un 
paquete de financiamiento de 585 millones de dólares para este 
proyecto23.  Esta firma también desarrolla el proyecto de oro de 
Berlín, que explota 66,500 hectáreas en el corregimiento Ochalí de 
Yarumal. 

De acuerdo con el Instituto Popular de Capacitación IPC, la Conti-
nental ha venido concentrando tierra y títulos mineros en Buriticá, 
territorio altamente violentado por el conflicto armado

(…) El primer paquete grueso de tierra y títulos los obtuvo el grupo entre 
los años 1990 y 2007, año en que se funda la CGL. Con este acumulado ya 
le daba para cotizar en la bolsa de Toronto en el año 2010, año en el que re-
portaba un proyecto de 18.000 hectáreas 100% propiedad de la compañía. 
Este reporte de hectáreas en sus informes ha subido conforme se expulsan 
mineros informales del Municipio de Buriticá. Para agosto del 2011 ya el 

23	  Continental Gold, 2019.
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reporte de propiedades ascendía a 22,457 hectáreas, en octubre de 2012 a 
28.920 hectáreas y un mes después ya estaban reportando 57.641 hectá-
reas. En su informe a los inversionistas sobre el balance del año 2013, el 
área acumulada por la compañía alcanza 59,095 hectáreas24. 

Y según la Corporación Jurídica Libertad:

Desde 2010, Buriticá ha presentado profundos cambios en su dinámica 
poblacional ya que muchas personas de otros territorios, principalmente 
de Antioquia, han llegado a realizar labores de minería informal y formal 
en este municipio que presenta un gran “apogeo” de explotación minera. El 
aumento de títulos mineros se debe a la determinación del Gobierno nacio-
nal en 2011, de establecer a Buriticá como uno de los tres proyectos que 
impulse la Locomotora Minera del país. Estos títulos han sido otorgados en 
su mayoría a la transnacional Continental Gold, que desde 1990, según el 
informe del IPC, ha venido acaparando tierras y títulos mineros25.

CERRO MATOSO SA: según el Atlas de Justicia Ambiental, esta 
empresa es una de las que mayor conflicto socio ambiental le ge-
nera al país:

Cerro Matoso es la única mina que extrae hierro y níquel en Co-
lombia a cielo abierto y una de las mayores del mundo, ubicada 
al noroccidente del país, en el departamento de Córdoba. Todo el 
mineral es exportado principalmente a Europa, Estados Unidos, 
China y Japón. Cerro Matoso inicia con el contrato entre la na-
ción y BHP Billiton (que actualmente es dueña de Cerro Matoso, y 
tiene en su poder varias concesiones en el territorio colombiano) 
para explorar y explotar los yacimientos de níquel en Montelíbano, 
firmado el 30 de marzo de 1963. En julio de 1970 se suscribió un 
contrato adicional que le fijó 25 años más de vigencia. En octu-
bre de 1996 se prorrogó por cinco años más. El 12 de octubre de 
2001, la compañía minera solicitó al Gobierno una modificación 
del contrato para acogerse al nuevo Código de Minas. Después de 
cuatro años de negociaciones, el 22 de julio de 2005 se suscribió 
un nuevo contrato que dejaba abierta la posibilidad de solicitar 
una nueva prórroga por 30 años más.

Más allá de la negociación entre BHP Billiton y el Estado colombiano, se 
puede observar que durante 30 años el Municipio de Montelíbano (inclu-
yendo a sus habitantes) se han limitado a recibir regalías y ha sido motivo 
de investigación por parte de la Contraloría General de la Republica que 

24	  IPC, 2014.
25	  Corporación Jurídica Libertad, 2019, p. 310.
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asegura que la deuda de la Compañía con el Estado colombiano es de 30 
millones de dolares por la explotación del mineral de hierro. Además, que 
la compañía no ha pagado los impuestos en todos los años y reporta ga-
nancias por debajo de las reales. El municipio de Montelíbano evidencia 
el mayor número de viviendas con techos y paredes de plástico, es una 
zona del país con más tugurios y cordones de miseria, los sectores más 
pobres son Villa Cleme, El 50 y El Porvenir. La corrupción administrativa 
y la débil institucionalidad fueron factores que impidieron el desarrollo del 
municipio, al igual que la ausencia de políticas públicas pertinentes para 
enfrentar los impactos de la explotación minera. Los recursos transferidos 
por concepto de regalías al Municipio han sido escasos. Otro factor que 
agrava la situación es la violencia histórica y la permanencia de todos los 
actores armados que claramente aumentan el desequilibrio social y finan-
ciero en Montelíbano. 

El proyecto ha manejado un bajo perfil en medios de comunicación y tam-
bién como objeto de evaluación de ONG ambientales o sociales. Es proba-
ble que el hecho de ser un proyecto donde los tenores del ferroníquel son 
relativamente altos y que el material de descapote (canga) también tenga 
uso hace que se generen menos residuos. No obstante, los problemas so-
bre aguas y aire han sido argumentados por trabajadores de la mina y por 
campesinos de la zona que evidencian el detrimento de las condiciones 
ambientales como la desforestación en el río, la caída de rocas en el cauce 
y la desaparición de la pesca por escasez y contaminación del agua, así 
como también material particulado, ruidos, humos metálicos, sílices, ra-
diaciones, entre otros26.

Cerro Matoso también ha sido denunciada por violar los derechos 
de las poblaciones indígenas, afrodescendientes y de habitantes de 
Montelíbano, quienes han denunciado los daños al medio ambien-
te y la salud.27  De allí que la Corte Constitucional, en un fallo en 
2016, sostuviera que “la potencialidad de causar daños ambien-
tales se advierte en el número de hornos que integran el complejo 
industrial, la cantidad de partículas que emiten al aire, así como el 
volumen de agua que es empleado. Cerro Matoso es la cuarta mina 
a cielo abierto más grande del mundo y su masiva producción de 
níquel afecta la salud de las personas, el aire y los ecosistemas a 
su alrededor”28. 

26	  Atlas de Justicia Ambiental, 2019.
27	 Corte Constitucional falla en contra de Cerro Matoso en 2016: “La Corte Constitucional 

de Colombia ordenó a la multinacional Cerro Matoso pagar los exámenes médicos que 
se les deberá practicar a la población del municipio de Montelíbano (Córdoba) quienes 
se encuentran expuestos al níquel producto de la explotación minera en la zona. La 
Corte le solicitó al Ministerio de Salud que suministre los respectivos estudios de salud 
pública a la Gobernación de Córdoba y a las autoridades locales en los municipios de 
Montelíbano, San José de Uré y Puerto Libertador. (Telesur, 2016).

28	 a República, 2016.
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MINERALES CORDOBA S.A.S: es una minera colombiana con 
sede en Medellín, filial de la firma canadiense Córdoba Minerals 
Corp., que fue constituida en 2011 para adquirir, explorar y de-
sarrollar yacimientos en Colombia. Posee la propiedad de cobre y 
oro El Alacrán –un total de 390 hectáreas– en el Departamento de 
Córdoba, cuya exploración se realiza bajo una opción de compra 
por Compañía Minera El Alacrán S.A.S. con el nombre Proyecto 
San Matías29. 

De acuerdo con la Asociación de Campesinos del Sur de Córdoba, 
“en el corregimiento San Juan, donde está El Alacrán, pobladores 
han salido desplazados al ser hostigados y amenazados por acto-
res armados ilegales luego de que se opusieran a actividades de 
exploración minera”30.

GRUPO DE BULLET S.A.S: es la sucursal colombiana de la firma 
de adquisiciones mineras Bullet Holding Corp., que explora y de-
sarrolla proyectos mineros de oro y cobre, polimetálicos, metales 
ferrosos, metales de platino y oro aluviales, depósitos skarn, de-
pósitos de reemplazo de metales básicos, carbón, hidrocarburos, 
arenas minerales pesadas, áridos, arcillas, calizas, y mármoles en 
Colombia. En 2015, el Grupo Bullet adquirió la empresa cana-
diense Trident Gold Holding Corp., junto con su proyecto aurífero 
Marquesa, ubicado en Yali y Cisneros, Antioquia31. 

Esta empresa cuyo representante legal es Robert William Allen tie-
ne tituladas “más de diez mil hectáreas en todo el departamento y 
otras noventa y cinco mil solicitadas en el Alto Atrato (El Carmen 
de Atrato, Lloró y Bagadó), el Darién (Acandí, Unguía y Ríosucio) 
y San Juan (Condoto, Nóvita y Sipí)32”, departamento del Chocó. 
Como lo señala Tierra Digna, de consolidarse las solicitudes se 
afectarían los territorios colectivos de las comunidades afro, ade-
más de los impactos ambientales que conllevarían a nuevos des-
plazamientos forzados. 

29	  Banamerica, 2019.
30	  El Espectador, 2019.
31	  Bnamerica, 2019.
32	  Tierra Digna, 2016, p.61.
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A modo de conclusión

Debido a esta situación, organizaciones sociales del territorio han 
realizados varios eventos para socializar la problemática de la mi-
nería legal e ilegal. La Primera Constituyente, nombre que en el 
territorio se le da a este tipo de actividades, se realizó en 2016. En 
dicho evento, la Mesa de Tierras concluyó que la explotación mine-
ra es tema primordial a tratar debido a las afectaciones negativas 
a la economía campesina. Hizo además un llamado a respetar el 
territorio, fortalecer las formas tradicionales de producción eco-
nómica, rechazar la compra de tierras con destino a la actividad 
minera, y unirse entre las comunidades para hacerle frente a la 
minería legal e ilegal.

En la Constituyente las comunidades reiteran que Ituango no es 
un municipio de vocación minera, pues la actividad económica 
gira alrededor de lo agropecuario. En diferentes escenarios los ha-
bitantes han exigido que cese este tipo de actividad por los daños 
documentados: contaminación de las aguas, afectaciones a la sa-
lud, pérdida de la actividad agrícola, aumento de la violencia y 
pérdida de la cultura e identidad ancestral. 

Es reiterativo el llamado a discutir el tema de la minería de manera 
pública, con las comunidades, y establecer una Zona de Reser-
va Campesina. Figura solicitada por organizaciones campesinas 
como instrumento para la permanencia y autonomía de las y los 
habitantes. No se pueden impulsar figuras como la de Parques 
Nacionales sin que habiten personas en ellas, pues hay hombres 
y mujeres que han vivido allí históricamente y han ejercido una 
labor protectora. 

Nosotros hemos luchado porque creemos que la figura de Zonas De Re-
serva Campesina sería la única que nos ayudaría a evitar el avance de 
la minería. Eso inicio con campesinos que estaban liderando ese proceso 
años atrás, muchos de esos líderes tuvieron que salir del municipio, des-
graciadamente. Fuera de eso, Parques [Naturales] no quiere saber de gente 
en los parques. Nosotros dijimos una vez: ¡ojo!, necesitamos parques con 
gente, porque hacemos parte de la naturaleza, a mí que me enseñen a con-
vivir con la naturaleza, si no, no sirve, (Testimonio 1, presentado el 22 de 
noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por 
la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia).
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Caso 5: Fumigaciones con glifosato: daños 
al territorio y afectaciones por el

incumplimiento del Programa Nacional 
Integral de Sustitución de Cultivos de Uso 

Ilícito (PNIS) a los campesinos y
campesinas cocaleros de Anorí, Antioquia.
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Documento elaborado con la Asociación Campesina del Norte de An-
tioquia, Asociación de Campesinos en Vía de Extinción, COCCAM 
– Anorí, Consejo Mayor de Porce, y ETCR – FARC la Plancha Anorí.

El municipio de Anorí presenta diversas problemáticas que po-
drían ser documentadas en el TIO. Entre ellas la construcción de 
hidroeléctricas, el avance de la minería o la imposición de figuras 
que van en detrimento de los territorios. Para esta ocasión las or-
ganizaciones decidieron abordar los daños al territorio causados 
por las fumigaciones con glifosato y los problemas derivados del 
incumplimiento del Programa Nacional Integral de Sustitución de 
Cultivos de Uso Ilícito (PNIS), teniendo en cuenta que la hoja de 
coca ha sido uno de los renglones económicos más importantes 
debido a los altos niveles de pobreza, las pocas oportunidades la-
borales y el atraso en el que se encuentra el campo. El contexto 
social y económico ha traído consigo represión y persecución esta-
tal contra los habitantes cocaleros, quienes han sido acusados de 
terroristas, delincuentes y narcotraficantes. Además de las perma-
nentes fumigaciones aéreas, que, como quedó expresado en casos 
anteriores, provoca daños a la salud, la naturaleza y es responsa-
ble de la decadencia de las actividades agrícolas.

En la actualidad, existe un inminente riesgo de recurrir a la re-
siembra tras el incumplimiento del PNIS y del Acuerdo de Paz en 
general. Las y los campesinos manifiestan haber confiado en el 
Estado, pero denuncian ante el TIO que son víctimas de engaños 
y que en ningún caso podrían ser señalados de haber abando-
nado el Acuerdo, porque quien decidió no cumplir, por intereses 
particulares y porque realmente no está comprometido con la paz 
territorial, fue el Gobierno. 

Este caso que fue construido entre Asociación Campesina del Nor-
te de Antioquia, Asociación de Campesinos en Vía de Extinción, 
COCCAM – Anorí, Consejo Mayor de Porce y ETCR – FARC la Plan-
cha Anorí, el Consejo Mayor de Porce y la Corporación Jurídica Li-
bertad, quienes durante cinco meses del 2019 realizaron diversos 
talleres en los que construyeron una línea de tiempo sobre cultivos 
de uso ilícito, las violaciones a los derechos humanos y los daños 
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al territorio. En los talleres también se elaboró una cartografía 
territorial y se documentaron 63 testimonios de víctimas de las 
fumigaciones sufridas entre 2005 y 2015.

Anorí, un territorio de vastos bienes comunes pero víctima33  
de los megaproyectos y la pobreza.

El municipio de Anorí cuenta con 14.502 habitantes según el Cen-
so Nacional de Población y Vivienda publicado por el DANE en 
2018. Con casi un 60% de su población en el casco urbano, Anorí 
mantiene una tendencia nacional que indica la deserción de la 
ruralidad. Las cifras de Índice de Calidad de Vida (57% en la zona 
rural y 63% en el casco urbano) demuestran cómo el abandono es-

33	  Según la Unidad de Víctimas, Anorí tiene 6.489 víctimas registradas: 6.122 son víctimas 
sujetos de atención; 253 víctimas directas de desaparición forzada y homicidio; 90 víctimas sujetos 
de atención; y 114 sentencias sobre víctimas.

Fuente: Corporación Jurídica Libertad. Cartografía Comunitaria. Anorí 2019
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tatal genera un desplazamiento tácito del campo hacia la zona ur-
bano, y por ende un cambio en el ordenamiento y el uso del suelo.
 

(…) Anorí es un municipio que hace parte del Nordeste antioqueño. Está 
ubicado entre los municipios de Amalfi y Zaragoza, que a su vez queda 
cerca de Tarazá (...) La economía principal de Anorí se basa en la minería. 
Allí tenemos la historia del Cacique “Noria”, de ahí toma nombre el mu-
nicipio, que también es reconocido históricamente porque estuvieron los 
españoles con los afros trabajando las minas de Anorí. También se trabaja 
la agricultura, la ganadería y últimamente se han dado otras economías 
importantes como la coca. En Anorí tenemos una problemática grande 
porque es el atractivo, para el área nacional y para otros países, por sus ri-
quezas en minería, en biodiversidad. En este momento, está caracterizado 
como municipio verde de Colombia. Los anoriseños hemos sentido un gran 
atropello porque se han venido las multinacionales mineras extractoras de 
oro, y luego se han venido las hidroeléctricas. Esto ha traído un conflicto 
bastante grande a nuestros territorios porque han traído grupos armados. 
Mirando la economía del territorio, los grupos al margen de la ley y grupos 
del Estado han visto a Anorí como el atractivo o la caja registradora para 
ellos, (Testimonio 1, presentado el 22 de noviembre de 2019 en el marco 
del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes Comu-
nes en Antioquia).

Pese a ser una subregión con demasiados recursos mineros, en 
Anorí perviven experiencias de producción agraria. En las veredas 
El Limón, El Retiro, El Roble, La Casita, Monte Frío, La Meseta, 
Las Ánimas, Montebello, San Lorenzo, Bellavista, Concha Media, 
Liberia, Bellavista, y Campo Alegre se cultiva principalmente café, 
maíz, cacao, plátano, caña, y también hay producción maderera. 

Obviando la vocación económica, el Estado, desde los 90’s, le im-
puso una lógica a Anorí según la cual es territorio destinado para 
la generación de energía, imposición que ha traído nuevas formas 
de ocupar el territorio que conflictúan con los proyectos de vida de 
las comunidades. 

La construcción de microcentrales34  hidroeléctricas poco a poco se 
ha incrementado en el Nordeste antioqueño, principalmente en el 
municipio de Anorí. La central hidroeléctrica Porce II está ubicada 
a 120 kilómetros de la capital Medellín. Coincide con la carretera 
que conduce a Amalfi y Anorí. La principal fuente que capta el em-
balse es el río Porce, el cual es una prolongación del río Medellín 
que desemboca luego en el río Nechí, afluente del río Cauca. Pro-
yectos como este han provocado diversas formas de desplazamien-
to, la permutación del uso del suelo y el desarraigo campesino 
camuflado en el discurso del desarrollo. 

 
34	  Ver Sistema de generación de energía de EPM.
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La central hidroeléctrica Porce II abarca 890 hectáreas y en su 
embalse hay 142.7 millones de metros cúbicos. Su caudal medio 
es de 113,6 metros cúbicos por segundo, el salto es de 239 metros, 
y tiene una capacidad efectiva neta para 405 megavatios. Por su 
parte, la central hidroeléctrica Porce III, que acapara 461 hectá-
reas, está ubicada entre Amalfi, Anorí, Gómez Plata y Guadalupe. 
El río Porce es su principal fuente de abastecimiento. El proyecto 
consta de 3 partes: Hidro Porce III Sur, Hidro Porce III Centro, Hi-
dro Porce III Norte. Maneja un flujo hídrico de aproximadamente 
169 millones de metros cúbicos, su caída es de 680 metros sobre 
el nivel del mar, y tiene una capacidad efectiva capaz de generar 
660 megavatios.

El andamiaje jurídico y política ha permitido que empresas como 
Represa Mineros S.A. y Mina Providencia, filial del Grupo Empre-
sarial MINEROS S.A., se usufructúen de los minerales y el agua de 
Anorí, mientras que las veredas impactadas no cuentan luz eléc-
trica y sus aguas se encuentran contaminadas, o sus cauces están 
alterados, afectando el barequeo y la pesca. 

Yo vengo de la vereda Providencia, que pertenece al municipio de Anorí, 
donde Mineros S.A tiene la hidroeléctrica con la que mueve las dragas (…) 
Yo entiendo que allá, en el Bagre, Mineros también ha afectado mucho. 
Yo vengo de la vereda Providencia, donde tienen dos hidroeléctricas. Pro-
videncia I y Providencia II están afectando tres veredas: La Concha, Usurá 
y Providencia. Nos afecta a los que hacemos la minería barequera, porque 
la represa hace buchas, y no es solo un día, son frecuentes las buchas. 
La gente que vivimos de la minería en el lugar no tenemos acceso por esta 
afectación. También nos afecta la contaminación que la empresa lleva a 
aquel lugar cuando hace mantenimiento a los generadores, todos los resi-
duos los tira al río, nos tira cobre, aluminio y hierro (…) En el mismo río 
ellos hicieron unas construcciones; y está bien, no es culpa de ellos que el 
río se les creció y les dañó la construcción (…) pero se ve mucho desecho 
de cemento en el río. 

También tenemos una problemática porque no tenemos electrificación. Es 
una empresa que genera energía y tiene conexión con EPM en el municipio 
del Bagre, y nosotros tenemos que madrugar con velas. Las redes de la 
energía pasan por encima de los terrenos y no tenemos ningún beneficio 
por eso. También tenemos un puente que hace ocho años se dañó por 
una creciente del río Anorí y les pedimos colaboración y nos dicen que no 
tienen forma de colaborarnos, tanto la empresa como la Alcaldía de Anorí 
dicen que no tienen plata, que no hay presupuesto para eso. La vereda 
de nosotros está totalmente desamparada, tanto por Mineros, que se está 
beneficiando de las aguas de nosotros, como por el municipio. Nosotros lo 
que queremos hacer es una demanda por esto, porque es un derecho que 
tenemos, que nos ayuden, porque se están beneficiando de nuestras aguas 
y también porque la Alcaldía tiene el deber de garantizarnos el derecho a la 
electrificación. Tocamos la puerta de EPM y nos dice que Corantioquia no 
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ha dado los permisos, ni el Ministerio Medio Ambiente. Hablamos con los 
de Corantioquia y dicen que los permisos están. Creemos que Mineros está 
evitando la electrificación de nosotros. Mineros a nosotros no nos colabora 
con nada de las veredas, (Testimonio 2, presentado el 22 de noviembre de 
2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de 
los Bienes Comunes en Antioquia).

En la veredas Concha Media, Concha Arriba, Concha Abajo, y Concha 
Puenteadero tenemos una afectación por el pescado. Dos toneladas de 
pescado que nos cogíamos cada verano, y lastimosamente la perdimos en 
estos momentos. Mineros S.A es la culpable por el muro que hicieron (…) 
Nosotros perdimos ese alimento que teníamos en esa región. Mineros S.A 
nos ha venido afectando día por día de a poquito, (Testimonio 3, presenta-
do el 22 de noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de 
Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia).

Para las comunidades, EPM y Mineros S.A vienen concentrando 
bastas cantidades de tierra. Mientras que la Corporación Autó-
noma Regional (CAR) está determinando, a través de la figura de 
Distrito de Manejo integrado, nuevas formas de ocupación sin la 
población. Ambas son formas y estrategias que despojan a las co-
munidades de sus territo rios. 

Ahí me disculpan un pedacitico para hablar acerca de las “CAR”. En este 
momento EPM ha tenido concentración de tierra para sus megaproyectos 
en todo el territorio de Anorí, y Mineros S.A también, por el lado de Char-
cón. Ellos también hacen concentración de tierra, pero luego llegan las 
áreas protegidas. Tenemos un área protegida de La Forzosa (…) Luego nos 
están poniendo un Distrito de Manejo Integrado (…)  Para cogernos todo el 
territorio entre Cauca y Nechí, pero no va solamente hasta Nechí, se pasa 
hasta el río Tenche tirando hasta el río Porce, (Testimonio 1, presentado el 
22 de noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opi-
nión por la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia).

Al interés hidroenergético, se suma el desproporcionado interés 
minero que despierta Anorí. Un porcentaje superior al 50% del 
municipio está demarcado por 30 títulos mineros, 31 de ellos en 
trámite, y 12 solicitudes de legalización para la explotación de oro, 
sus concentrados y asbesto. 

Esta representación gráfica permite evidenciar las disputas por la 
modificación del uso del suelo y la no preservación de actividades 
productivas como la ganadería u otras prácticas agrícolas. Grave 
afectación a la sostenibilidad agropecuaria de la que depende gran 
parte de la población. 
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Cultivos de coca: la respuesta fallida del Estado colombiano y 
los daños al territorio

Otro de los elementos claves en la economía y la dinámica pobla-
cional de Anorí es la siembra de la coca, la cual ha sido cosechada 

Tomado de Mapa Minero de Antioquia 2017.  Gobernación de Antioquia.

Mapa: Títulos, trámites y solicitudes Mineras
de Oro/Oro Aluvión/ y sus concentrados 2017.
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por décadas en las veredas de Anorí debido al abandono del Esta-
do. Los primeros cultivos de coca fueron sembrados entre los 70’s 
y los 80’s en la vereda Trinidad, Usurá y Charcón. Fue entre los 
90’s y el 2000 que la coca se expandió por el municipio, aumento 
directamente proporcional al escalonamiento del conflicto armado 
y a la llegada de los paramilitares. 

Si bien el ELN y las otrora FARC-Ep han hecho presencia desde los 70’s 
en nuestro municipio, el mayor apogeo de la coca se dio cuando llegó la 
cuarentena, la rosada, la peruana (…) con la llegada del Bloque Metro y el 
Bloque Mineros pasaron cosas terribles, todo en complicidad con el Ejérci-
to. Si bien las guerrillas cobraban, sobre todo las FARC porque el ELN no 
es que estuviera tan de acuerdo, les tocó meterse al negocio por la necesi-
dad de comprar nuevas armas, (Testimonio de un participante del taller de 
construcción de línea de tiempo en Anorí, septiembre, 2019).

Tal como lo relató el líder Albeiro Ruiz en el TIO, la coca ha sido la 
respuesta a un contexto de empobrecimiento de las comunidades, 
en parte por la imposición de las hidroeléctricas, la persecución al 
minero y la negativa del Estado de invertir en la ruralidad. 

Los cultivos de uso ilícito en Anorí comenzaron con el atropello a la mi-
nería en el municipio y más que todo por las hidroeléctricas. Ha habido 
desplazamientos masivos porque EPM hizo toda la cadena de hidroeléctri-
cas desde Guadalupe hasta Guadalupe IV y toda la cadena de Porce hasta 
llegar a Porce III, y posiblemente Porce IV. Hay otra cantidad de cadenas 
hidroeléctricas para hacer en el río Nechí; también hay una en Providencia 
de Mineros S.A. Metieron agua a las presas, y aguas abajo, cuando van 
a producir energía, las largan. Los mineros se ven afectados y obligados 
a salir de las laderas del río; muchos se fueron a la economía de la coca. 
Luego se nos vino la guerra, (Testimonio 1, presentado el 22 de noviembre 
de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa 
de los Bienes Comunes en Antioquia).

Por su parte, los gobiernos de las últimas dos décadas han privi-
legiado la política de persecución y criminalización del sembrador, 
en detrimento de derechos fundamentales como la salud, la per-
manencia en el territorio, la soberanía, la seguridad alimentaria, 
la protección del medio ambiente, entre otros. Por ello, el Estado 
colombiano ha sido denunciado en múltiples ocasiones por vio-
lar los derechos humanos e incumplir la normatividad nacional 
e internacional al implementar la política de fumigaciones contra 
las comunidades campesinas cocaleras y no cocaleras en diversos 
territorios de Colombia. De acuerdo con el Colectivo de Abogados 
José Álvear Restrepo35: 

35	  Principales pronunciamientos judiciales en Colombia respecto a la erradicación de 
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(…) en la lucha contra dichas sustancias se ha privilegiado la política cri-
minal en desmedro de la protección de otros derechos amparados constitu-
cionalmente, entre ellos: (a) el principio de diferenciación positiva a través 
del cual el Estado debe brindar protección especial a la población más 
vulnerables (menores de edad, personas en situación de desplazamiento, 
miembros de los grupos étnicos y población rural); (b) los derechos a la 
salud, a la alimentación y a la seguridad alimentaria, y a la salubridad pú-
blica y, por ende, a la vida y a la vida digna: (c) el derecho a no ser despla-
zado y a ser atendido por el Estado en caso de migraciones forzadas; y (d) la 
protección y conservación del medio ambiente, de los recursos naturales y 
de las áreas protegidas por razones étnicas, ecológicas y culturales, dentro 
del principio de desarrollo sostenible y el reconocimiento a la multicultur-
lidad colombiana. 

En el 2005, 2006, 2008, 2011, 2014, y 2015 se presentaron fumi-
gaciones aéreas en el municipio de Anorí que afectaron los culti-
vos de coca, pero principalmente los productos de pancoger de las 
comunidades. También causaron daños en los pastos y los árbo-
les, murió el ganado y otras especies, se extinguieron las abejas, 
aparecieron abejorros, y bajó el nivel de la producción agrícola.  
Asimismo las comunidades registraron afectaciones a la salud, in-
seguridad alimentaria y desplazamientos forzados, pues muchos 
propietarias se vieron obligados a vender sus fincas y su ganado a 
bajos precios.

La fumiga que más nos ha afectado a nosotros, y que hemos sentido en el 
territorio de las veredas de las Conchas (…), fue en el 2008. Afectó comi-
das, el pancoger y los pastos. También exterminó varios cultivos de uso 
ilícito. En esas del 2008 hubo víctimas porque en la vereda mía una señora 
perdió el bebé porque le fumigaron un potrero, y lastimosamente casi pier-
de la vida (…) En el hospital le salvaron la vida, pero al niño no lo pudieron 
salvar. Hasta el momento no ha habido reconocimiento ninguno de las 
[afectaciones] de las fumigas. Otra de las cosas que muchos no echan de 
ver, son las abejas, las exterminaron, las abejas boque sapo. Ahora vienen 
(…) los abejorros africanos, los cuales han cobrado víctimas (…) ganados, 
bestias y también humanos en Anorí. Nosotros decimos (…) que queremos 
las abejas como las teníamos. Que no las devuelvan, porque si eso era na-
tivo de nuestro territorio debemos tenerlo en nuestro territorio. Hoy en día 
ni los aguacates, ni los zapotes, ni los naranjos, ni los limones volvieron a 
reproducir como se reproducían en Las Conchas (…) Sacábamos toneladas 
de aguacate y al sol de hoy no volvieron a echar un solo aguacate (…) Con 
el veneno del glifosato que han tirado en este municipio nos ha tenido afec

tados a todos, (Testimonio 3, presentado el 22 de noviembre de 2019 en el 
marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los Bienes 
Comunes en Antioquia).

Soy de Yarumal pero radicado en Anorí hace un buen tiempo (…) En Anorí, 
especialmente en la zona de La Plancha donde hay 2.243 habitantes (…) 
la concentración tan alta de Glifosato con que el Gobierno fumiga es una 

cultivos de uso ilícito.
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cosa aterradora: es del 50% por cada litro de agua. Suelos que en los que, 
en el 88, uno sembraba frijol y se cansaba de coger frijoles… maíz. Hoy en 
día tiene que abonar para coger cualquier poquitico porque las concen-
traciones tan altas del glifosato acabaron con nuestros suelos, los cuales 
son improductivos, ya ni abonando son rentables. (…) Esa fumigación del 
2011 acabó con árboles nativos (…) En vez de fumigar los cultivos de coca 
las avionetas cogen 4 y 5 hectáreas porque esa aspersión aérea se va lejos 
con el mismo aire y los motores de la avioneta. Acabó con potreros, con 
todo. Hoy en día esas tierras son muy improductivas y ¿quién responde 
por eso? La fauna, como decía el compañero Toño, ya es un desastre eco-
lógico, y eso lo ha causado el Gobierno. Aquí en el TIO se ha demostrado 
que no es acabando el cultivo de coca, porque bien saben que al Gobierno 
le cuesta entre 80 y 90 millones de pesos erradicar una hectárea de coca 
forzosamente, si nos dieran la mitad de esa plata, nosotros con ese dinero 
podríamos montar un proyecto productivo, pero mire la mamadera de gallo 
del gobierno con lo del PNIS, (Testimonio 4, presentado el 22 de noviembre 
de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa 
de los Bienes Comunes en Antioquia).

De acuerdo con las denuncias de las comunidades, en la veredas 
El Solano, Los Tenches, Las Conchas, Tacamocho, Los Trozos, Li-
beria, El Carmin, San Isidro, Charcón, entre otras, las fumiga-
ciones generaron brotes en la piel de niños y niñas, diarrea por 
la contaminación de las aguas, enfermedades respiratorias por la 
contaminación del aire, casos de asma, y un caso de aborto luego 
de una fumigación realizada por el Ejército Nacional. También res-
ponsabilizan a las fumigaciones de desplazamientos forzados que 
rompieron el tejido familiar, porque los hombres,  responsables de 
la jefatura del hogar, tuvieron que buscar ingresos económicos en 
otras veredas, en el casco urbano o en otros municipios de Antio-
quia. Las mujeres campesinas tuvieron que asumir ese papel y en 
muchas ocasiones también se vieron forzadas a dejar sus hogares 
para empezar a trabajar como jornaleras, o en la ciudad de Mede-
llín como empleadas domésticas. 

Yo vengo desde la vereda San José de Anorí. Las fumigaciones nos están 
afectando a todas las comunidades. El municipio fue fumigado intensa-
mente, fincas, cultivos, los pastos fueron afectados, la salud de algunas 
personas también, eso es algo lamentable porque estamos sufriendo unas 
crisis que no hemos podido superar (…) Las tierras ya no producen a causa 
de esas fumigaciones, no producen sino maleza, lo que era para comer ya 
no se puede realizar. Madres cabezas de hogar que tuvieron que desplazar-
se a otros lugares para poder trabajar, para conseguir una alimentación 
digna para sus hijos y eso es algo que nos afecta y todavía estamos su-
friendo. Nosotros le pedimos al Gobierno nacional que sea más digno con 
nosotros los campesinos, que somos los que estamos llevando del arrume. 
Personas que tuvieron que vender sus fincas porque ya no producen nada, 
venderlas por el mínimo, vender su ganado porque ya se estaba muriendo 
de hambre, es algo lamentable para nosotros los campesinos, (Testimonio 
5, presentado el 22 de noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Inter-
nacional de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia). 
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Las erradicaciones forzadas entre los años 2006 y 2008 trajeron 
consigo el incremento del pie de fuerza, en especial del Ejército 
Nacional, quienes quemaron viviendas, robaron “caletas” y bienes 
materiales de las familias en distintas ocasiones. A esto se suma 
la estigmatización de las comunidades a quienes señalan de ser 
auxiliadores de la guerrilla.

(…) Las fumigaciones nos han afectado totalmente, además hemos tenido 
persecución de líderes sociales en Anorí (…) Hemos vivido retenciones por 
venir a reclamar nuestros derechos y nos han metido gente a la cárcel, las-
timosamente tenemos algunos presos por el Estado (…) por estar viniendo 
a reclamar nuestros derechos. Para mi es una injusticia, porque lo que 
nosotros reclamamos no es imposible. Nosotros reclamamos lo que es de 
nosotros y para nosotros, eso hemos dicho en todo el territorio. Y si noso-
tros nos miramos bien, nosotros hemos puesto muchas víctimas y estamos 
en el blanco en el municipio, nosotros que hemos sido los más necios, los 
más dolientes de nuestros territorios, (Testimonio 2, presentado el 22 de 
noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por 
la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia).

A todas estas afectaciones mencionadas, hay que sumarle la es-
tigmatización estatal de los procesos organizativos, en especial la 
Asociación Campesina del Norte de Antioquia (ASCNA), la Asocia-
ción Campesina en Vía de Extinción (ASCAVEX) y el Consejo Ma-
yor de Porce. Los falsos positivos judiciales, la persecución a la 
labor de defensa de los derechos del campesinado cocalero, y los 
señalamientos de ser insurgentes, son algunas de las agresiones 
de autoridades civiles y militares.

Pensamos que con el Acuerdo de Paz todo cambiaria,
pero parece que vamos de nuevo a la resiembra

Pese al contexto de represión que han vivido las familias campesi-
nas cocaleras y no cocaleras de Anorí, en 2017, luego del Acuerdo 
de Paz, más del 80% de las familias cocaleras del municipio de-
cidieron entrar al PNIS. De acuerdo con el Alto Consejero para la 
Estabilización, Emilio Archila, “hay 11.770 familias inscritas en el 
PNIS entre Anorí, Briceño, Cáceres, Ituango y Tarazá; de ellas, solo 
967 están ejecutando proyectos productivos y otras 1.778 familias 
tienen proyectos de autosostenimiento y seguridad alimentaria, 
que se pensaron como pasos previos a los proyectos productivos 
que les darían alternativas de producción diferentes a la coca”36. 

36	  La Silla Vacía, 2019.
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Aunque el Gobierno sostiene que viene cumpliendo con el PNIS, 
las y los campesinos que testimoniaron para el TIO señalaron que 
se han presentado incumplimientos no solo en el pago, sino en la 
entrega de los proyectos productivos. Razones que refuerzan la 
desconfianza que despierta el Estado, a quien hacen responsable 
de una futura resiembra. 

En este momento nosotros estamos en el programa (…) pero lo que le inte-
resa [al Gobierno] es sembrar la pobreza extrema y proliferar la guerra en 
todo el territorio colombiano, porque no es nada más Anorí (…) El presu-
puesto más grande que apartó el Gobierno fue para la guerra, persiguen la 
coca y la coca apenas es causante como de 15.000 muertes al año (…) El 
Gobierno también está empeñado en proliferar la pobreza y el terrorismo, 
es lo único que se ve, nosotros con el proceso de paz mire cómo vamos. 
Si bien se hizo una socialización del proceso de paz, de la entrega de una 
ayuda económica, finalmente nos dijeron que no, que era cada dos meses 
dos millones de pesos. Nos dieron los primeros dos y a los dos meses se 
cayó el proyecto de millón ochocientos. Esperamos tres meses y medio 
para que llegaran los otros dos millones. En total fueron casi dos años para 
que terminaran de dar los doce millones de pesos de ayuda económica y 
¿ustedes han visto una persona que pueda aguantar cuatro meses sin 

Fuente: Corporación Jurídica Libertad. Medellín, 21 de noviembre de 2019.
Audiencia del Tribunal Internacional de Opinión Por la Defensa de los bienes Comunes.
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comer? Mire que uno desayuna y ya tiene que ir pensando en qué va a ser 
el almuerzo, porque la barriga no da tiempo. (…) El Gobierno engañó a la 
guerrilla, traicionó a la guerrilla, y lo mismo hizo con nosotros los campesi-
nos. Desafortunadamente ni las Naciones Unidas, en quien nosotros creí-
mos que iba a hacer la salvación de nosotros, tampoco hizo las denuncias 
pertinentes ante la comunidad internacional, solamente hubo denuncias 
ante el Gobierno colombiano y es lo mismo que darle las llaves al ladrón, 
(…) Debió haberse hecho la denuncia ante los países garantes como Cuba 
y Noruega, y haber hecho la denuncia ante los 11 países donantes de la 
comunidad Europea y de Estados Unidos de América, pero eso no se hizo 
y se demuestra que solamente se fortalecen a las Naciones Unidas porque 
ellos si navegan en el dinero (…) Andan en carros lujosos, durmiendo en 
los mejores hoteles y comiendo la mejor alimentación, mientras que noso-
tros nos hundimos. Esto sí hay que denunciarlo, y ojalá con este Tribu-
nal Internacional llegue a la comunidad Europea, porque no tenemos un 
doliente, a nosotros nos engañaron y nos van a seguir engañando porque 
al Gobierno solamente le interesa proliferar la pobreza., eso es lo que está 
demostrando con esos gases, (Testimonio 3, presentado el 22 de noviembre 
de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa 
de los Bienes Comunes en Antioquia).

Aunque a muchas familias beneficiarias del PNIS ya se les ha en-
tregado los 12 millones de pesos que se habían acordado, estas 
consideran que el programa no ha cumplido con los proyectos pro-
ductivos prometidos, y que por el contrario se encuentran en una 
situación de empobrecimiento. Las y los campesinos cocaleros se-
ñalan que en el 2020 se verán obligados a la resiembra por los 
incumplimientos del Estado. Situación que seguramente generará 
un nuevo ciclo de persecución al campesinado cocalero y de fumi-
gaciones que profundizarán los daños al territorio y la naturaleza. 
En el marco del TIO se escucharon nuevas denuncias sobre fumi-
gaciones aéreas que incumplían el Acuerdo de Paz y sentencias 
como la T236 y laT080 del 2017, y la T300 de 2018 de la Corte 
Constitucional, quien ha reiterado los daños que las fumigaciones 
han provocado a los territorios y, por lo tanto, la necesidad de ha-
cer consultas previas en las comunidades étnicas, derecho que se 
vulnera con este tipo de políticas. 

(…) La mayoría de los municipios elegimos la restitución de cultivos (…) 
Cuando ya nosotros cogimos los palos, no han cumplido con nada. La ma-
yoría de los campesinos arrancaron esos palos de coca porque decían que 
nos daban el primer millón de pesos y los otros dos millones de pesos a los 
dos meses, y no llegaba sino millón ochocientos (…) ¿Por qué a nosotros 
nos acabaron de pagar esa chichigua de los 12 millones y a otras familias 
no les ha llegado el millón ochocientos? Otra cosa, nosotros hicimos acuer-
dos con el Gobierno, y el aceptó. Apenas aceptaron, al rato dijeron que no, 
que no se podía cumplir (…) Por eso vinimos a denunciar al Gobierno. Le 
dijimos que si ellos no cumplían, nosotros no cumplíamos, y no nos ha 
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cumplido, entonces se ha tenido que retomar las matas de coca. Porque si 
nosotros no tenemos las matas de coca, nuestra familia no las podemos 
dejar morir de hambre, y si el Gobierno nacional nos obliga a seguirla sem-
brando, lo seguiremos haciendo y defendiendo a capa y espada. En Anorí 
con lo de la restitución de cultivos, los campesinos y campesinas seguimos 
varados (…) ¿Qué me hicieron a mí? Fui arrancar los palos de coca y me 
tiraron a jornalear porque ya no tengo coca. Busqué una motosierra para 
seguir manteniendo a mi familia, soy padre de 5 hijos. 

Ahora hicieron una nueva estrategia. Primero mandaban los helicópteros y 
las avionetas. Ahora vinieron 3 helicópteros, dos aterrizan y uno se queda 
por encima cuidando los que están abajo. Van y traen otros cuatro, los po-
nen a trabajar desde las nueve de la mañana hasta las cuatro de la tarde 
con unas bombas, con unos motores, ¿qué están haciendo? Nos están da-
ñando la tierra, la están acabando de matar con esas bombas de motores. 
Ayer volvieron a fumigar con las bombas esas. El 12 de este mes [noviem-
bre], en una vereda fumigaron un brote de coca. Qué esperanza tenemos 
con este Estado que es quien complica todo. ¿Cómo hacer las cosas? El 
Estado nos quiere desplazar de nuestros territorios para entregárselos a 
multinacionales, (Testimonio 6, presentado el 22 de noviembre de 2019 
en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los 
Bienes Comunes en Antioquia).

Pese a que desde 2015 el Consejo Nacional de Estupefacientes de 
Colombia (CNE), atendiendo a los llamados de la Corte Consti-
tucional, advirtió la necesidad de ahondar en las investigaciones 
sobre el impacto del glifosato e implementar medidas para con-
trolar el riesgo, el gobierno de Duque anunció en junio de 2019 la 
reactivación de las fumigaciones. El “argumento” del Estado para 
reactivar las fumigaciones se sustenta en la supuesta “efectividad 
y un menor costo que la erradicación manual”, desconociendo que 
parte de la solución más efectiva radica en el cumplimiento del 
Acuerdo de Paz y del PNIS.

Al respecto, en el marco del TIO, Guillermo León Chancí, excomba-
tiente de FARC, Consejero Social del partido FARC, representante 
de la Comisión Municipal del Municipio de Anorí y Campamento 
para el Programa Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito, e inte-
grante del Espacio Territorial de La Plancha, Anorí, expresó que el 
Acuerdo de Paz viene siendo incumplido en todos sus apartados 
y que resulta urgente la defensa de lo alcanzado como apuestas 
sociales para el cambio: 

(…) Yo quiero hacer énfasis en el tema de implementación de los Acuerdos, 
ya que es lo más importante que ha tenido el país después de 52 años de 
confrontación armada. Si bien nosotros nos comprometimos con la socie-
dad y con la comunidad internacional a cambiar las armas por otra proyec-
ción de vida diferente, era porque creíamos en la paz y estábamos conven-
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cidos; y seguimos convencidos y estamos aquí con la palabra empeñada 
porque estamos dispuestos a cumplir hasta el último momento ese com-
promiso. Nosotros consideramos que cambiando las armas por la reforma 
rural integral, por la participación política y democrática en la sociedad 
colombiana, podíamos contribuir con nuestro granito de arena a acabar 
el conflicto que tanto daño nos ha hecho en este país. Nosotros estamos 
convencidos que con la voluntad, la decisión y la unión de todos ustedes, 
de todos quienes han venido aportando su granito de arena en esta gran 
construcción de paz, lo podemos lograr. Somos conscientes de que hay 
actores que no les interesa la paz y somos conscientes de que el Gobierno 
nacional no firmó la paz para representar y beneficiar los intereses de los 
sectores más pobres. Ellos lo firmaron con el propósito de desmovilizar a 
las guerrillas y apropiarse de los territorios y de sus recursos naturales. 
Pero nosotros, las sociedades del 85%, queremos la paz y apostamos a la 
paz. Nosotros estamos convencido que con ese 85% la podemos construir; 
yo no creo que nos dejemos ganar de aquellos actores y personas que quie-
ren la guerra. 

Nosotros dijimos, bueno la reforma rural integral es la que va a permitir 
que llegue al campo colombiano el desarrollo, la infraestructura, la loca-
ción, los proyectos productivos; que iba a llegar el Estado con garantías 
socioeconómicas y políticas, y que la participación democrática abierta a 
todos los sectores de este país nos permitiría una visibilización en todos 
los escenarios, porque es importante que tengamos en cuenta que la causa 
de la confrontación armada encierra también la participación (…) Sin em-
bargo, el Gobierno nos ha mentido y tienen razón algunos líderes en decir 
que nos han engañado. Uno de los primeros incumplimientos fue la anu-
lación de la participación de las 16 curules territoriales de víctimas, ahí se 
comenzó a romper ese pacto y por eso hoy las víctimas de nuestro país que 
tanto énfasis hicieron en los Acuerdos de La Habana (…) tienen toda razón 
en (…) preguntar ¿qué se está haciendo con el tema de las víctimas en los 
territorios? (…) Pero tampoco se ha visto ninguna solución para el proble-
ma de los reincorporados, no se justifica que a tres años de la firma de los 
acuerdos no se haya desarrollado sino uno o dos proyectos como en el caso 
de La Plancha. Apenas en tres años se ha podido desarrollar un proyecto 
para 45 excombatientes de 150 que llegamos a ese espacio. Pero también 
tenemos el tema del PNIS. Se iban a implementar, entre el gobierno, las 
FARC y las comunidades, programas, planes de desarrollo con enfoque 
territorial y planes de sustitución de cultivos de uso ilícito. Desde el año 
pasado, desde octubre, nos retiraron las garantías a los excombatientes 
de FARC. Las garantías económicas y las garantías de seguridad para que 
no acompañáramos las delegaciones del Gobierno en la implementación 
de los programas de sustitución, porque a ellos no les convenía que es-
tuviéramos confesando a las comunidades cuáles eran las realidades del 
programa y hacia dónde apuntaba ese programa. Ellos querían que no-
sotros nos pusiéramos del lado de ellos y no del lado de los intereses de 
las comunidades. Sin embargo, como FARC continuamos acompañando el 
Programa de Sustitución de Cultivos Ilícitos, así no hayan garantías, ese 
es el compromiso que tenemos con la sociedad, con el país, acompañar la 
implementación de los acuerdos ¡cueste lo que nos cueste! Ustedes pue-
den mirar las cifras de cuántos excombatientes nos han asesinado en este 
proceso de paz. Precisamente la gran mayoría de ellos por cumplir esa la-
bor con las comunidades. Estamos dispuestos a seguir haciéndolo así nos 
cueste la muerte, (Testimonio 6, presentado el 22 de noviembre de 2019 
en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa de los 
Bienes Comunes en Antioquia).
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Dicho todo esto, en este contexto de permanente daño, las comu-
nidades rurales exigen que paren las fumigaciones, la criminali-
zación y la persecución a la que se han visto sometidas por años, 
y que sirve para justificar la militarización de los territorios, las 
detenciones arbitrarias y otro conjunto de graves violaciones a los 
derechos humanos, entre los cuales están los daños económicos y 
el empobrecimiento de familias que no son reconocidas ni indem-
nizadas. 
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Caso 6: Vulneración a la participación 
ciudadana y posibles daños ambientales, 

sociales, y económicos derivados del
proceso de licenciamiento y construcción 
del Proyecto Hidroeléctrico Santo Domingo
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Documento elaborado con la Asociación Campesina de Antioquia, 
colectivo Santo Domingo Libre, Mesa Local de Turismo, Juntas de 
Acción Comunal y Cocorná Consciente. 

El Oriente antioqueño es una de las cinco subregiones en las que 
está dividido el departamento de Antioquia. Esta cuenta con 23 
municipios que ocupan un territorio de 1.021 kilómetros cua-
drados. El Oriente, a su vez, también esta subdividido en cuatro 
subregiones: el altiplano, que incluye los municipios de Rionegro, 
El Carmen de Víboral, Marinilla, Guarne, El Santuario, San Vi-
cente, La Unión El Retiro, y La Ceja; embalses, que agrupa a Ale-
jandría, Concepción, Granada, Guatapé, El Peñol, San Carlos y el 
municipio de San Rafael; la subregión páramo, conformada por 
Abejorral, Sonsón, Nariño y Argelia; y bosques, que comprende a 
Cocorná, San Francisco y el municipio de San Luis . 

El Oriente antioqueño es considerado una zona geoestratégica por 
estar ubicada en la cordillera central y estar bañada por dos de 
las cuencas más importantes para el país: el río Magdalena y el 
río Cauca. Los contributarios de estas dos cuencas y que confor-
man la red hídrica del Oriente antioqueño son los ríos Nare, Negro, 
Buey, Arma, Calderas, río Claro, Samaná Norte y Samaná Sur . 
El río Santo Domingo hace parte de la cuenca del río Samaná Nor-
te, una de las más importantes en el Oriente antioqueño por su 
extensión y valores ambientales. Sus nacimientos se ubican en el 
municipio de El Carmen de Viboral, y desemboca en el río Verde 
(aguas abajo denominado río Samaná), luego de recorrer los muni-
cipios de Cocorná y San Francisco.

El proyecto hidroeléctrico Santo Domingo está proyectado en la 
cuenca del río que lleva el mismo nombre en inmediaciones del 
paraje conocido como los Encuentros, lugar donde desemboca el 
río Melcocho en el Río Santo Domingo. El área de influencia de 
este proyecto afecta a los municipios de Cocorná y San Francisco.

La documentación del caso del proyecto hidroeléctrico Santo Do-
mingo, licenciado por Empresas Públicas de Medellín (EPM), pre-
tende alertar sobre los riesgos a los están expuestas las comunida-
des afectadas, utilizando como base los antecedentes de proyectos 
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similares en la región, el estudio riguroso de las inconsistencias 
del proceso de licenciamiento y el diálogo de saberes con las co-
munidades, que permitió contrastar el diagnóstico del territorio 
hecho por la empresa, con las realidades y los reales riesgos que 
afrontan las comunidades que habitan esta cuenca. También se 
ponderó la historia del conflicto armado que ha marcado esta re-
gión y la revictimizacion que sufrirían quienes se verían sometidos 
a un nuevo desplazamiento tras soportar diversas modalidades de 
agresión por parte de grupos armados.

Metodología en la construcción de caso

La construcción de la denuncia del proyecto hidroeléctrico sobre el 
río Santo Domingo apeló a los saberes tradicionales que los cam-
pesinos tienen sobre sus territorios, y al arraigo que ha llevado a la 
comunidad que habita el área de influencia del proyecto, a consti-
tuir un proceso local de defensa del territorio, denominado Santo 

Fuente: Fuente: (Noticias Oriente Antioqueño, 2011)
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Domingo Libre, para investigar y denunciar los impactos que este 
tipo de intervenciones empresariales tiene sobre sus entornos.  
A partir de una metodología sencilla, se estructuraron instrumen-
tos de seguimiento y registro del trabajo de las diferentes orga-
nizaciones para acopiar, sistematizar y analizar la información. 
Inicialmente, se realizó un foro convocado por el colectivo Santo 
Domingo Libre en el que la comunidad debatió sobre el nivel de 
conocimiento que tenían sobre el proyecto hidroeléctrico, los gra-
ves impactos que proyectos similares han causado en municipios 
y ríos vecinos, y las posibles afectaciones del río Santo Domingo. 
En ese mismo espacio se socializó la propuesta del Tribunal Inter-
nacional de Opinión como un espacio de denuncia, ante instancias 
nacionales e internacionales, que permitiría contribuir al proceso 
de defensa del territorio.

Además, se participó en foros, asambleas comunitarias, visitas en 
terreno con funcionarios de EPM, se realizaron encuestas, se re-
colectaron testimonios, y se diseñó un taller con las comunidades 
que habitan las diferentes veredas que serán impactadas, en el 
cual se profundizó y complementó la información recolectada en 
los eventos previos. El taller tenía tres objetivos: precisar las prin-

Fuente: Corporación Jurídica Libertad. 30 de septiembre de 2019,
casco urbano del municipio de San Francisco. Foro convocado por Santo Domingo Libre.
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cipales formas de apropiación de la comunidad sobre el río y las 
principales amenazas que traería la construcción de este proyecto 
hidroeléctrico; establecer las modalidades de agresión sufridas en 
la zona de influencia del proyecto por la acción de actores arma-
dos; y estudiar el expediente de licenciamiento para el proyecto 
hidroeléctrico Santo Domingo y analizar el nivel de participación 
efectiva de la comunidad en ese proceso.

Fuente: Corporación Jurídica Libertad. Vereda Pailania, San Francisco, 21 de noviembre de2019.
Taller con comunidades de las veredas de influencia del proyecto hidroeléctrico.
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Fuente: Corporación Jurídica Libertad. Vereda Paují, San Francisco, 21 de noviembre de 2019. 
Reunión de Santo Domingo Libre con funcionarios de EPM
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Contexto, hechos y testimonios

El Oriente antioqueño enfrenta una avalancha de licenciamientos 
con los cuales las empresas pretenden construir hasta cuatro pro-
yectos hidroeléctricos en una sola cuenca. Esta explotación des-
bordada de los ríos puede traer consecuencias desastrosas sobre 
estos corredores biológicos y ecosistemas estratégicos, muestra de 
ellos son los daños e impactos de las microcentrales que ya están 
construidas.

Uno de los casos más emblemáticos es el de la vereda El Pesca-
do, ubicada en el municipio vecino de San Luis. Sobre la cuenca 
del río Calderas, se desarrolló allí el proyecto hidroeléctrico San 
Miguel, que, según el testimonio de sus habitantes, se implan-
tó mientras las comunidades no estaban en el territorio producto 
del desplazamiento forzado. Los afectados aseguran que al llegar 
a la vereda se encontraron con el proyecto y con la presión em-
presarial para que vendieran sus predios. Una vez construido el 
proyecto, las comunidades se vieron afectadas por deslizamientos 
que pusieron en riesgo la integridad de los campesinos, el cierre 
de caminos tradicionales que dificultan la movilidad, la perdida de 
aguas para las labores agrícolas y para el consumo, sobre todo en 
espacios fundamentales como la escuela veredal. También denun-
cian incumplimientos de los programas productivos que la empre-
sa prometió a las comunidades como compensación, aunados a la 
negligencia de la autoridad ambiental para escuchar y atender los 
daños sufridos por los campesinos.

El caso de la vereda El Pescado ilustra lo que ha pasado en mu-
chas cuencas del Oriente antioqueño y lo que podría pasar en el 
río Santo Domingo por las pretensiones empresariales de EPM.

Las amenazas que representan este tipo proyectos para el medio 
ambiente y la permanencia digna de los campesinos en el territo-
rio, motivaron la organización de la comunidad, quien se ha de-
dicado a estudiar, divulgar y denunciar los efectos nocivos que 
traería el desarrollo hidroeléctrico en el río Santo Domingo. Para 
ello, el colectivo Santo Domingo Libre ha combinado dos líneas 
de análisis: la social y la técnica. En la primera se ha hecho una 
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caracterización comunitaria de las formas de apropiación social 
de las cuencas, que muestra como las comunidades estructuran 
sus ritmos campesinos, prácticas económicas y saberes culturales 
a partir de los ríos; y la segunda dedicada al estudio técnico del 
expediente de licenciamiento. 

Para la documentación de este caso, un análisis hecho por un in-
geniero forestal con amplia experiencia en la defensa del territorio 
ante proyectos hidroeléctricos y con especialización en gobernabi-
lidad desarrollo y paz, concluyó que:

•	 El territorio de San Francisco está expuesto a un alto riesgo 
de afectación de los valores ambientales del área de influen-
cia del río Santo Domingo, con la construcción del proyecto 
hidroeléctrico también podría haber una afectación severa a 
la vocación de desarrollo agroecoturístico que está asignado 
en su ordenamiento Territorial.

•	 Las decisiones de la autoridad ambiental en el otorgamiento 
de la licencia ambiental y sus posteriores modificaciones, no 
ha sido coherente con las valoraciones técnicas que realizó 
el equipo técnico de la misma institución. Se podría decir 
entonces que, sobre varias de las decisiones trascendentales, 
entre ellas el otorgamiento del caudal hídrico del río, se ha 
impuesto más el criterio político que el criterio técnico.

•	 Con la negación de la empresa a los programas de turismo 
y emprendimiento rural como formas de mitigar y/o com-
pensar el daño ambiental causado a los bienes públicos del 
territorio, está mostrando que su interés está más en función 
del negocio como tal que del desarrollo local. Esto es aún más 
criticable tratándose de una institución de carácter público 
como lo es EPM.

•	 La comunidad y el municipio deben fortalecer su proceso or-
ganizativo y de incidencia para proteger los derechos al me-
dio ambiente sano y a la autonomía en su desarrollo local. En 
este proceso es necesaria la denuncia pública sobre la forma 
como han venido actuando tanto la empresa como Cornare 
(autoridad ambiental) en el trámite de licenciamiento.
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Garantías de participación

Pese a que el proceso de licenciamiento para el proyecto hidroeléc-
trico inició hace 23 años, la comunidad tiene muy poco conoci-
miento de su ubicación, sus características, y menos de las afec-
taciones que podría traer a nivel económico, social y ambiental. 
Funcionarios de EPM, en reunión sostenida con la comunidad 
en el mes de octubre de 2019, lanzaron afirmaciones categóricas 
como que en el río Santo Domingo no hay oro, que no se afectarán 
sitios de interés turístico, que los ciudadanos están plenamente 
informados del proyecto y que además todos están de acuerdo. 

Según estos mismos funcionarios, EPM ha realizado un mínimo de 
14 reuniones de socialización del proyecto en 10 veredas del área 
de influencia, lo que sumaría no menos de 140 reuniones. Si bien 
esta cifra puede ser real y sustentada con actas y fotografías, las 
comunidades denuncian que esas reuniones presentan muchas 

Cartografía construida con la comunidad en taller de diálogo de saberes, 2019.
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deficiencias por la utilización de lenguaje técnico e inaccesible para 
la mayoría de la comunidad; el énfasis en los supuestos beneficios 
del proyecto y en las expectativas de empleo; la poca información 
de las afectaciones, las actas incompletas que reflejan de manera 
parcial lo tratado en las reuniones, y la manera como los funciona-
rios ridiculizan o hacen ver como inferiores en sus conocimientos  
a las personas que cuestionan o se oponen al proyecto.

Cuando EPM va a las comunidades nos presenta el proyecto y ellos saben 
que es muy difícil para nosotros como comunidades, como campesinos, 
ser capaces de leer estos expedientes. El expediente que nosotros tenemos 
consta de 622 hojas y realmente apenas hemos sido 2 o 3 compañeros los 
que hemos sido capaces de acercarnos a él, porque el tecnicismo que se 
maneja es impresionante y hay puntos en los que honestamente (…) en 
nuestro imaginario no alcanzamos a imaginar de qué nos están hablando. 
A nosotros nos hablan de un fondaje, de una altura, de  unas compuertas, 
de unos túneles y como nunca nos dicen en el territorio, nunca vemos 
de qué nos están hablando. Después de esos ejercicios de socialización, 
nosotros los campesinos y los habitantes de los territorios quedamos en 
shock, no entendemos absolutamente nada, (Testimonio presentado el 22 
de noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión 
por la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia).

Con una encuesta breve que se aplicó en la vereda La Maravilla, se 
evidenció que el nivel de participación de las personas es de una a 
tres reuniones, las cuales solo se han desarrollado en los últimos 
dos años del proceso de licenciamiento. La encuesta arrojó que en 
estas reuniones no son resueltas todas las dudas y que la informa-
ción resulta insuficiente para entender el proyecto. También quedó 
claro que la comunidad no ha apropiado conceptos básicos como 
“Plan De Manejo Ambiental”, el cual permite medir las consecuen-
cias de las afectaciones generadas por el proyecto y las posibles 
formas de prevención, mitigación o compensación de los impactos.

Pero tal vez la mayor vulneración a la participación efectiva de las 
comunidades es el carácter de las reuniones, hechas para utilizar 
a la comunidad como un actor pasivo al que solo recurren para 
extraer la información necesaria para la caracterización, y para 
comunicarles resultados, pero nunca como un actor con inciden-
cia en las decisiones que se toman sobre sus territorios y sobre el 
modelo de desarrollo local.
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El papel pasivo del Concejo y la Alcaldía facilita que Cornare y 
EPM tomen decisiones que no están acordes al ordenamiento local 
del territorio, ni a los intereses de las comunidades. Por eso las 
decisiones solo son comunicadas a los habitantes cuando ya está 
otorgada la licencia, impidiendo que las opiniones y objeciones de 
los campesinos sean tenidas en cuenta. 

En la evaluación del componente socioeconómico del proyecto no 
se da mayor relevancia a aspectos como el turismo de naturaleza, 
sustentado en el valor paisajístico, los sitios de interés turístico, 
la cultura y las costumbres campesinas. Tampoco se le da impor-
tancia a la trayectoria de victimización de la comunidad, que en su 
gran mayoría fue afectada por el conflicto armado. No se evidencia 
que EPM haya acatado un requerimiento de la autoridad ambien-
tal Cornare, quien solicitó una caracterización de la población víc-
tima de desplazamiento forzado. Al respecto, los testimonios de la 
comunidad expresan:

¡Qué tristeza!, nosotros ya vemos la situación ¿qué piensan esos señores 
de Empresa Públicas? Van a seguir causándonos daño, ya pasamos la 
violencia mayor que fue de la guerrilla, en esos tiempos sufrimos dema-
siado. A lo último, con los procesos de paz, vino esa operación de Uribe, 
esa operación Marcial, donde cayeron tantos inocentes, tanta gente que no 
debía de haber caído. Debían de haber dialogado en forma constructiva, 
pero siempre cayeron personas inocentes, las fincas arrasadas con el ga-
nado para donde fuera, que porque eso era de la guerrilla, fue triste eso (…) 
Después de una guerra tan lamentable que tuvimos que sufrir, ahora nos 
van a quitar esa belleza de río que tenemos, una fauna y flora hermosa. Te-
nemos una rana cristalina que encontraron, hermosísima. Unos anfibios, 
unos animalitos que son como estos reptiles. 
Se descubrió una lagartija que casi no se ha visto. El tití mono. Unas  pal-
mas hermosas de San Juan. Una salamandra muy hermosa. Un comino 
crespo, una madera que no la hay en ninguna región… Pero lo que más nos 
duele a nosotros, es ese túnel que nos van a montar. Esta región ha sido 
marcada por el conflicto desde hace mucho tiempo, ha soportado varias 
modalidades de agresión por parte de grupos armados y se puede dar la 
revictimización por la implementación de los proyectos hidroeléctricos. Yo 
me atrevería a decir que no solamente es agresión por parte de los grupos 
armados, porque siempre que nos hablan de agresión pensamos en armas, 
yo pienso que el Estado tiene una agresión mucho más  sutil, mucho más 
silenciosa y ya lo hemos dicho todos, el hecho de que nuestro niños no 
tengan escuelas, no reconozcan el valor de nuestro productos agrícolas, 
que no tengamos vías de acceso, que no tengamos salud, que no tengamos 
tantas cosas, eso es una violencia, eso es un tipo de violencia y es, me pa-
rece a mí, mucho más peligrosa porque llegamos al punto de creer que es 
normal. Pienso que el conflicto ha sido armado y ha sido estatal, así no nos 
militaricen hay una agresión, (Testimonio presentado el 22 de noviembre 
de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por la Defensa 
de los Bienes Comunes en Antioquia).
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Denuncia y exigencias
El panorama expuesto a lo largo de este documento evidencia que 
el proceso de implementación del proyecto hidroeléctrico sobre el 
río Santo Domingo carece de un proceso real de comunicación con 
las comunidades, y que las decisiones sobre la intervención del 
territorio son tomadas por autoridades municipales, ambientales y 
EPM sin la participación efectiva de los y las habitantes de la cuen-
ca, que son notificados de estas determinaciones pero no tienen 
ninguna incidencia en ellas.

El análisis del proceso de licenciamiento muestra que los estudios 
y diagnósticos de EPM desconocen la trayectoria de victimización 
de esta población, minimiza la importancia de actividades tradicio-
nales como la pesca, y niega la existencia de otras como la minería. 
La empresa califica como leves o irrelevantes las afectaciones a un 
sistema ecológico estratégico como el río Santo Domingo, lo que 
podría tener como consecuencia la evasión de responsabilidades 
en la prevención, mitigación y compensación de los mismos. EPM 
ignora sistemáticamente las advertencias de Cornare en relación 
a la insuficiencia del caudal ambiental que se determinó para el 
proyecto. Asimismo excluye del Plan de Manejo Ambiental la im-
plementación de programas de fortalecimiento comunitario y eco-
nómico, y la promoción del turismo.

Por su parte, Cornare como autoridad ambiental aprueba los es-
tudios y diagnósticos de EPM a pesar de que las valoraciones de 
sus propios técnicos exigen la incorporación de programas, la ac-
tualización de metodologías de medición de cauces por una más 
precisa, y la ampliación del cauce ambiental como elemento fun-
damental para afectar lo menos posible el ecosistema que se va a 
intervenir. Lo anterior hace pensar que a la hora de tomar deci-
siones están primando otros criterios por encima de la evaluación 
técnica.

En consecuencia, las comunidades del municipio de San Francis-
co exigen:

•	 Que teniendo en cuenta las afectaciones en cuencas vecinas 
donde se han implantado proyectos hidroeléctricos, y valo-
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rando los diagnósticos que identifican la cuenca del río Santo 
Domingo como parte de un ecosistema estratégico, se aplique 
el principio de precaución para que el proyecto que pretende 
desarrollar EPM no sea iniciado en tanto no sean aclaradas 
las múltiples dudas.  

•	 Que ante la desconfianza que genera en las comunidades 
el hecho de que EPM sea la misma empresa que desarro-
lló Hidroituango, con la reconocida crisis ambiental, social 
y económica que desencadenó, se conmina a Cornare como 
autoridad ambiental a hacer énfasis en la prevención efectiva 
desde la etapa de aprobación de la modificación de la licen-
cia y que no se limite a aceptar, como lo ha hecho de forma 
antitécnica, asuntos como un caudal ecológico insuficiente, 
limitándose solo a advertir que estará atento a los daños que 
esto pueda causar.

•	 Que se tenga en cuenta el Esquema de Ordenamiento Terri-
torial del municipio de San Francisco, en el que está consig-
nado un desarrollo económico y social basado en el turismo 
de naturaleza, actividad principal que se le asigna a la cuen-
ca que se pretende intervenir. Por esto no se debe permitir 
que proyectos externos vulneren la autonomía territorial im-
poniendo usos del suelo que no son compatibles con el orde-
namiento territorial establecido por las autoridades locales 
mediante acuerdos municipales. 

•	 Implementar un proceso de participación efectiva en el que 
las comunidades tengan una incidencia real en las decisio-
nes que van a afectar sus territorios, subsanando las falen-
cias que se expusieron en el apartado anterior.

•	 Que el estudio socioeconómico tenga en consideración la tra-
yectoria de victimización de estas comunidades como conse-
cuencia del conflicto armado y social que ha vivido el país, 
para que el proyecto hidroeléctrico no desestructure las con-
diciones económicas, sociales y ambientales de un tejido so-
cial roto por la violencia que apenas se está reconstruyendo.
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•	 Claridad en las transacciones de adquisición de predios que 
se ha dado entre el municipio como vendedor y EPM como 
comprador. Así como la protección de las garantías de acceso 
al río y movilidad de los campesinos por sus caminos tradi-
cionales.

•	 Que se haga una valoración y reconocimiento adecuados de 
la importancia de la pesca, la minería, el turismo de natu-
raleza y la agricultura como actividades económicas funda-
mentales para los campesinos que se verían afectadas por 
la construcción del proyecto hidroeléctrico, y que por tanto 
deben ser prevenidas, mitigadas y compensadas de acuerdo 
a esa importancia.

Partimos de dos visiones de desarrollo muy diferente, nosotros propendemos por 
la conservación y respeto por el medio natural y ellos hablan es de sacar el máxi-
mo provecho económico de los recursos que tenemos. (Testimonio presentado el 
22 de noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por 
la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia).
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Caso 7: Contaminación de la Fuentes Hídricas 
del Río Atrato por parte de la empresa Minera 

El Roble S.A, Carmen de Atrato-Chocó.
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Documento elaborado con la Mesa Social y Ambiental de El Carmen 
de Atrato y la Diócesis de Quibdó.

El municipio de El Carmen de Atrato, perteneciente a la subregión 
del Atrato, se encuentra ubicado en la cordillera occidental, en el 
costado oriental del departamento de Chocó. Cuenta con una ubi-
cación estratégica, ya que es en este municipio donde nace el río 
Atrato, el afluente más importante del departamento.

La población de este municipio está compuesta mayoritariamen-
te por mestizos descendientes de antioqueños, indígenas pertene-
cientes al grupo Emberá (Katios – Chamí), y minoritariamente por 
comunidades negras que se han establecido en el casco urbano 
del municipio. Las actividades económicas de la comunidad car-
meleña corresponden al sector primario, es decir a la actividad 
ganadera y la agrícola. Igualmente se desarrolla el comercio, la 
explotación forestal, la minería y la piscicultura.

Fuente: Archivo-Mapa Diócesis de Quibdó 
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En la década de los noventa, llegó al municipio de El Carmen de 
Atrato la familia Gaviria Echeverri con la intención de extraer co-
bre del territorio. En el año 1995 se creó la empresa Bocas S.A., 
que posteriormente cambiaría su nombre a Minera El Roble S.A. 
Es necesario tener que en cuenta que actualmente la Minera El 
Roble pertenece a la empresa canadiense Ático Mining Corpora-
tion, empresa que se inserta en las problemáticas nacionales de la 
injerencia multinacional en el país y los proyectos mineroenergéti-
cos y extractivistas. 

Desde la llegada de la multinacional, la actividad económica del 
municipio se volcó a la minería, pues consideraron que desde allí 
podrían resolver problemas económicos en una de las regiones 
más olvidadas por el Estado colombiano.  

Gran parte de la población Carmeleña comenzó a desarrollar labo-
res para el beneficio del proyecto minero. La vocación agrícola del 
municipio cambió a la vocación minera, lo que trajo consecuencias 
negativas de carácter económico para la población, pues algunos 
alimentos comenzaron a ser importados desde los municipios de 
Antioquia, encareciendo la vida de los habitantes, tal y como fue 
manifestado por uno de los afectados en el Tribunal:

Nuestra gente, hace 25 o 30 años, venía de una tradición agrícola. Allí hay 
unos suelos idóneos para el cultivo de legumbre, de cebolla, de hortalizas, 
de frutales. Allí también se cultiva maíz, yuca, plátano. Hasta ese tiem-
po éramos una dispensa agrícola, es más, nosotros levantábamos comida 
permanentemente para el municipio de Quibdó, la capital del Chocó. Cada 
8 días salían dos o tres líneas, esas que llamamos “chivas”, repletas de la 
producción del Carmen de Atrato. ¿Pero que nos pasó? En los años 90 llega 
una empresa multinacional, llega una familia “Gaviria”. El señor es el papá 
de Aníbal Gaviria, quien fue alcalde y es gobernador, (Testimonio 1, pre-
sentado el 22 de noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional 
de Opinión por la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia). 

Con el paso de los años, algunos habitantes comenzaron a visibi-
lizar las problemáticas ambientales que estaban surgiendo con la 
explotación de cobre en el territorio. Empezaron a realizar denun-
cias que incluyeron, en un primer momento, las demandas por el 
incumplimiento de derechos laborales por parte de la empresa; y 
posteriormente, las denuncias sobre las afectaciones a la natura-
leza y los bienes comunes del territorio.
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Ante los continuos incumplimientos de la empresa Minera El Roble 
S.A, y los intereses colectivos de otras empresas privadas, la co-
munidad decidió organizarse y conformar, hace aproximadamente 
cinco años, la Mesa Ambiental y Social que procura defender los 
bienes comunes, denunciar y  visibilizar la problemática del mu-
nicipio.  

La minería y sus daños a la vida campesina, indígenay comunitaria

La Mesa Social y Ambiental del Carmen de Atrato comenzó a realizar la-

bores de veeduría sobre los efectos del proyecto minero, y encontró afecta-

ciones que hasta este momento no han sido mínimamente tratados por la 

empresa ni por CODECHOCO, la autoridad ambiental competente.

Fuente: Archivo Corporación Jurídica Libertad.
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Las carreteras que comunican al casco urbano con las veredas El 
Siete y La Mansa presentan desgastes por el constante tránsito de 
volquetas de la minera. En una visita realizada por CODECHOCO 
en octubre del 2018, se denunció que las afectaciones de la ban-
ca vial se presentan por los deslizamientos en la parte alta del río 
producto del flujo vehicular. Esto no solo deja incomunicada a la 
comunidad que transita por este lugar sino que puede poner en 
riesgo a las viviendas próximas a la carretera. Además, la carretera 
presenta zonas de deterioro por falta de cunetas que debieron ser 
construidas por la empresa tal y como se establece en el plan de 
manejo ambiental. 

Hoy cuando esa explotación ha sobrepasado los límites, ya no son dos o 
tres volquetaitas que llegan en la semana, sino que ya entran 8 y 10 mulas, 
esos carros de tres ejes, a sacar el concentrado. O sea, se quintuplicó 6 o 7 
veces, la producción se disparó. De tener 200 trabajadores, se pasó a más 
de 500 trabajadores en la actualidad. Qué dirán entonces con esta mul-
tinacional, pues sencillamente que estos señores con la entrada de estos 
vehículos pesados no han querido hacer su propia vía alterna. La comu-
nidad viene diciéndoles y manifestándoles que tienen que hacer su propia 
carretera. Ellos pasan estos carruajes por todo el casco urbano, producien-
do fisuras en las casas, daños en las vías y una cantidad de problemáticas 
sociales que agudiza más el problema, (Testimonio 1, presentado el 22 de 
noviembre de 2019 en el marco del Tribunal Internacional de Opinión por 
la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia). 

Los testimonios dejan de manifiesto el nulo interés de la empre-
sa en realizar las correspondientes compensaciones que mejoren 
la situación de la comunidad. La multinacional está encaminada 
únicamente a satisfacer sus intereses extractivistas.

En el desarrollo de las actividades de veeduría, visibilización y de-
nuncia que ha realizado la Mesa Social y Ambiental de El Carmen 
de Atrato, se han realizado manifestaciones sobre el actuar irregu-
lar de la empresa minera en relación con las afectaciones al medio 
ambiente. En el año 2017, CODECHOCO realizó una visita técnica 
a las instalaciones de la mina para dar cumplimiento a su deber 
legal de cuidar los recursos naturales. En esa visita encontró que 
la actividad minera estaba poniendo en peligro la fuente hídrica 
por vertimientos tóxicos, por lo cual determinó imponer medida 
preventiva y el cierre parcial de la mina. 
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Ante este acontecimiento, los trabajadores de la mina se volcaron 
en contra de los integrantes de la Mesa Social y Ambiental de El 
Carmen de Atrato, pues consideraron que estos serían los culpa-
bles de que no pudieran trabajar y no recibir remuneración. Al-
gunos responsabilizaron a la mesa de un posible cierre definitivo 
de la mina ordenado por la autoridad ambiental. Esto generó un 
conflicto entre los habitantes del municipio, cuyo único sustento 
económico proviene de la actividad minera.

La minería y sus daños a las fuentes hídricas 

La contaminación de las fuentes hídricas ha sido una constante en 
el desarrollo de la exploración y explotación minera. Como es men-
cionado por CODECHOCO, en el proceso de extracción y expulsión 
del cobre no se realiza ninguna intervención para el manejo de la 
sedimentación y turbiedad, y la posterior contaminación de las 
aguas que desembocan en el Atrato. Tampoco se realiza un moni-
toreo de las aguas residuales y las aguas destinadas al consumo 
humano. 

La quebrada El Roble no está exenta de esta problemática. El 
fluente presenta erosión de su cauce y erosión en sus márgenes, 
tanto en su nacimiento como en la desembocadura al río Atrato. 
Las afectaciones a la quebrada son responsables de los movimien-
tos en masa y el represamiento de la fuente.

La Corte Constitucional, en su sentencia T622 del 2016, decidió 
reconocer al río Atrato como sujeto de derechos. Considerando que 
con la protección de esta fuente hídrica se protegen los derechos 
fundamentales a un ambiente sano, a la salud, el agua, la alimen-
tación, la soberanía alimentaria, la libertad de tránsito, la super-
vivencia física y cultural, la consulta previa, y al territorio de las 
comunidades étnicas que habitan la cuenca del Atrato, sus afluen-
tes y territorios aledaños. Este caso, el cuidado y conservación del 
Atrato, cobran una especial importancia porque es en el Carmen 
donde nace el afluente. 

A pesar de la declaratoria de la Corte, en los proyectos de minería 
subterránea de oro, cobre, y otros minerales, el manejo de aguas 
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de escorrentía está en contacto con la roca y con los desechos 
rocosos de la superficie, tratamiento que genera contaminación, 
reducción de cauces y sedimentación. Los vertimientos de aguas 
residuales industriales, provenientes de las presas de relaves mi-
neros, son algunas de las prácticas contaminantes que deterioran 
la vida del río Atrato y de sus afluentes, por ejemplo la quebrada 
El Roble.

Como si fuera poco, en un estudio realizado por la Corporación 
Geoambiental TERRAE, se concluye  que: “La calidad del agua del 
río Atrato y la quebrada El Roble se ha visto afectada por las activi-
dades relacionadas con la actividad extractiva y de beneficio de la 
mina El Roble. (…) se han identificado incrementos significativos 
en parámetros como la conductividad, contenido de sólidos, con-
centración de sulfatos y concentración de metales pesados y meta-
loides (zinc, cromo, plomo y arsénico) en el río Atrato aguas abajo 
de la mina y en el área intervenida de la quebrada El Roble37”.

Los relaves mineros: desechos tóxicos que amenazan la vida 
de los Carmeleños

Las presas de relave son construidas en los proyectos mineros 
para depositar allí los desechos resultantes de la extracción de mi-
nerales. Los residuos son intervenidos con químicos y con sustan-
cias que pueden ser peligrosas, como el cianuro, el ácido sulfúrico 
o la soda cáustica. 

Las presas de la mina ubicada en El Carmen de Atrato tienen pro-
blemas de estabilidad y representan un gran riesgo para el Atrato. 
Tres de las cuatro presas están en zonas cercanas al río o a sus 
afluentes. Existen posibilidades de que los relaves colapsen por la 
torrencialidad que en ocasiones presenta la corriente del río.  

La presa de relave #1 está localizada en el margen izquierdo del 
cauce del Atrato. Fue construida sobre una terraza del río, a po-
cos metros del cauce original. La influencia del río sobre la presa 
ha erosionado su base, “producto de la socavación natural del río 
Atrato. La forma sinuosa del río intenta reconformarse y en ésta 
dinámica, la presa de relave se encuentra obstruyéndolo lo cual 
hace de la base de la presa susceptible a éstos procesos erosivos”38.

37	  Corporación Geoambiental Terrae – World Wildlife Fund, Convenio DU31.
38	  Corporación Geoambiental Terrae – World Wildlife Fund, Convenio DU31.
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Consecuencia de la inestabilidad, en el 2009, cedieron parte de los 
taludes que formaban la presa. Provocando que el material quími-
co cayera al río y contaminara la fuente hídrica más importante 
del Chocó. El vertimiento provocó una mortandad de peces que 
fueron encontrados por integrantes de CODECHOCO en el cauce 
del río Atrato.

Tras el hecho, la autoridad ambiental realizó un análisis del hierro 
presente en los peces. Después del muestreo se concluyó que la 
cantidad de hierro encontrada en el pescado sobrepasaba la can-
tidad estándar de este componente en el animal. Otro estudio de 
la Universidad de Antioquia determinó que: “Es muy preocupante 
ver estas concentraciones tan elevadas en los suelos (Iodos) que 
son almacenados en las presas de cola, es importante tener claro 
dentro del plan de manejo ambiental de la mina el Roble, qué se 
podría hacer ya que este podría ser un impacto negativo para las 
aguas superficiales y aguas subterráneas”39.

39	  Corporación Geoambiental Terrae – World Wildlife Fund, Convenio DU31.

Fuente: Archivo Corporación Jurídica Libertad.
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La presa de relaves #4 es la más grande en funcionamiento. La 
presa se construyó sobre un antiguo depósito coluvial que, en la 
parte más baja, cubre las terrazas aluviales formadas por el río 
Atrato: “La zona donde se encuentra la presa, en la parte norte, es 
la confluencia de una quebrada y del río Atrato. De forma similar 
a lo que sucede con la quebrada el Roble, en la cuenca alta de esta 
quebrada hay muchos movimientos en masa que alimentan al río 
Atrato con sedimentos”40.

La Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible 
del Chocó consideró en el año 2018 que esta presa presentaba 
claros problemas en el control de las aguas de infiltración que 
brota de un pequeño manantial y deteriora de a poco el terreno: 
“Además el ingreso de mayor caudal de agua dentro del vaso, da a 
lugar a reacciones químicas cargando el agua de probables conta-
minantes”41.

Los integrantes de la autoridad ambiental también encontraron 
que la empresa estaba realizando actividades de readecuación de 
la cola de relaves #4, lo cual no hacia parte de las actividades per-
mitidas por CODECHOCO.

Ellos han hecho un poso gigante que se llama presa de relaves, donde la 
empresa lleva todos los contaminantes. A nosotros nos preocupa mucho. 
Cuando comenzaron a hacer la construcción, ya tiene entre 5 y 6 años, 
nosotros les manifestamos al Ministerio de Medio Ambiente que necesi-
tábamos la presencia de ellos acá, porque en CODECHOCO no teníamos 
confianza. Ellos se hicieron los pendejos, entones llamamos al ministerio 
y tampoco nos dieron respuesta, nunca llegaron. Lo más triste es que la 
presa está a 150 metros del casco urbano, (Testimonio 1, presentado el 22 
de noviembre de 2019 en el marco el Tribunal Internacional de Opinión por 
la Defensa de los Bienes Comunes en Antioquia). 

Incumplimiento de la reforestación

El 22 de enero de 2001, CODECHOCO expidió la resolución 030, 
mediante la cual decretó un plan de manejo ambiental para la 
realización de actividades de explotación minera. En este acto ad-

40	  Ibidem.
41	  Ibidem.
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ministrativo le ordenaba a la empresa Minera El Roble realizar 
acciones encaminadas a compensar los derechos afectados por la 
extracción de Cobre en el territorio.

Un componente de dicha resolución hacía referencia a los impac-
tos ecológicos del proyecto, especialmente los relacionados con la 
deforestación y la contaminación de las fuentes hídricas. La reso-
lución obligaba a reforestar cinco hectáreas por año con una den-
sidad de siembra de 1.000 árboles por hectárea. 

El plan de manejo ambiental fue incumplido por parte de la em-
presa minera. Por lo tanto, CODECHOCO, con la Resolución 018, 
suspendió las actividades de exploración y explotación minera de 
manera preventiva y parcial en el 2014. Suspensión que tampoco 
solucionó los requerimientos establecidos inicialmente.

Fuente: Archivo Corporación Jurídica Libertad.
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A modo de conclusión

La información recabada en este tribunal permitió a las comuni-
dades del Carmen de Atrato poner en la esfera pública esta proble-
mática y encontrarse con otras regiones del departamento de An-
tioquia que también sufren graves afectaciones por los proyectos 
extractivistas.

El caso de la Minera El Roble S.A, es uno de esos casos en los que 
la naturaleza, y quienes la habitan, sufren las consecuencias de 
una dinámica de apropiación de los bienes comunes que va en 
contravía de las formas tradicionales y autónomas con las que han 
pervivido comunidades campesinas, indígenas y afrodescendien-
tes en los distintos territorios del país. 

La denuncia presentada en el Tribunal por comunidades carme-
leñas hace parte de una enorme lista de afectaciones a la natura-
leza. La información aquí recolectada es fruto de un proceso que 
pretende visibilizar la problemática de una zona olvidada para mu-
chos y desconocida para otros. 
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